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Introducción 

Juan José GONZÁLEZ RIVAS 

(Director-Coordinador) 

Presidente de la Sección 7.ª, Sala 3.ª del Tribunal Supremo 

Magistrado, por oposición, de lo contencioso-administrativo 

Letrado de carrera, excedente, del Tribunal Constitucional 

Letrado, excedente, del Consejo General del Poder Judicial 

Doctor en Derecho 




1.  LOS ORÍGENES DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

La evolución histórica, doctrinal y legal del constitucionalismo, desde las primeras fases de su nacimiento ha supuesto, tanto en el esquema del Derecho internacional como en nuestro sistema interno, la necesidad del establecimiento de límites al ejercicio del poder.

Con la creación, en los textos internacionales y en las diversas Constituciones, de los Tribunales Constitucionales hay un claro intento por los legisladores constituyentes de someter la acción política y los órganos del Estado a la disciplina constitucional, dependiendo la plena funcionalidad de estos órganos constitucionales de la cooperación de la ciudadanía y de la intervención de los órganos estatales al promover los distintos recursos, dentro del contenido competencial de dichos Tribunales.

Los Tribunales Constitucionales, en los modernos sistemas de Justicia Constitucional (1) , juzgan con arreglo a criterios y razones jurídicas determinadas controversias de singular relevancia que hacen referencia a las limitaciones constitucionales establecidas al poder, que pueden tener indudables connotaciones políticas en la medida en que la disputa sobre el ejercicio, la distribución y el uso del poder constituyen el núcleo de la política.

Por ello, al referirnos a la necesidad de una garantía judicial de la Constitución, tratamos de poner de relieve la existencia de un sistema de medios técnicos que asegure el ejercicio regular de las funciones estatales, dentro del juego de las mayorías-minorías, pues si se persigue el objetivo consistente en que la Constitución sea suficientemente garantizada, es necesario que el acto sometido al control del Tribunal Constitucional sea analizado y anulado, en su caso, si manifiestamente contraviene el texto constitucional, en una sentencia que al poner fin al proceso, alcance «eficacia erga omnes».

El Juez Sir Edward COKE argumentaba en Inglaterra, en 1610, contra una ley aprobada en el Parlamento basándose en el Common Law, en relación con el caso del médico Thomas Bonham. Éste había sido condenado por el Colegio de Médicos al pago de una multa cuya mitad correspondía por ley al Presidente del Colegio y COKE mantuvo que la ley en que se basaba la sentencia era inaplicable, pues era contraria al principio del Common Law que dice que no se puede ser Juez en un asunto propio. Como fue el Presidente del Colegio quien dictó la sentencia y a la vez era el destinatario de la mitad de la multa, teniendo por ello interés pecuniario directo, era no sólo Juez, sino parte también. La célebre cita del fallo COKE sobre la primacía del Common Law dice: «y de nuestros libros se desprende que en muchos casos el Common Law influye sobre las leyes (Acts of Parlament) y a veces dictamina que son completamente ineficaces. Pues cuando una ley es contraria a razón y Derecho (Common right and reason) o es irrealizable, es regida por el Common Law y estimada ineficaz».

Esta afirmación de Coke presupone que el Parlamento tiene derecho a dictar y modificar leyes e hizo la salvedad en beneficio del control judicial y del no empleo de una ley en caso de clara contravención de Common right and reason.

A partir de mediados del siglo XVII en la evolución del Derecho inglés ya no se recurrió a Coke, sino al concepto de la soberanía ilimitada del Parlamento, que no admite orden de distribución jerárquica entre leyes fundamentales o constitucionales y leyes simples.

En Alemania hay un principio de pensamiento constitucional en el reconocimiento de leyes fundamentales que, aunque no es un Derecho Constitucional tal y como se entiende hoy, contenían regulaciones que debían estar por encima del ordenamiento normal: las reglas de sucesión al trono por encima de todas las convenciones fundamentales entre soberanos y súbditos, otros derechos estatales y principescos, así como libertades religiosas.

En la doctrina del Derecho Público alemán de los siglos XVII y XVIII se trataba sobre todo del efecto de la relación entre estas Leyes Fundamentales y la cuestión de la soberanía del monarca, y así el concepto de soberanía se oponía al reconocimiento de las Leyes Fundamentales.

Las Leyes Fundamentales fueron consideradas como contratos «siguiendo su verdadera naturaleza jurídica», y esto lo describía Christian WOLFF ya en 1766 como: las Leyes Fundamentales del Estado no estaban a disposición del poder legislativo y el monarca no podía promulgar ninguna por medio de su poder legislativo.

Los colonizadores de América del Norte llevaron la cultura jurídica europea sobre cuyas bases regularon su convivencia en el Nuevo Mundo y la influencia de COKE en Inglaterra estaba en su punto culminante cuando se inició la colonización sistemática de América del Norte por los ingleses. En lo que concierne a la Constitución, hay que remitirse sobre todo al famoso contrato de los Padres Fundadores a bordo del Mayflower, el año 1620 y otras Fundamental Orders similares acordadas posteriormente. Más tarde, la Corona Inglesa otorgaría las llamadas cartas (Charters) a las colonias que, en algunos casos, se limitaban a confirmar los contratos y ordenamientos básicos acordados por los colonos. Antes de la independencia de las colonias de Inglaterra, estos pactos y cartas eran, en sentido estricto, parte del Derecho inglés y por ello no les corresponde la primacía, aunque pueden ser calificados de precursores de las Constituciones actuales.

La Declaración de la Independencia del 4 de julio de 1776 creó la base política para la primacía de la Constitución. El Preámbulo de la Constitución Federal de 1776-8 dice: We the people of the United States...

En las Constituciones modernas hay también garantías de los derechos fundamentales y humanos, que en su sentido originario son límites de la política que conforman el poder del Estado y la Constitución como orden jerárquico supremo. (Así, el art. 16 de la Declaración francesa de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de 1789.)

Históricamente, en la práctica constitucional se mostró enseguida la necesidad de incorporar a las Constituciones cláusulas para su modificación, mediante las cuales el poder constituyente delega sus tareas en órganos establecidos por él y excluye a la vez las modificaciones constitucionales de los procedimientos legislativos. Aparte del modelo francés de 1791, según el cual varias Asambleas Nacionales sucesivas se encargan de las modificaciones constitucionales, está el modelo norteamericano, que requiere una mayoría de dos tercios del Congreso y que al menos tres cuartos de los parlamentarios de los Estados aprueben la decisión y en las Constituciones más recientes se estipulan habitualmente que con una mayoría cualificada en las Cámaras legislativas es suficiente requiriéndose, además, a veces, un referéndum.

Según el dogma francés las leyes son la expresión de la voluntad general y Emmanuel de SIEYÉS percibió este problema y en 1795 solicitó en un informe para la Asamblea Nacional que la Constitución fuese protegida por un Tribunal Constitucional siguiendo el siguiente argumento: «si una Constitución no es un conjunto de leyes que obligan no es nada. Si es un conjunto de leyes, cabe preguntar ¿dónde está el guardián, dónde está el árbitro de este código? Hay que encontrar respuesta a esto. Una negligencia como ésta es tan incomprensible como visible: ¿por qué se tolera en política? Las leyes, que son de lo que siempre se trata, incluyen la posibilidad de su desacato, por lo que hay que promover su cumplimiento».

El argumento de SIEYÉS está incluido por la polémica norteamericana en torno a la Constitución, que puede resumirse con la siguiente cita de Alexander HAMILTON del año 1788: «no hay otro axioma obvio que el de que cualquier decisión de un poder supeditado a otro que contradiga al superior es válida. Por tal razón, una resolución legislativa que contradiga a la Constitución no puede ser válida». Luego Hamilton se refiere a los Tribunales y dice: «el verdadero cometido de los Tribunales consiste en interpretar las leyes. Una Constitución es por esencia una Ley Fundamental (Fundamental Law) y como tal ha de ser considerada por los jueces. Por eso les corresponde determinar su sentido, al igual que tienen que hallar el sentido de todas las leyes promulgadas por el legislativo. Si entre ambas hay contradicción incompatible, entonces tendrá primacía la que tenga más carácter obligatorio y validez o, en otras palabras, se debe anteponer la Constitución a una ley promulgada, los deseos del pueblo a los de sus representantes». Esta opinión de HAMILTON reproduce la práctica de los Tribunales norteamericanos en los tiempos coloniales desde COKE.

Quince años después del artículo de HAMILTON, el Tribunal Supremo norteamericano basó su decisión en el caso Marbury contra Madison en los argumentos de HAMILTON.

Entre noviembre de 1800, cuando los republicanos obtienen el triunfo de las elecciones presidenciales, y marzo de 1801, cuando comienza la nueva Administración, los federalistas pretendieron dejar un Poder Judicial adicto y así, no sólo MARSHALL ostenta la presidencia del Tribunal Supremo, sino que el Presidente de los Estados Unidos saliente, ADAMS, nombró cuarenta y dos Jueces de Paz cuyas credenciales habían sido expedidas, firmadas y selladas, pero no entregadas a los interesados, quedando algunas en el despacho del Secretario de Estado saliente. Su sucesor, James MADISON, las destruyó y uno de los nombrados para el distrito de Columbia, William MARBURY, le demandó ante el Tribunal Supremo para que se le reconociera su derecho al cargo y librara al efecto el correspondiente mandamiento, pero el Tribunal Supremo sólo podía expedir tal mandamiento como Juez de apelación, pero no como Juez de instancia y, por tanto, la Sección 13 de la Ley Judicial de 1789, que pretendía conferirle competencia en única instancia era inconstitucional.

El Juez supremo John MARSHALL evocó «principles supposed to have been long and well established» (principios que se suponen llevan mucho tiempo y bien establecidos) y sentenció: «es un axioma demasiado claro como para contradecirlo, que o la Constitución influye en cualquier acto legislativo que la contradice o el legislativo puede modificar la Constitución mediante actos ordinarios. Esta alternativa no permite término medio. La Constitución o es una ley suprema superior (superior paramount law), inmodificable por vía legislativa ordinaria, o está al mismo nivel que las leyes ordinarias y es, como las otras, modificables cuando se le antoja al legislativo. Si es cierta la segunda parte de la disyuntiva, entonces las Constituciones escritas son absurdos intentos del pueblo por limitar un poder que por su propia naturaleza es ilimitable».

La garantía de la supremacía de la Constitución en Estados Unidos a través del control judicial no se tradujo a la práctica en Europa en el siglo XIX. En Inglaterra seguían con la soberanía del Parlamento. En Francia los acontecimientos políticos produjeron Constituciones y Cartas, cuyas supremacías no parecían dignas de protección en la práctica. En Alemania, en los diversos territorios se concedieron o acordaron Constituciones que limitaban el «originario poder soberano» de las Coronas mediante representación popular.

En estos sistemas constitucionales las representaciones populares actuaban como órganos para garantizar las libertades, ya que todas las leyes precisaban de la decisión coincidente de los Príncipes y de la representación popular y las Constituciones eran un compromiso entre las Coronas y los ciudadanos: este compromiso sólo podía durar mientras ambas partes estuviesen en igualdad y pese a algunas crisis duró un siglo; este sistema constitucional basado en la igualdad no permitió en Alemania ninguna posibilidad de desarrollo del control judicial.

Después de la Segunda Guerra Mundial -y tras la creación en el sistema jurídico español del Tribunal de Garantías Constitucionales (1931)- en 1947, en Italia, y en 1949 la Ley Fundamental y las Constituciones de los Länder de Alemania, introdujeron la jurisdicción constitucional y admitieron expresamente el control judicial. También el control jurisdiccional se desarrolla en Austria ya desde 1920 y ha sido introducido en Portugal. En Francia (1958) se ha ampliado la posibilidad del control preventivo y Suecia y los Países Bajos consideraron el problema en los años setenta, con ocasión de revisiones judiciales y se decidieron por un sistema de revisión judicial de las leyes.

En nuestro sistema constitucional, el poder especial del Tribunal Constitucional está en su prerrogativa de interpretar la Constitución, pues la idea de hacer valer el principio de «interpretación conforme a la Constitución» de las leyes ordinarias está vinculada a la observancia de los valores y principios que representa la Constitución y supone un marco de coordinación de funciones entre la jurisdicción constitucional y la legislación y la jurisdicción constitucional con las restantes jurisdicciones.

En la primera perspectiva el principio de interpretación conforme a la Constitución de todas las normas, trata de mantener la validez de la ley, sin perjuicio del reconocimiento de una reinterpretación de la ley, por parte de los Tribunales Constitucionales, propiciando una sentencia interpretativa, cuya pertinencia depende de que tanto la interpretación conforme como la que se estime contraria a la Constitución, derive de los criterios legales que ordenan la labor del intérprete y sus límites vienen impuestos por la seguridad jurídica y por las peculiaridades del ordenamiento aplicable.

En la relación de la jurisdicción constitucional con las restantes jurisdicciones, el grado de vinculación para los jueces ordinarios a la doctrina que deriva de las sentencias y resoluciones de los Tribunales Constitucionales depende del tipo de proceso en que haya recaído.

En nuestro sistema jurídico, si se ha dictado sentencia en algún proceso en que se haya declarado la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley [arts. 161.1 a) y 164 de la CE] o en procesos en que se han resuelto recursos o cuestiones de inconstitucionalidad, aun cuando sean de contenido desestimatorio por ser ajustadas a la Constitución la norma cuestionada o por permitir una interpretación acorde con aquélla, su fuerza vinculante es equiparable a la de la ley que constituye el objeto del proceso precisamente porque, en razón de esta última circunstancia, puede imponer a todos los poderes públicos una determinada interpretación de la Ley (arts. 38 y 40.2 LOTC).

Si se trata de una resolución dictada en los recursos de amparo, su fuerza vinculante, aparte del efecto directo e inmediato derivado de sus pronunciamientos (arts. 53 y 55 LOTC) su eficacia deriva exclusivamente del reconocimiento contenido en el art. 5.1 de la LOPJ, pero no tiene por objeto el enjuiciamiento de una norma de carácter general y está supeditada a las circunstancias del hecho concreto que le sirve de soporte, es decir, de la disposición, acto jurídico o vía de hecho de los poderes públicos del Estado, de las Comunidades Autónomas y de los demás entes públicos de carácter territorial, corporativo o institucional, o de sus funcionarios o agentes (art. 41.2 LOTC), pues la resolución del recurso de amparo está limitada a la estimación subjetiva de un derecho y se encuentra incluida en la excepción contenida en el art. 164.1 in fine de la Constitución.

En suma, como ya reconociera Konrad HESSE, en el capítulo correspondiente a la «Interpretación Constitucional» (2) , la interpretación conforme a la Constitución no plantea sólo la cuestión del contenido de la Constitución por la que se va a medir la ley y ya que el contexto jurídico-funcional apunta a una conservación de la ley, la interpretación conforme a la Constitución interpretará la norma constitucional en la medida de lo posible, en el sentido que el legislador ha concretizado.

De este modo, la interpretación de la ley conforme a la Constitución supone, en su repercusión sobre la interpretación constitucional, una interpretación de la Constitución de conformidad con la ley y de esta manera se manifiesta el principio de la interpretación de la Constitución por los Tribunales, lo que confirma la estrecha interacción de la Constitución y la ley y, con ello, la idea de unidad del ordenamiento jurídico.

La interpretación supone, a juicio de K. HESSE, que «allí donde no se suscitan dudas, no se interpreta y con frecuencia no hace falta interpretación alguna», pues la norma de sentido inequívoco no plantea problemas que el intérprete haya de resolver por medio de su actividad creativa. Pero, como el mismo autor indica en sus «Escritos de Derecho Constitucional» (3) , las normas constitucionales suelen plantear casi siempre verdaderos «problemas de interpretación», «dado el carácter abierto y amplio de la Constitución». De ahí también la necesaria Konkretisierung (Concretización) de las normas constitucionales en la cual consiste precisamente la labor del intérprete.

En suma, la garantía judicial de la constitucionalidad presentó dos notorias influencias en los modernos sistemas: la inglesa y la norteamericana.

A principios del siglo XVIII, el Magistrado Lord Edward COKE sostuvo en sus fallos y en sus libros la tesis de que el «Common Law» gozaba de supremacía sobre los actos del rey y aun sobre las Leyes del Parlamento, y desde estos principios iban a prosperar en Inglaterra dos consecuencias: a) la limitación de las autoridades ejecutivas por la superioridad de la Ley, y b) los Jueces hicieron valer tal supremacía.

Dicha teoría iba a encontrar su pleno desarrollo en un país de Constitución escrita y rígida: la norteamericana, en cuyo texto fundamental hay un precepto que establece la supremacía de la Constitución, de las Leyes de los Estados que se hagan en su desarrollo y de los Tratados, que obligan a los Jueces de cada Estado a someterse a dichos ordenamientos, a pesar de lo que, en contrario, exista en las Constituciones o Leyes de los Estados (art. VI, 2). Así, el Poder Judicial se extenderá a todos los casos en derecho y equidad que emanen de la Constitución, de las Leyes de los Estados Unidos y de los Tratados hechos o por hacerse bajo su autoridad (art. III, Sec. II, 1).

De esos dos preceptos dedujo el Magistrado John MARSHALL, en el primer tercio del siglo XIX, la ineficacia de las Leyes de la Federación o de los Estados y de los actos de gobierno que fueran contrarios a la Ley suprema, así como la competencia del Poder Judicial federal para conocer directamente o en apelación de los casos respectivos.

Como nos indica Edward S. CORWIN (4) , ya LINCOLN advirtió que: «Si la política del Gobierno acerca de cuestiones vitales que afectan a todo el pueblo ha de ser irrevocablemente fijada por las sentencias del Tribunal Supremo, en el instante de dictarse las mismas en juicios ordinarios entre partes, dirimiendo acciones personales, el pueblo habrá dejado de ser su propio gobernante, habiendo renunciado prácticamente en la misma extensión a su gobierno a favor de ese eminente Tribunal».

2.  NATURALEZA, EXTENSIÓN Y LÍMITES DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL

El estado de opinión doctrinal y el precedente de 1931 propiciaron la inserción del Tribunal Constitucional en la Constitución Española de 1978. Su regulación básicamente se contiene en el Título IX de la Constitución, en la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre (modificada por LO 8/1984, que regula el régimen de objeción de conciencia; LO 4/1985, de 7 de junio, que deroga el capítulo II del Título IV al suprimir el recurso previo de inconstitucionalidad; LO 5/1985, de Régimen Electoral General; la LO 6/1988, de 9 de junio, que afecta a los arts. 50 y 86.1 de la LO 2/1979; LO 7/1999, de 21 de abril; LO 1/2000 de 7 de enero, que añade dos nuevos apartados al art. 33 de la LOTC y LO 6/2007, de 24 de mayo, cuyo artículo único -apartados 6 y 7- han sido declarados constitucionales por STC Pleno núm. 49/2008, de 9 de abril -BOE de 14 de mayo de 2008-).

Antes de analizar la regulación vigente, del texto constitucional parecen desprenderse las siguientes observaciones: 1.ª En materia de control de leyes se sigue el sistema austríaco con un recurso directo ante el Tribunal; 2.ª Sobre competencias en materias electorales y frente al sistema francés, la reforma operada por Ley Orgánica 5/1985 Electoral General contempla en el art. 49 la posibilidad de interponer un recurso de amparo contra resoluciones judiciales dictadas sobre proclamación de candidaturas; 3.ª Entre las personas legitimadas para promover su funcionamiento figura el Ministerio Fiscal, pero sólo en lo relativo al recurso de amparo, frente al sistema de 1931.

En todo caso nos interesa subrayar, previamente, con arreglo a la jurisprudencia constitucional, el papel del Tribunal y el ámbito de la jurisdicción constitucional, del modo siguiente:

- La reiterada doctrina del Tribunal acerca del ámbito, extensión y límites de la jurisdicción constitucional a la hora de revisar los pronunciamientos de la jurisdicción ordinaria en materia de acceso a los recursos puede concretarse:

«De conformidad con esta doctrina, el Tribunal Constitucional no puede entrar a enjuiciar la corrección jurídica de las resoluciones judiciales que interpretan y aplican las reglas procesales que regulan el acceso a los recursos, ya que ni es una última instancia judicial ni nuestra jurisdicción se extiende al control del acierto de las decisiones adoptadas por los jueces en ejercicio de su competencia exclusiva sobre selección, interpretación y aplicación de las normas procesales de conformidad con lo dispuesto en el art. 117.3 CE en lo que respecta al acceso a los recursos previstos en las leyes. Por ello, cuando se alega el derecho de acceso a los recursos, el control constitucional de esas resoluciones judiciales es meramente externo y debe limitarse a comprobar si tienen motivación y si han incurrido en error material patente, en arbitrariedad o en manifiesta irrazonabilidad lógica, evitando toda ponderación acerca de la corrección jurídica de las mismas. Así se ha venido manteniendo en una ya larga jurisprudencia en la que cabe destacar las SSTC 37/1995, de 7 de febrero; 58/1995, de 10 de marzo; 136/1995, de 25 de septiembre; 149/1995, de 16 de octubre; 142/1996, de 16 de septiembre; 179/1996, de 26 de junio; 211/1996, de 17 de diciembre; 76/1997, de 21 de abril; 88/1997, de 5 de mayo; 132/1997, de 15 de julio; 39/1998; de 17 de febrero; 207/1998, de 30 de septiembre; 235/1998, de 14 de diciembre; 23/1999, de 8 de marzo, y 236/1998, que, con amplia cita de esta doctrina, recuerda que "como viene señalando este Tribunal (SSTC 37/1995, 211/1996 y 132/1997), el acceso a los recursos tiene una relevancia constitucional distinta a la del acceso a la jurisdicción. Mientras que el derecho a la obtención de una resolución judicial razonada y fundada goza de una protección constitucional en el art. 24.1 CE, el derecho a la revisión de esta resolución es, en principio, y dejando a salvo la materia penal, un derecho de configuración legal al que no resulta aplicable el principio pro actione... [que] sólo rige, en principio, en el ámbito del acceso a la jurisdicción, esto es, del derecho a obtener una respuesta judicial, que sólo puede limitarse válidamente si se satisfacen las exigencias de proporcionalidad inherentes a la restricción de todo derecho fundamental, y en el de los recursos penales, en virtud de la exigencia constitucional de una doble instancia a favor de quien resultó condenado. En los demás casos, el derecho de acceso a los recursos sólo surge de las leyes procesales que regulan dichos medios de impugnación. Por consiguiente, la interpretación de las normas que contemplan causas de inadmisión de recursos es, como la de la entera legalidad procesal, competencia exclusiva de los Jueces y Tribunales ordinarios, sin que, en general, en el ejercicio de la misma el art. 24.1 CE les imponga más limitaciones que las derivadas del canon del error patente, la arbitrariedad o la manifiesta irrazonabilidad (STC 88/1997 y SSTC 37/1995, 170/1996 y 211/1996 citadas en ella)"». Esta doctrina se reitera en las SSTC 258/2000, de 30 de octubre (FJ 2), 6/2001, de 15 de enero (FJ 3), y 32/2001, de 12 de febrero (FJ 3). STC 112/2001, FJ 2.


- Cuestiones de legalidad ordinaria. En la STC 160/1997 se indica:

«Cuando este Tribunal, en innumerables ocasiones, declara que una determinada cuestión de derecho es "de legalidad ordinaria" o expresión similar, con la ineluctable consecuencia de declararla ajena a su propia competencia, y propia exclusivamente de la de los Tribunales ordinarios, no por ello está despojando de toda consideración de constitucionalidad a dicha cuestión. La Constitución, por el contrario, y muy particularmente los derechos fundamentales, inspiran y alientan todo nuestro ordenamiento, hasta sus últimas o más modestas manifestaciones. Ahora bien, ello no puede implicar el que este Tribunal esté llamado a imponer su criterio determinando, hasta el último extremo, la medida en que todas y cada una de las interpretaciones de la legalidad, llamada ordinaria, deben quedar influidas por los contenidos constitucionales. Tal cosa equivaldría a extender el ámbito de las "garantías constitucionales" (art. 123.1 CE) que marca el límite de nuestra jurisdicción a la interpretación de todo el ordenamiento».


- Exclusión de la valoración de las pruebas:

«A la jurisdicción constitucional corresponde únicamente, a los efectos que ahora interesan, controlar la razonabilidad del discurso que une la actividad probatoria y el relato fáctico que de ella resulte, porque el recurso de amparo no es un recurso de apelación, ni este Tribunal una tercera instancia revisora de las actuaciones propias de la competencia específica de los órganos judiciales. Tales límites de la jurisdicción constitucional de amparo derivan, por un lado, de la prohibición legal [art. 44.1 b) LOTC] de que entre a valorar los hechos del proceso; y, por otro, de la imposibilidad material de contar con la garantía de la oralidad, inmediación y contradicción que deben rodear a la valoración probatoria. Ello, conforme hemos declarado también de forma continuada en el tiempo, nos impide valorar nuevamente la prueba practicada o enjuiciar la valoración realizada por los Jueces o Tribunales que integran el Poder Judicial salvo en caso de arbitrariedad o irrazonabilidad (SSTC 81/1998, de 2 de abril, FJ 3; 189/1998, de 29 de septiembre, FJ 2; 220/1998, de 17 de diciembre, FJ 3; 120/1990, de 28 de junio, FJ 2; 220/2001, de 5 de noviembre, FJ 3; 125/2002, de 20 de mayo, FJ 2). El principio de libre valoración de la prueba, recogido en el art. 741 LECrim., implica, por tanto, que los distintos medios de prueba han de ser ponderados por los órganos judiciales, que son quienes tienen la misión exclusiva de valorar su significado y trascendencia en orden a la fundamentación de los fallos contenidos en sus Sentencias (STC 125/2002, de 20 de mayo, FJ 2)». STC 119/2003, de 16 de junio, FJ 2.


- Control en el supuesto de defecto de ley:


«Conforme señala el art. 5.1 LOPJ, resoluciones de este Tribunal en todo tipo de procesos vinculan a todos los Jueces y Tribunales, quienes han de interpretar y aplicar las Leyes y reglamentos según los preceptos y principios constitucionales interpretados por este Tribunal». STC 184/2003, de 23 de octubre, FJ 7.


3.  EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL ESPAÑOL COMO GARANTE SUPREMO DE LA CONSTITUCIÓN

La jurisdicción constitucional en España supone, con la Constitución y la Ley Orgánica reguladora del Tribunal, un intento de someter la acción política y los órganos del Estado a la disciplina constitucional. El Tribunal Constitucional juzga con arreglo a criterios y razones jurídicas sobre controversias jurídicamente formuladas que hacen referencia a limitaciones constitucionalmente establecidas al poder, al ámbito de acción libre de los distintos órganos que integran el Estado y son, en consecuencia, controversias que pueden tener matizaciones políticas, en cuanto que la disputa sobre el ejercicio, la distribución y el uso del poder constituyen el núcleo de la política.

Incumbe al Tribunal Constitucional señalar el contenido de los valores superiores de la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político.

a) La libertad, como derecho de la persona y el libre desarrollo de la personalidad, como señala el texto constitucional en su art. 10, es fundamento del orden político y de la paz social y se desarrolla en el capítulo 2 del Título I, comprensiva de las siguientes modalidades: la libertad ideológica y religiosa (art. 16), la libertad personal (art. 17), la libertad de residencia y domicilio (art. 19), la libertad de expresión (art. 20), la libertad de enseñanza (art. 27), la libertad de sindicación (art. 28) y la libertad de empresa (art. 38).

b) El valor de la justicia se muestra en el Título Preliminar de la Constitución y los postulados de justicia tienen también aplicación en el orden socioeconómico, dentro de los principios rectores de la política social y económica (capítulo 3, Título I, arts. 39-52) y del Título VII relativo a la Economía y Hacienda (arts. 128-136).

c) El valor de la igualdad, referido en el Título Preliminar, se consagra, de modo explícito, en el art. 14 de la Constitución, como derecho fundamental, incumbiendo, de conformidad con el art. 9.2 a los poderes públicos su promoción, en forma semejante a la cláusula de transformación, prevista en el art. 3 de la Constitución italiana.

d) El valor del pluralismo político se desarrolla en el art. 6 de la norma fundamental que constitucionaliza los partidos políticos y se complementa con el pluralismo sindical del art. 7.

Estos principios, previstos en el Título Preliminar de la Constitución, fijan las directrices cuya interpretación desarrolla el Tribunal Constitucional y constituyen los valores propugnados en la forma de un Estado social y democrático de Derecho.

Por otro lado, el núcleo competencial que se contiene en el art. 161 de la Constitución permite abarcar importantes puntos de conexión con los restantes poderes del Estado. Así, el control de la constitucionalidad de la Ley permite observar la conexión con la actividad del Parlamento y las cuestiones de inconstitucionalidad y los recursos de amparo son dos importantes puntos de conexión con los actos del Poder Judicial.

La intervención del Tribunal en el control de los actos de los poderes públicos también permite mostrar la conexión del Tribunal con actuaciones administrativas, susceptibles de ser controladas en vía judicial contenciosa, antes de ser recurridas en vía del amparo constitucional, y la resolución por el Tribunal de los conflictos constitucionales entre órganos del Estado y la delimitación concreta de los respectivos ámbitos competenciales, entre el Estado y las Comunidades Autónomas, son dos sectores igualmente referenciales de esa dinámica de relaciones del Tribunal con los restantes poderes del Estado.

Así, resulta que el Tribunal, como ya indicamos en una publicación precedente (5) , es un órgano constitucional, supremo en su orden e independiente en su jurisdicción, que juzga sobre la constitucionalidad de las leyes y la vulneración de los derechos fundamentales por los actos de los órganos del Estado y, por otra parte, dirime los posibles conflictos constitucionales del Gobierno con el Congreso de los Diputados, el Senado y el Consejo General del Poder Judicial o de cualesquiera de estos órganos entre sí (art. 59.3 de la LOTC).

Al Tribunal Constitucional, en su función de intérprete supremo de la Constitución le corresponde, como indica la sentencia 76/1983 de 5 de agosto (fundamento jurídico cuarto) «custodiar la permanente distinción entre la objetivación del poder constituyente y la actuación de los poderes constituidos, los cuales nunca podrán rebasar los límites y las competencias establecidas por aquél». La anterior afirmación es predicable de la actuación de las Cortes que no pueden colocarse en el plano del poder constituyente, salvo en el caso de que la Constitución les atribuya alguna función constituyente, ya que la distinción entre los poderes constituyentes y constituidos no opera sólo en el momento de establecerse la Constitución y es la voluntad del poder constituyente, fundamentando el orden jurídico y estatal, la que supone un límite a la potestad del legislador.

La discusión, en todo caso, de las posibilidades y de los límites de la jurisdicción constitucional con los restantes órganos constitucionales es planteable en relación con el concepto de «judicial self-restraint», pero una clarificación de la función del Tribunal, de su cooperación con los restantes órganos constitucionales y de sus posibilidades y capacidades sólo puede intentarse trazando un cuadro de sus misiones competenciales, en el contexto de una concepción que pudiera considerarse funcional y delimitadora de sus atribuciones.

En primer lugar están los recursos de inconstitucionalidad, en vía directa o incidental, que constituyen la competencia nuclear del Tribunal, con precedentes en la «judicial review» sobre las decisiones del legislativo; en segundo término se encuentran los recursos de amparo, ya que la eficacia de la Constitución pasa, en primer término, por la de los derechos fundamentales y obliga a respetar el «contenido esencial» de tales derechos (art. 53.2 de la Constitución); y, finalmente, la resolución de los conflictos constitucionales (atinentes a los órganos constitucionales), y a delimitar las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas.

Una valoración sucinta de estos contenidos competenciales básicos del Tribunal que después examinaremos, más ampliamente, proyectan su posición y conexión, como órgano constitucional, con los restantes órganos y poderes del Estado, sin olvidar, a nuestro juicio, que desde el punto de vista de la incardinación de este órgano constitucional en la estructura del Estado, resultan dos importantes consecuencias:

1.ª Los restantes órganos constitucionales (Gobierno, Congreso, Senado y Consejo General del Poder Judicial) intervienen en la formación y determinación de los componentes del Tribunal Constitucional.

2.ª El Tribunal dirime los conflictos constitucionales entre los órganos constitucionales anteriormente reseñados.

A estas dos notas habría que añadir la utilización de potestades propias de autoorganización, lo que en la realidad práctica se traduce en la aprobación y modificación de su Reglamento de Organización y Personal, elaboración autónoma de su presupuesto, que figura como una Sección, dentro de los Presupuestos Generales del Estado y designación de sus propios funcionarios de carrera y propuesta a los respectivos Ministerios (de Justicia y de las Administraciones Públicas) de quienes, en virtud de concurso, han de incorporarse al Tribunal, ya sea personal de la Administración de Justicia, ya sea personal de la Administración Civil del Estado.

3.1.  El control de la constitucionalidad de las leyes y los conflictos competenciales

Suprimido el recurso previo de inconstitucionalidad por Ley Orgánica 4/1985, de 7 de junio, el recurso de inconstitucionalidad, en vía directa, puede promoverse contra leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de ley del Estado o de las Comunidades Autónomas y junto a la legitimación del Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, cincuenta Diputados y cincuenta Senadores, también están legitimados los órganos ejecutivos y las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas siempre que la ley recurrida afecte a su propio ámbito de autonomía.

La legitimación del Presidente del Gobierno aproxima el sistema español al italiano, que permite al Presidente del Consejo de Ministros la impugnación de las leyes regionales que exceden de su competencia y a los Presidentes de las Juntas Regionales la impugnación de las normas primarias estatales y de las leyes de las demás regiones, por invasión de competencias (art. 127 de la Constitución y 2 de la Ley de 1 de noviembre de 1948). También el sistema alemán atribuye legitimación al Gobierno Federal y a los Gobiernos de los Länder para promover la actuación del Tribunal, tanto frente al derecho de los Länder, como frente al derecho federal.

La legitimación del Defensor del Pueblo no tiene precedentes en el derecho alemán e italiano y en cuanto a la legitimación de cincuenta Diputados y cincuenta Senadores, los ordenamientos alemán y francés presentan legitimaciones del mismo tipo (un tercio de los miembros del Bundestag -Grundgesetz- y sesenta Diputados y sesenta Senadores -Constitución francesa-). Finalmente, la legitimación de las Asambleas de las Comunidades Autónomas implica una novedad frente a los sistemas italiano y alemán.

Los conflictos de competencia se promueven con arreglo a la Constitución, los Estatutos o las leyes delimitadoras y pueden suscitarse entre el Estado con una o más Comunidades o dos o más Comunidades entre sí, actuando el Gobierno de la Nación o los órganos ejecutivos de las Comunidades Autónomas, respectivamente, pudiendo ser positivos o negativos.

Los sectores competenciales anteriormente referidos responden a dos modalidades de relaciones del Tribunal con la actividad legislativa del Estado y de las Comunidades Autónomas (inconstitucionalidad) y con la delimitación de las titularidades controvertidas (conflictos de competencia). El recurso de inconstitucionalidad en vía directa tiene por objeto la determinación de si la norma legislativa es acorde con la Constitución y la finalidad del conflicto es determinar el titular de la competencia controvertida.

El Tribunal Constitucional ha delimitado, en su jurisprudencia (sentencias núm. 25/1981 -fundamento jurídico segundo-, 32/1981 -fundamento jurídico primero- y 49/1984 -fundamento jurídico segundo-), la naturaleza del recurso de inconstitucionalidad y de los conflictos competenciales estimando que, en términos generales, hay conflicto de competencia cuando dos órganos se consideran competentes o incompetentes para proveer en un determinado asunto y existe control de constitucionalidad cuando se comprueba la validez de una norma contrastándola con otra de nivel superior, en los términos del art. 28.1 de la LOTC, sin que se pretenda el ejercicio de la competencia normativa por parte del que impugna la validez y si la Ley estatal, por modo directo, entraña una violación de norma definidora de competencia, no podrá decirse que se utilice indebidamente el instrumento procesal puesto a disposición de los legitimados para ello, con la pretensión de eliminar de la fórmula legal las proposiciones normativas vulneradoras de las reglas que integran también el bloque de la constitucionalidad.

En todo caso, la declaración, en un recurso de inconstitucionalidad promovido por una Comunidad Autónoma en el sentido de que la norma estatal de contenido competencial no es inconstitucional, no prejuzga la solución de futuros posibles conflictos entablados entre esa Comunidad y el Estado, cuando se trate de competencias concurrentes entre el Estado y la citada Comunidad.

Son, pues, en estos dos núcleos competenciales de la jurisdicción del Tribunal (inconstitucionalidad y conflictos), donde se articulan importantes puntos de conexión, por vía de legitimación procesal, en la mayor parte de los casos, entre el Tribunal y los restantes poderes y órganos constitucionales, que se constituyen como parte procesal en los distintos procesos constitucionales.

Desde esta perspectiva procede hacer referencia a la constitucionalidad en sus dos variantes: formal y material.

El examen de la constitucionalidad formal implicaría la comprobación del cumplimiento de todos los trámites previstos en el procedimiento de elaboración. El examen de la constitucionalidad de la ley, desde el punto de vista material, confiere al Tribunal Constitucional facultades de control respecto al Parlamento, mucho más amplias que el examen de la regularidad formal. No sólo hay que valorar el texto escrito, sino el conjunto de valores, principios organizativos y relaciones sociales que integran lo que constituye la fórmula política de la Constitución. La observancia de los requisitos formales se reduce, por el contrario, a la simple constatación de su concurrencia o ausencia.

En todo caso tenemos que partir de la premisa inexcusable de que el Tribunal Constitucional, al examinar la constitucionalidad de una ley realiza un juicio jurídico, que asegura la supremacía del texto fundamental. En el recurso de inconstitucionalidad, por tanto, el Tribunal no sólo garantiza la primacía de la Constitución, sino que enjuicia la conformidad con la misma de la ley. La valoración que, en todo caso, realiza el Tribunal, entendemos que no entraña un juicio de valor sobre si la regulación adoptada es la más oportuna, ya que ese sería el ámbito de actuación en que se mueven las distintas opciones políticas.

Si bien el Tribunal, al conocer de un recurso de inconstitucionalidad, carece del poder de iniciativa, una vez sometido a su enjuiciamiento la constitucionalidad de una ley, puede declarar no sólo la inconstitucionalidad de los preceptos impugnados, sino también la de aquellos otros de la misma ley a los que deba extenderse por conexión o consecuencia (art. 39.1 de la LOTC). Todo ello teniendo en cuenta que, como han declarado algunas sentencias del Tribunal (la sentencia núm. 11/1981, de 8 de abril, y la sentencia núm. 23/1982, de 13 de mayo), el recurso de inconstitucionalidad no es una vía de impugnación que pueda dirigirse de manera indiscriminada contra un bloque de legalidad o contra una parte del sistema normativo o del ordenamiento jurídico, sino que el recurso se dirige al enjuiciamiento de textos legales y de fórmulas legislativas determinadas.

Aunque el sistema del control de constitucionalidad de las leyes europeas es distinto al norteamericano, sistema este importado a nuestro continente, pero en el que se observa la influencia de KELSEN y de la Constitución austríaca, no cabe duda de que el origen del sistema se encuentra en los Estados Unidos con MARSHALL, Presidente del Tribunal Supremo, en el caso de 1803 Marbury versus Madison, que inicia el tratamiento del control de la constitucionalidad.

A la vista del precedente americano (Juez ordinario) y del sistema europeo (órgano específico) pueden distinguirse dos sistemas principales, sin perjuicio de aparecer muchos intermedios: a) los de jurisdicción difusa, que se caracterizan por atribuir a todos los órganos jurisdiccionales la vigilancia del cumplimiento de la Constitución, sistema que se inspira en el patrón norteamericano; b) los de jurisdicción concentrada, que establece un órgano ad hoc, ajeno a la jurisdicción ordinaria, para ejercer la función de velar por la constitucionalidad de las leyes, inspirados en las doctrinas de KELSEN y en la Constitución de Austria.

El sistema español actúa en dos direcciones:

a) El Tribunal Constitucional, en sentencias de 2 de febrero de 1981 (BOE núm. 47, de 24 de febrero) y 8 de abril de 1981 (BOE núm. 99, de 25 de febrero), consagra el sistema según el cual «los Jueces y los Tribunales ordinarios podrán apreciar por sí mismos la derogación por la Constitución de las Leyes precedentes o, si les parece problemático, remitir la cuestión como "cuestión de inconstitucionalidad" al Tribunal Constitucional».

b) En el sistema de leyes posteriores a la Constitución, que, a juicio del órgano jurisdiccional, sean incompatibles con ella y hayan de ser aplicadas en el proceso, resulta de aplicación el art. 163 de la CE y la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional (BOE del 5, núm. 239) que desarrolla el Título IX de la Constitución, en el capítulo III del Título II (arts. 35 a 37), pues «cuando un Juez o Tribunal, de oficio o a instancia de parte, considere que una norma con rango de Ley aplicable al caso y de cuya validez dependa el fallo pueda ser contraria a la Constitución, planteará la cuestión al Tribunal Constitucional».

El sistema español presenta semejanzas al italiano, al referirse el art. 134 de la Constitución italiana de 1947 a «las leyes y las normas con fuerza de ley, del Estado y de las Regiones», ya que las normas primarias pueden ser sometidas a control del Juez constitucional, mientras que el juicio relativo a las normas reglamentarias queda atribuido a los órganos jurisdiccionales contencioso-administrativos.

A la vista del texto legal, cabe destacar que el control de la constitucionalidad no es más que la consecuencia de una cualidad jurídica de la Constitución: su carácter de norma supralegal, y con ello se pretende velar porque el rango normativo de aquélla no se conculque, pues el objeto fundamental del recurso de inconstitucionalidad es garantizar la primacía de la Constitución y enjuiciar la conformidad o disconformidad con ella de las leyes, disposiciones o actos impugnados.

Pero este es el objetivo estricto del control de la inconstitucionalidad, ya que, en sentido lato, se constituye como procedimiento a través del cual determinados órganos del Estado comprueban si ciertos actos lícitos de los poderes públicos están conformes con la Constitución, decidiendo su anulación o inaplicación en caso contrario, por lo que el Tribunal, para apreciar la conformidad o disconformidad con la Constitución de una ley, disposición o acto con fuerza de ley del Estado o de las Comunidades Autónomas, habrá de tener en cuenta los preceptos constitucionales, las normas que, dentro del marco constitucional, se hubiesen dictado para delimitar el ámbito competencial del Estado y las diferentes Comunidades Autónomas o regular o armonizar el ejercicio de estas competencias concretas.

A la noción del «bloque de constitucionalidad» se refiere la sentencia del Tribunal Constitucional núm. 42/1983 (fundamento jurídico tercero), cuando emplea la expresión bloque de la constitucionalidad, afirmando que éste está formado por la propia Constitución y el Estatuto de Autonomía.

Pero al variar, según las materias, el bloque de la constitucionalidad, se incluye en él la respectiva norma delimitadora de competencia, con lo que la composición del citado bloque variará en cada proceso según los títulos competenciales en juego y la remisión que se contenga en las normas constitucionales o estatutarias a otras, pero siempre reconociendo, como indican las sentencias núm. 40/1982, fundamento jurídico quinto, «la prevalencia del aludido bloque de constitucionalidad» o el llamado «bloque normativo constitucional», en sentencias núm. 32/1983, fundamento jurídico primero, y núm. 42/1983, fundamento jurídico cuarto.

Así, las normas delimitadoras de competencias, insertas en el bloque de la constitucionalidad, restringen o amplían el alcance de la competencia estatutariamente asumida, pero no pueden anular o dejar sin contenido dicha competencia.

La sentencia del Tribunal Constitucional de 13 de febrero de 1981, dictada en el recurso de inconstitucionalidad núm. 189/1980, señaló que:

«La reserva de Ley Orgánica no puede interpretarse de forma tal que cualquier materia ajena a dicha reserva, por el hecho de estar incluida en una ley orgánica haya de gozar definitivamente del efecto de congelación de rango y de la necesidad de una mayoría cualificada para su ulterior modificación (art. 81.2 de la CE), pues tal efecto puede y aun debe ser excluido por la misma ley orgánica o por sentencias del Tribunal Constitucional que declaren cuales de los preceptos de aquélla no participan de tal naturaleza. Llevada a su extremo, la concepción formal de ley orgánica podría producir en el ordenamiento jurídico una petrificación abusiva en beneficio de quienes en un momento dado gozasen de la mayoría parlamentaria suficiente y en detrimento del carácter democrático del Estado, ya que nuestra Constitución ha instaurado una democracia basada en el juego de las mayorías, previendo tan sólo para supuestos tasados y excepcionales una democracia de acuerdo basada en mayorías cualificadas o reforzadas. Por ello hay que confirmar que si es cierto que existen materias reservadas a leyes orgánicas (art. 81.1 de la CE), también lo es que las leyes orgánicas están reservadas a estas materias y que, por tanto, sería disconforme con la Constitución la ley orgánica que invadiera materias reservadas a la ley ordinaria».


La Constitución prevé un medio de impugnación directo e inmediato de las normas inconstitucionales al que se refiere el art. 161.1 a) de la CE y que constituye el recurso directo de inconstitucionalidad.

Los vicios de inconstitucionalidad básicamente son de tipo formal (provenientes de la incompetencia del pretendido titular del poder normativo o de la inobservancia del procedimiento legislativo) o de tipo material (relativo al contenido preceptivo de la ley), siendo explícito, a este respecto, el art. 19.1 de la Ley Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales que señalaba: «Será inconstitucional una ley en la totalidad o en parte de sus disposiciones: a) Cuando infrinja un precepto de la Constitución, b) Cuando no haya sido votada o promulgada en la forma prescrita por la Constitución».

La inconstitucionalidad material de la ley comprende los siguientes supuestos: a) Cuando las consecuencias jurídicas previstas para un mismo supuesto de hecho previsto en la Constitución y en la ley ordinaria sean incompatibles; b) La abierta contradicción entre la norma fundamental y la ley ordinaria; c) La contradicción entre la ley y los objetivos constitucionales; d) La contradicción entre los fines perseguidos y la lógica interna que preside la interpretación sistemática de la Constitución y la ley ordinaria, en desacuerdo evidente con estos criterios.

La inconstitucionalidad formal comprende: a) La incompetencia del órgano que asume el poder legislativo -caso de no concurrir el quórum exigible-, y b) La regularidad del proceso legislativo por infracción de un precepto del Reglamento parlamentario.

3.2.  El Tribunal en su relación con los actos de los poderes públicos y, en especial, con el Poder Judicial

En el recurso de amparo constitucional contra las decisiones judiciales se entrecruza la actividad jurisdiccional del Tribunal con el procedimiento judicial ordinario, al tiempo que se garantizan los derechos fundamentales.

El Tribunal no es una tercera instancia jurisdiccional, pero frente a las distintas resoluciones que emanan de los Tribunales de las diferentes jurisdicciones, controla el respeto que de los derechos fundamentales efectúan los poderes públicos y, en especial, la Administración y los Tribunales.

Al modo como en el derecho alemán se perfila la noción de «conformidad con los derechos fundamentales Grundrechtsmässigkeit» el recurso de amparo responde a la idea de que todos los actos de los poderes legislativos, ejecutivo y judicial deban ser susceptibles de control por la posible violación de un derecho fundamental por la aplicación de una norma contraria a la Constitución o por su aplicación interpretativa contraria a la misma, aunque la norma en sí, no contravenga el texto constitucional, si bien en este punto no se debe abandonar la concepción basada en subrayar la «subsidiariedad» del recurso de amparo, lo que plantea el necesario deslinde entre las esferas de la «constitucionalidad» y de la «legalidad».

Estos serían algunos de los postulados básicos, de los que pudiera derivarse un control del Tribunal Constitucional, por vía de amparo, sobre las decisiones y resoluciones administrativas y sobre las ulteriores actuaciones de los diversos órdenes jurisdiccionales.

El Tribunal Constitucional ha delimitado su contenido competencial en relación con la función jurisdiccional, y así ha señalado:

«Como ya se dijo en la STC 302/1994, de 14 de noviembre, con cita de la STC 63/1990, de 2 de abril, "este Tribunal ha tenido plena conciencia de su posición en relación a la función que, con carácter exclusivo, encomienda el art. 117 CE a los Jueces y Tribunales en orden a juzgar y ejecutar lo juzgado, por lo que, insistentemente, se ha subrayado que únicamente corresponde al Tribunal Constitucional, como garante último del derecho fundamental a obtener la tutela efectiva de Jueces y Tribunales, examinar los motivos y argumentos en que funda la decisión judicial que inadmite la demanda o que, de forma equivalente, elude pronunciarse sobre el fondo del asunto planteado, no para suplantar la función de los Jueces y Magistrados, sino para comprobar la razonabilidad constitucional del motivo apreciado, reparando no sólo la toma en consideración de una causa que no tenga ninguna cobertura legal, sino aun existiendo ésta, cuando su aplicación sea arbitraria, infundada o resulte de un error patente que tenga relevancia constitucional". También es doctrina constante de este Tribunal que el derecho a la tutela judicial efectiva se satisface prioritariamente con una Sentencia sobre el fondo, aunque el proceso también puede concluir con una resolución de inadmisión, cuando concurra una causa legalmente prevista. Entre estas causas que impiden un pronunciamiento sobre el fondo figura la caducidad de la acción ejercitada (STC 61/1996, de 4 de abril, FJ 2, por todas)». STC 261/2000, de 30 de octubre, FJ 2.


En la aplicación de la Constitución como norma jurídica cabe partir de un deslinde de contenidos competenciales encomendados al Juez ordinario, integrante del Poder Judicial y al Tribunal Constitucional.

Respecto al Juez ordinario y la Constitución, cabe partir del presupuesto de que la Constitución vincula directamente a los Jueces y Tribunales y esa vinculación nos lleva a sintetizar el contenido funcional implícito en la sumisión al imperio de la Ley, previsto en el art. 117.1 de la Constitución, señalando que el ámbito de esa vinculación y consiguientemente su interpretación y aplicación se produce en los siguientes casos:

a) Enjuiciamiento previo de la constitucionalidad de las leyes antes de su aplicación; b) Juicio de la posibilidad de inconstitucionalidad de la ley aplicable al proceso como resultado de dicho enjuiciamiento previo, con planteamiento de la cuestión ante el Tribunal Constitucional, y juicio positivo de constitucionalidad de la ley aplicable al proceso, consecuencia del enjuiciamiento previo, que condiciona la aplicación de la ley; c) juicio de inconstitucionalidad de reglamentos y de los actos jurídicos, públicos y privados, y negación de su validez cuando se consideren inconstitucionales; d) interpretación conforme a la Constitución de la totalidad del ordenamiento jurídico.

Los Jueces ordinarios, teniendo en cuenta los criterios de interpretación integrativa del ordenamiento jurídico, han de actuar con la referencia obligada a la Constitución, atendiendo al «contexto» y a la «realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas» las normas jurídicas, en los términos del art. 3.1 del Código Civil.

La facultad más evidente del Juez ordinario para controlar la necesaria adecuación de la ley a la Constitución viene determinada por la cuestión de constitucionalidad, en la que el órgano judicial, ante la duda de la constitucionalidad de la ley aplicable, se encuentra legitimado para plantear la cuestión ante el Tribunal Constitucional, lo que constituye un enjuiciamiento previo, por el Juez ordinario, de la cuestión que posteriormente conoce el Tribunal Constitucional.

De ahí se infiere: 1.º Que es facultad propia de los Jueces y Tribunales, integrantes del Poder Judicial, determinar la norma aplicable al caso controvertido; 2.º Es la validez de dicha norma la que puede cuestionarse ante el Tribunal Constitucional por entenderse que hay contradicción entre ella y la Constitución, y 3.º Los Jueces y Tribunales están obligados a interpretar la Constitución no sólo para declarar derogadas las normas anteriores a la misma que se le opongan, o para declarar inconstitucionales las normas posteriores de rango infralegal que la infrinjan. También han de asumir el esencial cometido de solicitar un pronunciamiento del Tribunal Constitucional cuando se trate de leyes posteriores cuya constitucionalidad les parezca cuestionable.

El Tribunal Constitucional asume, por imperativo de la Ley Orgánica 2/1979, el carácter de intérprete supremo de la Constitución, sin olvidar que los valores, principios y derechos proclamados por la Constitución son tutelados por todos los poderes públicos y, entre ellos, por los Tribunales en el ejercicio de sus funciones. Ello debe entenderse sin perjuicio de reconocer la autoridad superior del Tribunal Constitucional, en este ámbito.

Como nos indica la ya citada sentencia de 13 de febrero de 1981, «es la competencia de expulsar del ordenamiento las leyes inconstitucionales la que es monopolio del Tribunal Constitucional; no es, por tanto, un monopolio para enjuiciar, sino sólo para rechazar. Y esta competencia exclusiva no puede ser compartida de ningún modo con el Juez ordinario, del mismo modo que no puede ser compartida la competencia exclusiva de los órganos del Poder Judicial para decidir cuál es la ley vigente».

De lo anterior podrían extraerse las siguientes consecuencias: 1.ª El enjuiciamiento de la conformidad de las leyes a la CE es competencia del Tribunal Constitucional. 2.ª Ello no excluye la intervención del Juez ordinario respecto a las leyes preconstitucionales, inaplicándolas, y aplicando la Constitución. 3.ª La declaración de inconstitucionalidad sobrevenida y consiguiente derogación tiene plenos efectos con la subsistencia de la vigencia de la ley en la parte no afectada por la inconstitucionalidad.

3.3.  La reforma de la Ley Orgánica 1/2000 de 7 de enero

Con esta reforma, formalizada en el año 2000, se ha querido «ampliar el plazo de tres meses (...) para interponer el recurso de inconstitucionalidad, cuando exista un previo acuerdo entre las dos Administraciones que permita solucionar los problemas de constitucionalidad que presenta una norma con rango de ley, ampliando este plazo en otros seis meses, tiempo que se estima como necesario para llevar a efecto un acuerdo» (Exposición de Motivos).

Se trata, en definitiva, y como también se declara en la Exposición de Motivos, de potenciar la colaboración entre el Estado y las Comunidades Autónomas favoreciendo la conclusión de acuerdos en el seno de las Comisiones Bilaterales de Cooperación a las que se refiere el art. 5.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

La Ley Orgánica 1/2000 añade dos nuevos apartados al art. 33 LOTC. En el primero (que hace ahora el art. 33.2 LOTC), se excepciona el plazo de treinta días establecido anteriormente para la interposición del recurso de inconstitucionalidad, ampliándolo a nueve meses, siempre que se trate de recursos promovidos por el Presidente del Gobierno o por los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

a) Reunión, a instancia de cualquiera de las dos Administraciones, de la Comisión Bilateral de Cooperación entre la Administración central y la respectiva Comunidad Autónoma.

b) Adopción, en el seno de la Comisión Bilateral, de «un acuerdo sobre iniciación de negociaciones para resolver las discrepancias, pudiendo instar, en su caso, la modificación del texto normativo». En dicho acuerdo «podrá hacerse referencia a la invocación o no de la suspensión de la norma en el caso de presentarse el recurso en el plazo previsto en este apartado».

c) Puesta en conocimiento del Tribunal Constitucional de dicho acuerdo «por los órganos anteriormente mencionados dentro de los tres meses siguientes a la publicación» de la norma y publicación del mismo en el Boletín Oficial del Estado y en el Diario Oficial de la Comunidad Autónoma correspondiente.

El nuevo apartado 3 del art. 33 LOTC se limita a señalar que lo anterior ha de entenderse sin perjuicio de la facultad de interposición del recurso de inconstitucionalidad por los demás órganos y personas a que hace referencia el ahora art. 33.1 LOTC.

3.4.  Las cuestiones de inconstitucionalidad

En esta reflexión, por vía competencial, de algunos puntos de conexión entre el Tribunal Constitucional y los restantes poderes del Estado, no hay que excluir la vía de interrelación que preconizan las cuestiones de inconstitucionalidad (arts. 163 de la Constitución y 35 y siguientes de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre), en las que el órgano judicial -Juez o Tribunal- plantea ante el Tribunal Constitucional la inconstitucionalidad de la Ley aplicable al caso y entre cuyas condiciones procesales «una de las más esenciales es el llamado juicio de relevancia estatuido por el art. 35.2 de la LOTC en garantía de que su planteamiento no desborde la función de control concreto de la constitucionalidad de las leyes» (sentencia de 19 de diciembre de 1986, fundamento jurídico sexto).

El deber que la LOTC impone al órgano judicial consiste en «justificar» en qué medida la decisión del proceso depende de la validez de la norma en cuestión, como ha puesto de manifiesto reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional (así, en STC núm. 17/1981 de 1 de junio y 103/1983 de 22 de noviembre).

La interdependencia que existe, en este caso, entre la pretensión procesal, el proceso y la resolución judicial hace que el alcance de ésta venga determinado por la clase de proceso en que se produce y por el contenido y la finalidad de la pretensión que en él se ejercita.

Examinando la cuestión de inconstitucionalidad prejudicial, con un análisis comparativo del Derecho español con el italiano y alemán, podríamos señalar:

1.º En el sistema italiano, y en virtud del art. 1 de la Ley Constitucional de 9 de noviembre de 1948, núm. 1, el art. 23 de la Ley ordinaria de 11 de marzo de 1953, núm. 87, a la que remite el art. 1 de la Ley Constitucional núm. 1 de 1953, la cuestión puede ser planteada de oficio o por una de las partes o por el Ministerio Fiscal, ha de ser trascendente, por su influencia en el fallo y no ser considerada manifiestamente infundada por la autoridad judicial.

En el sistema español no está prevista la legitimación de las partes o del Ministerio Fiscal; sólo el órgano judicial puede plantear, por vía prejudicial, la cuestión de legitimidad constitucional.

2.º En el ordenamiento de la República Alemana se prevé un control de legitimidad (según el art. 100.1 de la Grundegesetz), y este sistema es similar al español, con lo que el sistema italiano, frente al alemán y español, al consentir tanto a las partes, al Ministerio Fiscal y al Juez promover la cuestión de legitimidad constitucional, asegura una tutela más amplia contra las violaciones de las normas constitucionales causadas por las leyes.

3.º Según el ordenamiento de Alemania, el Juez puede y debe solicitar la decisión del Tribunal Constitucional Federal, sólo cuando considere inconstitucional una ley, mientras que, según el sistema italiano, el Juez puede y debe solicitarla del Tribunal, si la cuestión de legitimidad constitucional no es manifiestamente infundada, con lo que, en el primer caso, el órgano judicial debe poseer una convicción positiva que se traduce en la solicitud respecto a la existencia de una contradicción entre la norma aplicable en el proceso y una norma constitucional y en el segundo caso basta que existan dudas de relativa consistencia sobre la legitimidad constitucional, pero fundamentadas.

En este punto, el ordenamiento español se acerca más al italiano, bastando en el Juez que promueva la cuestión de legitimidad constitucional de la norma que dude en relación con su constitucionalidad, con lo que un mayor número de cuestiones podrán ser puestas en conocimiento del Tribunal Constitucional y la garantía representada en el juicio resultará más eficaz, siendo de carácter esencial la precisión del art. 163 de la Constitución al señalar «de cuya validez depende el fallo», requisito fundamental para promover el recurso en vía prejudicial.

Se trata ahora del «control concreto de normas», o recurso indirecto debido a que la constitucionalidad de la norma se plantea como cuestión incidental que ha de resolverse con anterioridad a su aplicación a un caso concreto sometido al conocimiento de un Juez o Tribunal.

La regulación de la cuestión de inconstitucionalidad responde a los siguientes principios: a) el planteamiento de la cuestión está abierto a cualquier Juez o Tribunal integrado en el Poder Judicial o en la Jurisdicción militar, en tanto que órganos judiciales, y con independencia de cuál sea su categoría; b) el órgano judicial que plantea la cuestión ha de tener dudas razonables sobre la constitucionalidad de la norma aplicable; c) el Juez a quo ha de demostrar que la resolución del caso depende de la norma cuya dudosa validez se somete al enjuiciamiento del Tribunal Constitucional; d) sólo es posible el planteamiento de la cuestión una vez concluso el procedimiento y dentro del plazo para dictar sentencias.

3.5.  Intervención del ciudadano contra las Leyes del Parlamento

El tema de legitimación y la acción del ciudadano ante la jurisdicción constitucional nos lleva a diferenciar dos perspectivas: la primera referida a los derechos que el ciudadano tiene ante la jurisdicción constitucional, y la segunda nos lleva a valorar, sucintamente, la diversidad de sistemas al respecto.

En el primer ámbito partimos del presupuesto de que el ciudadano no tiene un pleno derecho a la jurisdicción constitucional análogo al que, con relación a la jurisdicción ordinaria, preconiza el art. 24 de la CE.

De los sistemas imperantes en esta materia pueden extraerse algunas consideraciones:

a) El sistema de acción popular presupondría el derecho a la jurisdicción constitucional de todos los ciudadanos.

b) El sistema de legitimación limitada, en función de la titularidad de un derecho o de quien ostente un interés legítimo, restringiría el ámbito de acceso al ciudadano, que, no negado en principio, quedaría en su efectivo ejercicio reducido a quien, llegado el momento, ostentase el interés determinante.

c) Finalmente, un tercer sistema vendría determinado por quienes no siendo sujetos particulares sino sujetos políticos ostentaren un interés social, básico en el derecho de acceso a la jurisdicción constitucional, siendo este último criterio el que directamente está presente en el sistema español en el ámbito de los recursos de inconstitucionalidad, combinándose con el segundo sistema, en el ámbito de acceso al recurso de amparo, con lo que existe una diferencia entre la legitimación contra los actos del Poder Legislativo, en la que centramos el tratamiento de esta problemática y la más amplia legitimación, en el ámbito del recurso de amparo que asume, en puridad, la defensa de los derechos y libertades del ciudadano.

3.5.1.  La legitimación en el recurso de inconstitucionalidad

Entendida la legitimación como la facultad que la Constitución atribuye a los sujetos públicos para instar el control de la constitucionalidad de las leyes, el art. 162.1 de la CE otorga y reconoce esta posibilidad en el recurso de inconstitucionalidad al Presidente del Gobierno, al Defensor del Pueblo, a cincuenta Diputados y a cincuenta Senadores, así como a los órganos ejecutivos de las Comunidades Autónomas y, en su caso, a las Asambleas de las mismas.

Este reconocimiento de la legitimación aparece más claramente delimitado en el art. 32.2 de la LOTC cuando, al referirse a los órganos colegiados ejecutivos y a las Asambleas de las Comunidades Autónomas como sujetos públicos legitimados, centra el criterio determinante en que la ley, disposición o acto con fuerza de ley del Estado pueda afectar a su propio ámbito de autonomía.

La legitimación reconocida al Defensor del Pueblo en el art. 162.1 de la Constitución y 32.1 b) de la LOTC, abre una vía indirecta como poder jurídico, de instar un proceso para que el Tribunal Constitucional se pronuncie sobre la conformidad o disconformidad con la Constitución de una ley o disposición normativa con fuerza de ley, reconociendo legitimación no a los ciudadanos particulares, sino a los sujetos políticos que menciona, con lo que, si sujetos distintos de los expresamente relacionados pretenden promover un proceso de inconstitucionalidad, debe producirse un rechazo ad limine de tal pretensión.

Pero, por otra parte, en la LOTC y por aplicación del art. 55.2, otros sujetos distintos de los mencionados en el art. 32 pueden promover, si no con carácter directo sí, al menos, indirectamente, un proceso de inconstitucionalidad sin la intervención del Juez o Tribunal que está legitimado, por la vía del art. 35 de la LOTC, para suscitar la cuestión de inconstitucionalidad.

En efecto, cuando se produce la transformación de un recurso de amparo en proceso de inconstitucionalidad y al estimarse en el recurso de amparo que la ley aplicada lesiona derechos fundamentales o libertades públicas, la Sala que conociera de este recurso de amparo para el que se encontraría legitimada la parte directamente afectada, en los casos de los arts. 42 y 45 de la LOTC y quienes hubieran sido parte en el proceso judicial correspondiente, en los supuestos de los arts. 43 y 44 de dicha Ley, elevaría la cuestión al Pleno del Tribunal Constitucional, con lo que el particular agraviado vería satisfecha su pretensión, no ya en cuanto a la anulación del acto judicial o administrativo causante del agravio por el que recurrió en amparo, sino abarcando el Pleno del Tribunal Constitucional el conocimiento de la constitucionalidad de la ley que se estimara, prima facie, causante del agravio.

De lo anterior podemos inferir las siguientes consecuencias:

1.ª Si duda sobre la constitucionalidad de la norma, el ciudadano tiene derecho a que el Juez ordinario se pronuncie sobre la misma, actuando de modo que plantee la cuestión al Tribunal Constitucional o considerando la ley constitucional; 2.ª El derecho a la jurisdicción constitucional que tiene por objeto la declaración de inconstitucionalidad de una ley está vedado a los ciudadanos, lo que no obsta para que actúen en el proceso si ostentan un interés legítimo, entendido como expectativa concreta y no como interés de mera ciudadanía, con carácter subordinado y no con carácter principal en el ejercicio de su derecho; 3.ª Contrastan los límites referidos con el acceso directo, aunque restringido a la existencia de un interés legitimador, cuando se recurre no ante los actos del Poder Legislativo, por su inconstitucionalidad, sino en defensa de los derechos y libertades por la vía del amparo, aunque ésta, como ya indicamos, por aplicación del art. 55.2 de la LOTC, puede llevar a que la ley o acto con fuerza de ley dimanante del Parlamento y originador de una violación de un derecho o libertad, desemboque en el reconocimiento de su inconstitucionalidad por el Pleno del Tribunal Constitucional.

3.5.2.  La actuación del Defensor del Pueblo

El ciudadano puede intentar de modo indirecto hacer llegar al Tribunal Constitucional la inconstitucionalidad de una ley, instando en un juicio ordinario al Juez o Tribunal para que plantee la cuestión de inconstitucionalidad, por aplicación del art. 35 de la LOTC, pero entendida como una facultad que confiere el derecho a la jurisdicción ordinaria y no como ejercicio directo de un derecho ante la jurisdicción constitucional.

Esta pretensión no se deduce en cualquier momento, sino ajustándose a las posibilidades procedimentales que cada tipo de proceso lleva implícito, en cuanto a la formulación de las procedentes alegaciones, en tiempo y forma.

También puede acudir el ciudadano al Defensor del Pueblo, legitimado en la LOTC, por aplicación de los arts. 32.1 b) y 46.1 a) y b), para interponer los recursos de inconstitucionalidad y amparo.

El medio que el ciudadano podría utilizar para llegar indirectamente al Tribunal Constitucional sería la queja dirigida a este órgano constitucional, pues reconociendo expresamente el art. 29 de la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, la legitimación del mismo para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, del mismo modo y en coherencia con la LOTC, el instrumento de acceso del ciudadano mediante la queja puede determinar que, como resultado de las investigaciones realizadas a raíz de su formulación, se llegue, en los términos que reconoce el art. 28.2 de la LO 3/1981, al convencimiento de que el cumplimiento riguroso de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para el administrado, no ya cualificado, por su relación de supremacía especial con la Administración, sino como ciudadano sujeto a la supremacía general de ésta y ante tal situación podrá el Defensor del Pueblo sugerir al órgano legislativo competente la modificación de la norma cuestionada.

En este punto, el sistema español difiere de otros sistemas de Derecho Comparado.

Sin ánimo exhaustivo, puede citarse la Constitución de Suecia de 1 de enero de 1975, que prevé la posibilidad por parte del Ombudsman de iniciar procedimientos legales en los casos incluidos en sus instrucciones (Ley de Instrumento del Gobierno, capítulo 12, art. 6). En Francia, desde 1973, la figura del Mediateur, por Ley de 24 de diciembre de 1976, permite a este órgano admitir reclamaciones individuales presentadas en nombre de una persona jurídica, estando interesada la persona física que la formula.

En suma, al no reconocer la Constitución ni la LOTC, en el sistema español, legitimación al Ministerio Fiscal para interponer el recurso de inconstitucionalidad, la única vía que le queda al ciudadano para promover indirectamente el recurso de inconstitucionalidad es mediante la actuación del Defensor del Pueblo.

3.5.3.  El juicio de inconstitucionalidad surgido de un recurso de amparo

Constituye esta vía uno de los aspectos esenciales de la defensa del ciudadano contra los actos del Poder Legislativo, ya que pudiera haberse adoptado por el Legislador la vía de amparo directo frente al acto del Poder Legislativo, reconociendo la legitimación prevista en el amparo y los trámites del recurso de inconstitucionalidad, criterio que no fue seguido en la redacción de la CE ni de la LOTC.

Con ocasión del amparo frente a un acto fundado en una ley supuestamente inconstitucional se produce una doble vía: la inmediata derivada del recurso de amparo interpuesto por el particular y la posterior de la inconstitucionalidad.

Los modelos inspirados en el sistema Kelseniano no tenían en cuenta al ciudadano ni en cuanto partícipe de un interés público en la anulación de la ley inconstitucional ni en cuanto afectado por su aplicación.

En el sistema que se instaura con la Constitución española de 1931 y el desarrollo ulterior de la Ley Orgánica de 1933, el ciudadano no encontraba cerrada su actuación cuando se produjera la aplicación de una ley inconstitucional, pues se reconocía una legitimación limitada y se regulaba una excepción de inconstitucionalidad perteneciente al titular del derecho que resultare agraviado por la aplicación de la ley inconstitucional, con lo que por esta vía incidental se posibilitaba el acceso del ciudadano a la acción de inconstitucionalidad.

En el sistema dimanante de la Constitución de 1931 si el Tribunal Supremo se mostraba contrario a promover la cuestión de inconstitucionalidad, se reservaba a la parte el derecho de interponer el recurso de inconstitucionalidad, sin suspensión del curso del proceso y con el depósito de una fianza, conforme al art. 31 de la Ley Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales, con lo que por la vía del incidente de inconstitucionalidad que el Tribunal Supremo promovía al de Garantías Constitucionales, se posibilitaba una legitimación restringida del ciudadano para controlar los actos del Poder Legislativo.

Ciñéndonos al tema planteado, en nuestro vigente sistema constitucional se posibilita, de modo indirecto, el amparo contra los actos del Poder Legislativo. Si en un proceso de amparo la Sala correspondiente del Tribunal Constitucional entendiera que el agravio o la lesión no deriva sólo del acto aplicador de la norma, sino de la norma misma, la cuestión sería de inconstitucionalidad de esa Ley.

El Tribunal Constitucional, en interpretación del art. 55.2 de la LOTC, matiza el significado de este precepto en la sentencia del Pleno de 10 de noviembre de 1981 dictada en la cuestión de inconstitucionalidad núm. 48/1981 (BOE de 19 de noviembre de 1981), cuando señala en el fundamento jurídico primero:

«La mera lectura del precepto evidencia que la resolución de los recursos de amparo es una competencia de las Salas, que no aparece limitada en el supuesto de que la sentencia haya de fundarse en que la ley aplicada lesiona derechos fundamentales o libertades públicas. Lo que sucede es que el juicio de la Sala se circunscribe al caso concreto planteado, por lo que su conocimiento sobre la constitucionalidad de la ley es meramente instrumental y no produce los efectos generales previstos en el art. 38 de la LOTC. En definitiva, la Sala puede entender en la medida en que sea necesario para resolver el caso suscitado, sin que su parecer tenga valor de cosa juzgada a los efectos de impedir el posterior enjuiciamiento por el Pleno, con plenitud de jurisdicción. En términos procesales, nos encontramos ante una cuestión previa de carácter constitucional de la que puede entender la Sala con el alcance indicado, si bien ha de elevar la cuestión al Pleno, que es el órgano competente para decidir acerca de la constitucionalidad de la ley, con efectos erga omnes, de acuerdo con los arts. 10 a) y 38 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.»


Se trata, en suma, de un amparo en el que, de modo directo, el ciudadano no aparece legitimado para cuestionar la constitucionalidad de la ley.

La vía de legitimación viene condicionada por la existencia de un acto de aplicación de la ley y es la Sala la que de plantearse la posibilidad inconstitucional de la ley, traslada su examen al Pleno. En este caso no opera la actuación de la parte individual y antes de la reforma de la Ley Orgánica 6/2007, el planteamiento exigía como condición previa que el Tribunal dictase sentencia estimando el amparo (STC 40/1989, de 16 de febrero, FJ 2) y tras la reforma el plazo para dictar sentencia en el recurso de amparo queda en suspenso mientras el Tribunal resuelva la cuestión (ATC 341/2009 de 28 de octubre).

3.5.4.  La intervención de las partes en la cuestión de inconstitucionalidad

Constituye un supuesto de intervención indirecta del particular interesado en el control de los actos del Poder Legislativo, subordinada al criterio del órgano judicial, cuyos rasgos esenciales vamos a considerar.

Algunos autores han criticado el restrictivo ámbito seguido por el art. 163 de la CE y los arts. 35 y 36 de la LOTC, llegándose a afirmar que en el proceso constitucional aquella persona que ha de soportar una ley inconstitucional, no tiene legitimación para plantear la cuestión de inconstitucionalidad y que la instancia concedida a la parte no es una legitimación para el ejercicio del derecho a la jurisdicción, pues no es más que una manifestación de las facultades que confiere el derecho a la jurisdicción ordinaria, pues la parte carece, en un proceso ordinario, de legitimación para proponer la cuestión ante el Tribunal Constitucional.

Tal criterio que nos recuerda la sentencia del Pleno del Tribunal de 1 de junio de 1981, dictada en la cuestión de inconstitucionalidad núm. 231/1980 (BOE núm. 143, de 16 de junio de 1981), no excluye la consideración de que tanto nuestra Constitución como la LOTC respetan un derecho de las partes de acceso a la justicia, no de modo amplio y directo, pero sí mediante la posibilidad de hacerse oír ante el Juez o Tribunal, ante quien se sustancia el proceso, pronunciándose sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la norma en cuestión.

En la Constitución de 1931 y en la Ley Orgánica de 1933, como indicamos con anterioridad, la participación del particular litigante quedaba relegada a alegar la excepción de inconstitucionalidad cuando el dictamen de la Sala del Tribunal Supremo fuese negativo y se subordinaba la interposición del recurso a la prestación de una fianza, lo que suscitaría críticas por parte de diversos autores que indicaban que esa actuación de la parte llevaba aparejada un perjuicio, puesto que había que prestar una fuerte fianza.

Nuestro sistema constitucional, si bien en el art. 163 de la CE excluye de legitimación para suscitar la cuestión de inconstitucionalidad a las partes y al Ministerio Fiscal, permite, por la vía del art. 35.1 de la LOTC, que el Juez plantee la cuestión de oficio o «a instancia de parte», con lo que se impone al Juez o Tribunal promovente la audiencia previa de la parte y del Ministerio Fiscal, por imperativo del art. 35.2 de la LOTC, punto éste en el que el sistema español ofrece singularidades en relación con otros sistemas, como el italiano y el alemán.

Por la vía de la cuestión prejudicial de inconstitucionalidad se atiende a la defensa de los derechos del particular, que no pueden ser lesionados por la aplicación de una ley inconstitucional, pues el supuesto de hecho concreto al que se vinculan los intereses particulares objeto de la litis determina el surgimiento de la cuestión de inconstitucionalidad.

La cuestión de inconstitucionalidad se promueve sobre la norma aplicable al caso concreto y la parte afectada puede, a lo largo del proceso, instar la iniciación de la cuestión de inconstitucionalidad, petición reiterada en sucesivas instancias. A este parte se le otorga la audiencia por el órgano judicial y a ella se notifica la sentencia, por imperativo del art. 38.3 de la LOTC, quedando vinculadas las partes desde el momento en que sean notificadas.

En suma, el procedimiento de inconstitucionalidad iniciado con el planteamiento de la cuestión en el caso concreto en que se suscita, al implicar un examen de la constitucionalidad de la ley, lleva como consecuencia una valoración no ya del interés particular vinculado al proceso concreto en el que actúa el ciudadano, sino del interés general y colectivo que es connatural al texto legal, procediéndose a un control de constitucionalidad erga omnes al examinar la eventual inconstitucionalidad de una ley, aplicable al caso concreto.

Es destacable que la Ley Orgánica 6/2007 de 24 de mayo, permite alegaciones a las partes sobre el fondo de la cuestión, al tiempo que se introduce la posibilidad de personación de los litigantes del proceso judicial ante el Tribunal Constitucional en los quince días siguientes a la publicación en el BOE de la admisión a trámite de las cuestiones de inconstitucionalidad.

Se trata de conseguir el cumplimiento del principio procesal de la contradicción en este procedimiento, siguiendo las directrices de la STEDH de 23 de junio de 1993 (TEDH 1993/1).

3.5.5.  Reflexiones sobre esta problemática en los diversos sistemas de justicia constitucional

La adopción de mecanismos de control frente a los actos del Poder Legislativo nos lleva a señalar que la doctrina científica ha destacado dos grandes sistemas: el americano y el austríaco.

Recordando algunas consideraciones sobre ambos sistemas, podríamos destacar que el sistema americano otorga al órgano judicial ordinario el conocimiento y la decisión sobre la adecuación de la ley ordinaria a la Constitución: control de la constitucionalidad de las leyes, criterio que es seguido, partiendo de la sentencia del Juez Marshall en el caso Marbury versus Madison, 1803, y en Guatemala, Venezuela, México, Brasil, entre otros Estados.

El sistema austríaco confía a un Tribunal especializado de carácter constitucional esta materia, partiendo de los criterios expuestos por Hans KELSEN y los principios que fija la Constitución austríaca 1920-1929. Su influencia se produce en el sistema italiano, que se refleja en la Constitución de 1947, en el sistema alemán, inicialmente en la Ley Fundamental de Bonn de 1949 y en la Ley actualizada de 1993 y en el sistema español de la Constitución de 1978.

Habiendo analizado algunas posibilidades de intervención del ciudadano frente a los actos del Poder Legislativo en el sistema español, hemos de referirnos a algunas singularidades de otros países.

La forma de plantear las cuestiones de constitucionalidad de las leyes tanto en el sistema americano como en el austríaco presenta un doble aspecto: la vía de acción o interposición directa de inconstitucionalidad ante los órganos judiciales ordinarios o ante el Tribunal Constitucional y la vía incidental que surge en un proceso concreto planteado por las partes o de oficio por el Juez o Tribunal competente, resolviendo el Juez ordinario o el Tribunal Constitucional según el sistema en que se produce el acto causante de agravio y origen de la lesión que dimana de una ley inconstitucional.

El sistema de México ofrece marcadas singularidades que nos llevan a hacer de él una especial consideración. La existencia de un recurso de amparo contra leyes presenta la posibilidad de que su ejercicio se efectúa, en la mayor parte de los casos, por vía de acción. El ciudadano particular, en este sistema, afectado por una lesión producida dimanante de un acto del Poder Legislativo acude ante los Jueces federales de distrito y en segunda instancia ante el Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia, demandando a las autoridades legislativas y, en su caso, a las que aplican o pretenden aplicar las disposiciones impugnadas la inconstitucionalidad de las normas legales, ya sea a través de sus actos de aplicación o bien cuando la ley afecta a la esfera del ciudadano, con motivo de su entrada en vigor.

Este supuesto la doctrina lo considera como leyes autoaplicativas, por ser susceptibles de impugnación desde su entrada en vigencia (por entenderse que desde ese momento se produce la influencia de la norma legal en la esfera jurídica de los particulares) e incluso el Tribunal de Justicia ha admitido, con carácter esporádico y en alguna ocasión, que, a través de una resolución judicial, se impugne, en forma incidental, la inconstitucionalidad de la ley aplicable al caso, siempre por medio del juicio de amparo y en aplicación del art. 133 constitucional, que inspirado en el artículo VI de la Constitución de los Estados Unidos de 1787 señala literalmente:

«Esta Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma, celebrados y que se celebran por el Presidente de la República, con aprobación del Senado, serán la Ley suprema de toda la Unión. Los Jueces de cada Estado se ajustarán a dicha Constitución, leyes y tratados, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber en las Constituciones y leyes de los Estados.»


Los efectos de la inconstitucionalidad se proyectan en el caso concreto, si la sentencia es dictada por los Tribunales ordinarios y tienen el carácter general en el caso de ser dictada por un Tribunal Constitucional.

Otra perspectiva, no menos relevante, en los diversos sistemas, es la relativa al reconocimiento de la acción popular de inconstitucionalidad. En efecto, el sistema venezolano, junto al control de la constitucionalidad en el caso concreto, reconoce la acción popular de inconstitucionalidad, con efectos generales, de las disposiciones legislativas que se estiman que son contrarias a la Constitución.

Este sistema no es exclusivo de Venezuela, sino que existe en ordenamientos como el de Colombia, Panamá y Salvador.

Se advierte en la actualidad que, en los sistemas de los países de influencia norteamericana, la tendencia es hacia fórmulas que implican el reconocimiento de la declaración general de inconstitucionalidad, sistema seguido también en Italia y en la República Alemana, si bien, en este último, la eficacia de las sentencias es de carácter retroactivo (ex tunc).

Finalmente, destacamos que en el sistema mexicano se conserva una actitud de pleno reconocimiento de la fórmula Otero que tuvo su origen en el art. 25 del documento constitucional denominado «Acta de Reformas», promulgada en 1847, y que, en esencia, se reproduce en los arts. 107, II, de la Constitución Federal y en el art. 76 de la Ley del Amparo, que señala:

«Las sentencias que se pronuncien en los juicios de amparo sólo se ocuparán de los individuos particulares o de las personas jurídicas que lo hubiesen solicitado, limitándose a ampararlos y protegerlos, si procediere, en el caso especial sobre el que verse la demanda, sin hacer una declaración general respecto de la ley o acto que la motivare.»


A modo de resumen, sobre esta problemática, cabría extraer las siguientes consecuencias:

1.ª Nuestra vigente Constitución no reconoce a todo ciudadano, a quien se aplique la ley, el derecho de impugnar directamente la ley constitucional que esté en desacuerdo con la norma fundamental del Estado.

2.ª La posibilidad de actuación del Defensor del Pueblo, al promover, como legitimado, los recursos de inconstitucionalidad y de amparo, la petición del particular, en un proceso concreto, sobre la inconstitucionalidad de una ley que origine el planteamiento de la cuestión por el órgano judicial ante el Tribunal Constitucional y el conocimiento por el Pleno del Tribunal Constitucional de la inconstitucionalidad de una ley que dimane de un recurso de amparo son vías indirectas, de restringida intervención ciudadana, para controlar los actos con valor legal que dimanan del Poder Legislativo.

3.ª En el control de los actos, sin valor legal y dimanantes de las Cortes Generales y de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, se posibilita la vía de amparo ante el Tribunal Constitucional, encontrándose legitimado el ciudadano directamente afectado.

4.ª En el surgimiento de la cuestión de inconstitucionalidad, el sistema de la Constitución de 1931 permitía que el ciudadano tuviese acceso directo al Tribunal de Garantías cuando el dictamen del órgano judicial en el asunto concreto donde la cuestión pudiera originarse fuese negativo, siendo el ciudadano quien, con el reconocimiento de un derecho no previsto en el sistema actual, elevaba la consulta al órgano de la jurisdicción constitucional sobre la adecuación de la Ley a la Constitución.

5.ª La existencia del amparo directo contra leyes en el sistema mexicano, o la acción popular de inconstitucionalidad en países de influencia del sistema de la «judicial review» americana, así como el precedente español de 1931, representan técnicas de control de constitucionalidad y de impugnación de leyes supuestamente inconstitucionales a favor del ciudadano que fuese parte en dichos procesos.

3.5.6.  Los efectos de la sentencia al resolver sobre la inconstitucionalidad

Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de una ley, disposición o acto con fuerza de ley producirán efectos con carácter general, desde la fecha de su publicación en el Boletín Oficial del Estado y, con carácter restringido, una vez notificadas a las partes (art. 38.1 de la Ley Orgánica).

Las sentencias vinculan a todos los órganos del Estado y, en particular, cuando se trata de sentencias recaídas en recursos promovidos en vía incidental y, dentro de otros procesos, vinculan al órgano judicial competente para la decisión de éste.

La sentencia puede contener alguno de los pronunciamientos siguientes: 1.º Desestimatoria del recurso de inconstitucionalidad, promovido en vía principal, en cuyo caso no podrá plantearse ulteriormente la cuestión utilizando la misma vía; 2.º Estimatoria y declaratoria de la inconstitucionalidad de la ley, disposición o acto con fuerza de ley, que podrá basarla el Tribunal en la violación de otra norma de la Constitución distinta a la invocada por los recurrentes, que podrá ser total o parcial: a) En el primer caso decretará la nulidad de la misma, concretando los preceptos a los que por consecuencia o conexión directa se ha de extender la nulidad, y b) En caso de ser parcial la sentencia decretará la validez de la ley, disposición o acto enjuiciado, en la parte no afectada por la declaración de inconstitucionalidad (art. 39 de la LOTC).

Las sentencias declaratorias de inconstitucionalidad no permiten reabrir procesos fenecidos mediante sentencia con fuerza de cosa juzgada en los que se haya hecho aplicación de las leyes, disposiciones o actos inconstitucionales, con los que se respeta el valor de la cosa juzgada y se regulan los efectos procesales de la sentencia.

Esta es la regla general, pero por la singularidad del proceso penal, en el que lo relevante es la entidad delictiva del hecho y la pena a aplicar, se produce una excepción, ya que en el caso de procesos penales que pueden verse afectados, de resultas de la nulidad de la norma aplicada, por una reducción de la pena, o, en su caso, por una exclusión o limitación de responsabilidad, cabe reabrir el proceso, en beneficio del reo. Lo mismo sucede tratándose de cuestiones contencioso-administrativas relativas al procedimiento sancionador.

El recurso de inconstitucionalidad no se extiende al enjuiciamiento de normas que no han sido recurridas, de acuerdo con los arts. 27 y 39 de la LOTC.

Como ha indicado el Tribunal Constitucional (sentencias núm. 24/1982, de 13 de mayo, BOE de 9 de junio de 1982, y núm. 86/1982, de 23 de diciembre de 1982, BOE de 15 de enero de 1983), el recurso de inconstitucionalidad no lo establecen la Constitución y la Ley Orgánica como una vía de impugnación que pueda dirigirse de manera indiscriminada contra un bloque de legalidad o contra una parte del sistema normativo o del ordenamiento jurídico, sino que el recurso se dirige al enjuiciamiento de textos legales y de fórmulas legislativas determinadas y la decisión que resuelva el recurso ha de circunscribirse a la valoración de constitucionalidad de la ley impugnada y no puede extenderse sus efectos a otras normas anteriores.

El tema de la posible declaración de inconstitucionalidad de la jurisprudencia ha constituido uno de los puntos originales y polémicos de la Constitución.

En el Pleno del Congreso el proyecto de texto definitivo establecía que por ley se regularán los supuestos de revisión de la jurisprudencia del Tribunal Supremo por causa de inconstitucionalidad (art. 157.2), introduciendo por la vía de revisión una nueva instancia revisora de la cosa juzgada por causa de inconstitucionalidad en la interpretación dada por el Tribunal Supremo al aplicar una ley o las fuentes subsidiarias al caso controvertido. El texto del Senado excluía la revisión, estableciendo en el art. 160 a) del proyecto del Senado, un recurso de inconstitucionalidad contra la jurisprudencia en cuanto fuera complementaria del ordenamiento jurídico.

Finalmente, la Comisión mixta Senado-Congreso aprobó el texto definitivo consignado en el art. 161.1 a) de la Constitución en los siguientes términos: «La declaración de inconstitucionalidad de una norma jurídica con rango de ley, interpretada por la jurisprudencia afectará a ésta, si bien la sentencia o sentencias recaídas no perderán el valor de cosa juzgada», con lo que destaca la firmeza de la cosa juzgada, eludiendo introducir matizaciones en el concepto de la jurisprudencia que es, en parte, interpretadora y, en parte, creadora y complementadora del ordenamiento jurídico.

En todo caso, la fuerza vinculante de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional dimana de la propia regulación orgánica (arts. 38 y 40 de la LOTC), y tanto la interpretación que haga el Tribunal de la Constitución como de las leyes ordinarias, vincula al Juez ordinario, criterio que se aplica a la jurisprudencia en materia de amparo, por ser el Tribunal Constitucional el Juez supremo de las libertades públicas, aunque el Juez tutelador de dichas libertades, por antonomasia, es el Juez ordinario.

En otros sistemas, como el alemán, la Ley Fundamental preveía en el art. 100.3, que cuando en la interpretación de la Ley Fundamental el Tribunal Constitucional de un Estado quiera apartarse de una decisión del Tribunal Constitucional Federal o del Tribunal Constitucional de otro Estado, recabará la decisión del Tribunal Constitucional Federal, y más cercano al sistema español parece el italiano, en el cual sólo las sentencias del Tribunal Constitucional que declaren la ilegitimidad constitucional, conforme al art. 136 de la Constitución, producen efectos generales al hacer inaplicable la ley en cuestión.

El art. 40.1 de la LOTC contiene la regla general de la eficacia -ex nunc- de las sentencias declaratorias de inconstitucionalidad y puede afirmarse que en su primera parte contiene la regla de la no revisión de la cosa juzgada, pero el mismo precepto establece una excepción referida a los procesos penales o contencioso-administrativos en los que, como consecuencia de la nulidad de la norma aplicada, resulte una reducción de la pena o de la sanción o una exclusión, exención o limitación de la responsabilidad.

La normativa orgánica contiene una referencia final en el art. 40.2 de la LOTC a que la jurisprudencia recaída sobre las leyes, disposiciones o actos enjuiciados por el Tribunal Constitucional habrá de entenderse corregida por la doctrina derivada de las sentencias y autos que resuelvan los recursos de inconstitucionalidad.

En nuestro sistema constitucional la opción de la LOTC por la inconstitucionalidad-nulidad no ha impedido declaraciones de mera inconstitucionalidad en el caso de las sentencias interpretativas y sin nulidad cuando la exclusión de la anulación se ha fundamentado en la necesidad de evitar resultados perturbadores para el interés general como en los casos en que las reglas inconstitucionales habían agotado sus efectos.

A la vista de lo anteriormente expuesto cabría perfilar, a modo de síntesis, las notas más relevantes del recurso de inconstitucionalidad, vía esencial dentro de nuestro sistema político, para verificar la adecuación de la norma inferior al texto constitucional, velando por el mantenimiento del principio de la jerarquía normativa y del respeto a la supremacía de la Constitución:

1.ª El control constitucional puede ejercitarse con carácter directo o principal y en vía prejudicial (actuando los Jueces o Tribunales) y proyectándose en diversas perspectivas: a) El control a posteriori, fundamentado en el art. 28 de la Ley Orgánica del Tribunal, y extendiéndose a los decretos-leyes, tratados, decretos legislativos, actos de las Comunidades Autónomas con fuerza de ley y reglamentos de las Cámaras Legislativas del Estado y de las Comunidades Autónomas, excluyéndose de este control la potestad reglamentaria y el control de los reglamentos otorgados a la jurisdicción contencioso-administrativa; b) El control a priori, fundamentado en el art. 95.2 de la Constitución que señala: «El Gobierno o cualquiera de las Cámaras, puede requerir al Tribunal Constitucional para que declare si existe o no contradicción», en el supuesto de la celebración de un Tratado internacional que contenga estipulaciones contrarias a la Constitución. Así, las Declaraciones de 1 de julio de 1992 sobre el TUE y 13 de diciembre de 2004 sobre la inexistencia de contradicción entre las Constituciones española y europea.

2.ª El juicio de constitucionalidad -vía prejudicial del recurso- se fundamenta en el art. 163 de la Constitución, y 35 y 37 de la Ley Orgánica del Tribunal.

3.ª Los efectos de la sentencia declaratoria de inconstitucionalidad tiene eficacia -ex nunc- y la cosa juzgada es irrevisable, salvo en procesos penales y contencioso-administrativos, estos últimos si son de naturaleza sancionadora.

3.6.  Análisis del art. 161.2 de la Constitución

Se instrumentaliza en nuestro sistema jurídico una potestad gubernativa de veto suspensivo o bloqueo dilatorio sobre la actividad jurídica de las Comunidades Autónomas a través del art. 161.2 del texto constitucional, de modo que aparece configurada dicha potestad como una facultad discrecional del Gobierno en cuanto a su interposición sobre disposiciones y resoluciones autonómicas, ya que su utilización se hace depender de la libre invocación de tal precepto constitucional por el órgano ejecutivo superior del Estado, en el seno de los procedimientos constitucionales instados contra las Comunidades Autónomas.

La suspensión automática del art. 161.2 de la CE aparece, así, como una medida de tutela o control del Estado sobre dichas Comunidades, no pudiéndose negar su naturaleza procesal desde el momento en que se articula dentro de un mecanismo impugnatorio jurisdiccional ante el Tribunal Constitucional, órgano que es dueño de la decisión sobre el definitivo alcance temporal de la medida suspensiva, bajo estrictos parámetros de Derecho.

El análisis de la jurisprudencia constitucional permite constatar que tal institución suspensiva ha sido cualificada como medida cautelar o medida de protección preventiva, resultando claro que para el Tribunal Constitucional responde a un mecanismo de tutela o control del Estado sobre las Comunidades Autónomas, incidiendo en el momento en que el Tribunal ha de acometer la tarea de decidir sobre la prórroga o alzamiento de la suspensión acordada de forma imperativa, a instancia del Gobierno.

La clave del razonamiento exegético del Tribunal Constitucional en numerosos Autos del mismo (Autos núms. 116/1981 de 13 de noviembre, 319/1983 de 23 de junio, 283/1985 de 30 de abril y 563/1985 de 29 de julio) permiten constatar un razonamiento interpretativo que lleva después a una aplicación extensiva del art. 65.2 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, desbordando su propio ámbito de operatividad, ceñida al procedimiento de los conflictos positivos de competencia, para hacerse presente tanto en los procesos seguidos a causa de la promoción por el Presidente del Gobierno del recurso de inconstitucionalidad contra leyes autonómicas, con suspensión inmediata de las mismas tras la invocación expresa del art. 161.2 de la Constitución, como en las impugnaciones gubernamentales amparadas en el Título V de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, de forma que puede considerarse perfectamente legítima, desde esta perspectiva jurídico constitucional, la opción del Tribunal Constitucional, tendente a una interpretación flexible y abierta del art. 161.2 de la Constitución, que admite implícitamente la posibilidad de proceder al levantamiento de la suspensión automática inicial, antes del íntegro transcurso del plazo de cinco meses desde su producción, sin considerar imperativamente necesario el agotamiento de ese tiempo para poder decidir sobre la cuestión suspensoria.

La aplicación del art. 161.2 ha dado lugar a diversas posiciones doctrinales y algunas de ellas tratamos de sintetizar. José Luis MEILÁN GIL (6)  subraya una original interpretación de la modalidad impugnatoria prevista en el art. 161.2 sobre la base de considerar que la cuestión sobre la que debe pronunciarse el Tribunal consiste en la decisión acerca de la pertinencia de la suspensión de la disposición o resolución autonómica impugnada por el Gobierno, de tal modo que se ha operado la sustitución de un mecanismo de intervención directa del Gobierno por la intervención del Tribunal Constitucional.

Esta novedosa concepción del mecanismo de la jurisdicción constitucional en el art. 161.2 de la CE implica, en el razonamiento de MEILÁN GIL, que la cuestión central a resolver por el Tribunal es la referente a la suspensión de la disposición autonómica impugnada, mientras que la sentencia sobre el fondo ostenta un carácter secundario, quedando embebida en el seno de la decisión sobre la medida suspensiva, pues cumplido por el Tribunal su deber de pronunciarse acerca de la suspensión que implicará el examen del objeto y motivación de la impugnación, no quedará prácticamente campo de maniobra para un pronunciamiento posterior del Tribunal sobre el fondo, que podrá hacerse al mismo tiempo que aquél y como consecuencia lógica del mismo, en el razonamiento interno que justifica el fallo.

El criterio, con arreglo a este autor, sobre el que ha de basarse el Tribunal acerca de la pertinencia o no de la prórroga de la inicial suspensión automática, se identifica con el examen del objeto y la motivación de la impugnación, que es el parámetro que implica, sin duda, afrontar anticipadamente el juicio sobre el fondo del asunto, emitiendo un pronunciamiento sobre el vicio imputado a la resolución autonómica recurrida, hurtando tal enjuiciamiento a la sentencia final, la cual queda desprovista de campo de maniobra, produciéndose una plena incidencia del Auto sobre la suspensión en la decisión final resolutoria de la impugnación, cuyo sentido aquella primera resolución viene a prejuzgar.

Ignacio DE OTTO Y PARDO consideraba la posibilidad de utilización del procedimiento del art. 161.2 de la Constitución, permitiendo al Gobierno la impugnación ante el Tribunal de las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas y aunque el Título V de la Ley Orgánica regula dicha impugnación, admitiendo su art. 77 que podrá hacerse sea cual fuere el motivo en que se base, una interpretación amplia de esa posibilidad vendría a su juicio en detrimento de la jurisdicción contencioso-administrativa, por lo que ha de hacerse una interpretación restrictiva, abriendo esa vía impugnatoria a los supuestos en que estén en juego cuestiones de competencia de las Comunidades Autónomas.

Germán FERNÁNDEZ FARRERES (7)  no comparte la interpretación de MEILÁN, apoyándose en la literalidad del derecho positivo, pues, a su juicio, es la sentencia la que debe decidir el fondo del asunto, al margen de la cuestión de la suspensión, negando cualquier implicación entre ambas resoluciones jurisdiccionales constitucionales, ya que el parámetro que ha de servir al Tribunal Constitucional para el mantenimiento o levantamiento de la suspensión de la eficacia de la disposición o acto autonómico objeto del recurso, se aleja de la tesis de Meilán, para decantarse por el criterio del perjuicio o lesión de difícil o imposible reparación para los intereses públicos.

Así, en la tesis de MEILÁN GIL, el Auto del Tribunal incide de plano sobre la sentencia al emitir ya un juicio respecto del fondo del asunto, pues el criterio a emplear para pronunciarse acerca de la suspensión consiste en el examen del objeto y motivación de la impugnación, que es la verdadera cuestión central o sustancial a resolver por el Tribunal, consistente en la cuestión relativa a la procedencia de la medida suspensiva, marginando el papel de la sentencia y, por el contrario, FERNÁNDEZ FARRERES desliga el Auto sobre la suspensión de la sentencia final que decida el fondo, pronunciándose sobre el vicio imputado a la disposición o resolución autonómica impugnada con plena y absoluta independencia del sentido de la decisión del Tribunal, respecto de la medida suspensiva.

La posición del Tribunal Constitucional no se cansa de reiterar que el Auto relativo a la medida suspensiva no constituye momento procesal adecuado para juzgar sobre el sentido estimatorio o desestimatorio de la decisión final, ni la resolución que la acuerde sobre el mantenimiento o alzamiento de la suspensión prejuzga el contenido de la sentencia sobre el fondo de la impugnación.

NAVARRO MUNUERA (8)  considera que el Gobierno, con invocación del art. 161.2 de la Constitución, se encuentra ante la necesidad de una interpretación extensiva del art. 65.2 de la Ley Orgánica, que ha desbordado su propio ámbito de operatividad, ceñido a los procedimientos de los conflictos positivos de competencia, para hacerse presente en los procesos seguidos a causa de la promoción por el Presidente del Gobierno del recurso de inconstitucionalidad contra Leyes Autonómicas, con suspensión inmediata de las mismas, tras la expresa invocación del art. 161.2 de la Constitución, como en las impugnaciones gubernamentales amparadas en el Título V de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

Luis LÓPEZ GUERRA (9)  mantiene la tesis consistente en considerar que el examen de la dicción del art. 161.2 de la Constitución en su conjunto, permite aventurar que no puede excluirse otra interpretación del mismo distinta de la efectuada por la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (art. 65.2) sin olvidar para casos de extrema salvaguardia del interés general la vía del art. 155 de la CE.

3.7.  El recurso de amparo constitucional

Diversos preceptos de la Constitución española se refieren a este recurso:

El art. 53.2 de la CE, dentro del capítulo IV del Título I, referible a las libertades y derechos fundamentales en los términos siguientes: «Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el art. 14 y en la sección primera del capítulo II ante los Tribunales ordinarios, por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el art. 30».

El referido art. 30, en su párrafo 2, prevé: «La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su caso, una prestación social sustitutoria», desarrollado por Ley 48/1984.

El art. 53.2, que se refiere al recurso de amparo, alude expresamente a las libertades y derechos reconocidos en el art. 14 y en la Sección 1.ª del capítulo II de la propia Constitución, el primero de los cuales se refiere a la igualdad de los españoles ante la ley, y la referida Sección 1.ª contiene una amplia declaración de derechos y libertades fundamentales: el derecho a la vida y a la integridad física y moral (art. 15), libertad ideológica, religiosa y de culto (art. 16), derecho a la libertad y seguridad (art. 17), el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen (art. 18), libertad de residencia y de circulación (art. 19), derecho a expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones (art. 20), el derecho de reunión (art. 21), el derecho de asociación (art. 22), el derecho de los ciudadanos a participar en los asuntos públicos (art. 23), el derecho a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses legítimos (art. 24), derecho a no ser sancionado o condenado por acciones que en el momento de producirse no constituyan delito, falta o infracción administrativa (art. 25), prohibición de los Tribunales de Honor en el ámbito de la administración civil y de las organizaciones profesionales (art. 26), derecho a la educación y a la libertad de enseñanza (art. 27), derecho de sindicación y de huelga (art. 28), derecho de los españoles a la petición individual y colectiva (art. 29).

Son, pues, susceptibles de protección en vía de amparo los arts. 14 a 29 de la CE y 30 en lo relativo a la objeción de conciencia.

Otros artículos constitucionales que contienen referencia al recurso de amparo son el art. 161.1, que señala: «El Tribunal Constitucional tiene jurisdicción en todo el territorio español y es competente para conocer: b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el art. 53.2, de esta Constitución, en los casos y formas que la ley establezca», y el art. 162.1, que señala que: «Están legitimados: b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal».

Encontramos cierto paralelismo entre los artículos del texto fundamental vigente y el de la Constitución de 1931, pues en ésta el recurso de amparo se tramitaba en dos instancias, la primera ante los Tribunales de Urgencia, que no se establecieron, y en aplicación de la disposición transitoria segunda de la Ley Orgánica del Tribunal de Garantías Constitucionales este primer grado se tramitó ante el superior jerárquico de la autoridad que hubiese causado el agravio.

La Constitución de 1931 comprendía la libertad personal dentro del recurso de amparo y el art. 17 de la vigente Constitución tutela la libertad personal mediante el procedimiento del habeas corpus. El art. 121 B) de la Constitución de 1931 contenía la fórmula «cuando hubiese sido ineficaz entre otras autoridades», siendo la Ley del Tribunal de Garantías la que exigía para la procedencia del recurso: 1.º Que existiera acto concreto de autoridades gubernativas, judiciales o de cualquier otro orden, que, con respecto a un individuo determinado, infringiera las garantías sobre derechos individuales fijados en la Constitución, y 2.º Que no se admitiese, no se resolviera o denegara la petición del amparo, formulada ante los Tribunales de Urgencia que preveía el art. 105 de la Constitución.

3.7.1.  La relevancia de los derechos fundamentales en el ámbito interno e internacional

El estudio de la protección jurisdiccional de los derechos fundamentales ha de realizarse esencialmente desde la dinámica que ofrece el contenido del art. 53.2 de la Constitución cuya literalidad es significativa de la proyección que el referido precepto tiene en el ámbito de la protección jurisdiccional de los derechos, y a cuyo contenido nos hemos referido anteriormente.

Algunos de los estudios doctrinales que se han realizado sobre la problemática del art. 53.2 de la Constitución (10)  justifican la trascendencia que el referido precepto contiene, puesto que un análisis de cada uno de sus contenidos permite señalar:

a) En primer lugar, en el referido precepto se delimita objetivamente el ámbito de aplicación de una protección específica de los derechos fundamentales y libertades públicas contenidos en la Sección 1.ª, Capítulo 2.º, Título 1.º, del texto constitucional, que abarca derechos fundamentales y libertades públicas esenciales y que son objeto de tutela, por el Juez Ordinario, por imperativo del art. 117.3 de la Constitución que le otorga como misión constitucional esencial la de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado.

b) En segundo lugar, y de forma que la doctrina califica de subsidiaria, en el sentido de que la expresión, «en su caso», viene a matizar el carácter subsidiario de protección del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, esta vía de protección constituye, en el ámbito del derecho interno, la última protección jurisdiccional de los derechos fundamentales, siendo determinante en el análisis de dicha protección jurisdiccional que el acto del poder público vulnere algún derecho fundamental, ya se considere un acto del Poder Legislativo, del Poder Ejecutivo, o del Poder Judicial, y buena prueba de ello es, a este respecto, la clara delimitación normativa que efectúan los arts. 42, 43 y 44 de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, sobre el Tribunal Constitucional.

La doctrina científica y la jurisprudencia entendieron que siempre que fuera posible la apreciación de una inmediata, directa y especial intensidad del cumplimiento de esas garantías y exigencias constitucionales que atañen a los derechos fundamentales susceptibles de amparo, cuando se trata de incidir en la propia esencia del ejercicio de los derechos fundamentales y libertades públicas y de afectar esencialmente a cuestiones que se refieran al pleno restablecimiento y preservación de los referidos derechos fundamentales, procedía que fuera el ámbito de la Ley 62/1978 el específico en el tratamiento de las cuestiones y hoy, por aplicación del art. 114 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, el procedimiento de protección de derechos fundamentales se inserta como tal en la propia regulación legal y, en consecuencia, ha de ser la correspondiente Sala de la jurisdicción contencioso-administrativa la que inadmita, cuando de manera patente e inequívoca, se formulen pretensiones que afecten a problemas que se refieran a la pura legalidad del acto.

3.7.1.1.  En la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de Luxemburgo

La importancia de los derechos fundamentales se ha reconocido, de modo explícito, en el Tratado de Maastricht donde el artículo F.2 expresa que «La Unión respetará los derechos fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio Europeo para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950 y tal y como resultan de las tradiciones constitucionales comunes a los Estados miembros como principios generales del Derecho Comunitario» y este mismo criterio se reconoce, explícitamente, en el texto de la Constitución europea (art. II-52.4), al incorporarse como parte II de la Constitución europea, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión de 7 de diciembre de 2000, que fue adoptada el 12 de diciembre de 2007 en Estrasburgo (DOUE de 14 de diciembre de 2007 -2007/c 303/01-) y se publica en la LO 1/2008 de 30 de julio (BOE de 31 de julio), que autoriza la ratificación por España del Tratado de Lisboa, por el que se modifican el Tratado de la Unión Europea y el Tratado Constitutivo de la Comunidad Europea, firmado en la capital portuguesa el 13 de diciembre de 2007.

Con anterioridad, el Tribunal de Justicia había elaborado numerosas resoluciones en las que estaban en juego dichos derechos:

a) Por una parte, tutelando derechos de los particulares sobre la base de un principio general de derecho como el de la proporcionalidad o el de la confianza legítima, sin calificarlos de fundamentales. (Así, en la sentencia Frico -asuntos acumulados 424 y 425/1985, sentencia de 17 de junio de 1987-, o en la sentencia de 28 de abril de 1988, en la sentencia del caso Mulder, núm. 120/1986.)

b) Por otra parte, ha realizado una interpretación extensiva de las normas de Derecho Comunitario derivado, reconociendo determinados derechos a los beneficiarios de las libertades comunitarias, como ha sucedido en una jurisprudencia reiterada sobre la libre circulación de los trabajadores, en las sentencias de 7 de julio de 1976, asunto Watson y Belmann, de 23 de marzo de 1982, asunto Levin y de 15 de octubre de 1987, en el asunto Heylens.

c) También en algunas sentencias, como en la sentencia Defrenne de 15 de junio de 1978 al interpretar el art. 119 del Tratado de la Unión Europea ha considerado tal precepto como expresión del derecho fundamental a la no discriminación por razón de sexo y en la sentencia de 19 de octubre de 1977, asunto Ruckdeschel, ha interpretado el art. 40, apartado 3, párrafo segundo del Tratado como expresión específica del principio general de igualdad.

d) Particularmente significativa es la sentencia de 18 de junio de 1991, asunto ERT C-260/1989 en la que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea señala que «este Tribunal no puede enjuiciar, en relación con el Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos, una normativa nacional ajena al ordenamiento comunitario. Por el contrario, desde el momento en que semejante normativa entre en el campo de aplicación del Derecho Comunitario, el Tribunal de Justicia debe proporcionar todos los elementos de interpretación necesarios para la apreciación de la conformidad de dicha normativa con los derechos fundamentales» y «cuando un Estado miembro invoca los arts. 56 y 66 para justificar una normativa que puede obstaculizar el ejercicio de la libre prestación de servicios, esta justificación prevista por el Derecho Comunitario debe interpretarse a la luz de los principios generales del Derecho y, especialmente, de los derechos fundamentales».

Con posterioridad al Tratado de Maastricht, el Tribunal de la Unión Europea reconoció como derechos fundamentales algunos establecidos en las Constituciones internas, como es el caso de la Constitución alemana. Así, al interpretar el Reglamento CEE núm. 404/1993 del Consejo, de 13 de febrero de 1993, por el que se establecen criterios sobre la organización común de mercados en el sector del plátano, que ha dado lugar a las sentencias de 5 de octubre de 1994 (Alemania/Consejo C-280/1993; 8 de junio de 1995, Anton Dürbek C-389/1993; 4 de febrero de 1997, Bélgica y Alemania/Comisión C-9/1995, C-23/1995 y C-156/1995) y en el asunto Atlanta, sentencia de 11 de diciembre de 1996, reconoció la facultad de los órganos jurisdiccionales de adoptar medidas cautelares positivas respecto a un acto nacional basado en un Reglamento Comunitario.

Destacamos, por su importancia, el Dictamen 2/1996 de 28 de marzo de 1996, emitido con arreglo al apartado 6 del art. 228 del TCE, en el que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea ha tenido ocasión de pronunciarse sobre la adhesión de la Comunidad al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, estableciendo los siguientes criterios:

a) Según reiterada jurisprudencia, los derechos fundamentales forman parte de los principios generales del Derecho cuyo respeto garantiza el Tribunal de Justicia, que se inspira en las tradiciones constitucionales comunes de los Estados miembros, así como en las indicaciones proporcionadas por los instrumentos internacionales relativos a la protección de los derechos humanos con los que los Estados miembros han cooperado o a los que se han adherido.

b) Una adhesión al Convenio entrañaría un cambio sustancial del actual régimen comunitario de protección de los derechos humanos, en la medida en que implicaría la inserción de la Comunidad en un sistema institucional internacional distinto y la integración de la totalidad de las disposiciones del Convenio en el ordenamiento jurídico comunitario.

c) En el dictamen se reconoce que una modificación semejante del régimen de protección de los derechos humanos en la Comunidad, cuyas implicaciones institucionales serían asimismo fundamentales tanto para la Comunidad como para los Estados miembros, tendría una envergadura constitucional y sobrepasaría los límites del art. 234, por lo que dicha modificación sólo podría realizarse a través de la modificación del Tratado.

De este modo, la incorporación del contenido del Convenio Europeo de Derechos Humanos al ordenamiento jurídico comunitario condujo a una interpretación del Tribunal de Justicia de la Unión Europea respetuosa con la jurisprudencia del TEDH, debiendo destacarse, en este punto, la influencia que sobre la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea tuvo la del Tribunal Europeo de Derechos Humanos y la de los Tribunales Constitucionales nacionales.

En el TEDH, la sentencia del caso Goodwin contra el Reino Unido se inserta dentro del análisis del art. 10 de la Convención Europea concerniente a la libertad de expresión, siendo de tener en cuenta que el año 1995, ha sido particularmente rico en decisiones relativas a vulneración del art. 10 de la Convención, destacándose, entre otras resoluciones, las dictadas por el Tribunal en los siguientes casos: Vereniging Weekblad contra Países Bajos de 9 de febrero de 1995, contenida en la serie A 306-A, el asunto Piermont contra Francia de 27 de abril de 1995, contenida en la serie A núm. 314, o el asunto Bogt contra Alemania de 26 de septiembre de 1995, contenida en la serie A núm. 323, reiterando el Tribunal en estas decisiones los elementos constitutivos de dicha libertad de expresión, utilizando fórmulas presentes en anteriores resoluciones y subrayando el papel que representa la libertad de expresión como uno de los valores esenciales en una sociedad democrática, por entender que constituye una condición primordial del progreso, teniendo en cuenta no sólo las informaciones, sino las ideas que afectan al desarrollo de estos valores esenciales en la vida democrática y destacando la importancia de la libertad de prensa, que debe ser objeto de protección especial en dicha sociedad democrática, correspondiendo al Tribunal de Justicia un control pleno del adecuado uso de la referida libertad.

Estos aspectos se han subrayado en sentencias emitidas por el Tribunal de Justicia (así en el caso Gersild contra Dinamarca, de 23 de septiembre de 1994, serie A, núm. 298, y en las precedentes como en el caso Observer y Guardian de 26 de noviembre de 1991, contenida en la serie A, núm. 216, o en el caso del Sunday Times núm. 2, de 26 de noviembre de 1991).

Otros asuntos han destacado la inigualable importancia de la necesidad de la libertad de recibir y de comunicar las informaciones y las ideas, así en el caso Piermont contra Francia se hace referencia a este criterio y en otros, el Tribunal de Estrasburgo se pronuncia sobre la necesidad de la libertad de expresión en el ámbito específico de la función pública, teniendo en cuenta a este respecto los precedentes de los asuntos Glasenapp contra Alemania, de 28 de agosto de 1986, contenidos en la serie A núm. 104, y en el caso Kosiek contra Alemania, contenido en la serie A núm. 105 y también de 28 de agosto de 1986.

La modificación en el régimen de protección de los derechos humanos en la Comunidad, cuyas implicaciones institucionales son fundamentales para la Comunidad y para los Estados miembros sólo podía realizarse a través de una modificación del Tratado de la Unión, por lo que el Tribunal de Justicia en Pleno emitió el Dictamen 2/1996 que concluía: «En el estado actual del Derecho Comunitario, la Comunidad no tiene competencia para adherirse al Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales».

De esta forma, a las competencias clásicas del Tribunal de Luxemburgo (control de legalidad de la acción de las instituciones europeas, control del cumplimiento de sus obligaciones por los Estados Miembros, a través de procesos por incumplimiento y competencia prejudicial, pieza clave en la aplicación judicial del derecho comunitario europeo) los Tratados de Maastricht y Amsterdam han atribuido al Tribunal nuevas competencias: unión económica y monetaria, asilo y política de inmigración y la Conferencia intergubernamental (sobre la base, entre otros, del Documento de reflexión sobre el futuro del sistema jurisdiccional de la Unión Europea, presentado al Consejo de Ministros de Justicia, en mayo de 1999) habilitó al Consejo para tomar decisiones con el fin de adaptar las reglas vigentes a las nuevas necesidades, ya sea condicionando la interposición del recurso de casación a la presentación de una solicitud previa sobre la que el Tribunal resolvería sin procedimiento contradictorio o creando instancias de recursos que conozcan de ciertas categorías de litigios antes de que lleguen al Tribunal de Primera Instancia (posibilidad para los litigios de funcionarios comunitarios).

En suma, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea actúa como Tribunal Constitucional y el preámbulo de la parte II de la Constitución europea dispone que el contenido y alcance de los derechos se corresponde a los garantizados por el Convenio Europeo para la protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, por lo que el Tribunal de Justicia se erige en intérprete uniforme de los derechos fundamentales de la Unión Europea (Subsección 5.ª, título VI, parte III).

3.7.1.2.  En la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos

El art. 6.1, inciso primero, del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales (Roma 4 de noviembre de 1950) establecía lo siguiente: «Toda persona tiene derecho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un plazo razonable, por un Tribunal independiente e imparcial, establecido por la Ley, que decidirá los litigios sobre sus derechos y obligaciones de carácter civil o sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella».

El Convenio Europeo de Derechos Humanos entró en vigor el 3 de septiembre de 1953, fue ratificado por España el 4 de octubre de 1979 y publicado en el BOE de 10 de octubre de 1979 y forma parte, según dispone el art. 96.1 de la Constitución, de su ordenamiento interno.

Así, la aplicabilidad del art. 6.1 de la Convención al ámbito interno español no ofrece duda ninguna y ha sido reconocida en diversas ocasiones por el Tribunal Constitucional Español: sentencias 5/1981, de 13 de febrero de 1981, fundamento séptimo; 24/1981, de 14 de julio de 1981, fundamento tercero; 18/1983, de 14 de marzo de 1983, fundamento 4; 19/1983, de 14 de marzo de 1983, fundamento 2; 36/1984, de 14 de marzo de 1984, fundamento tercero, y sentencia de 23 de enero de 1985, RA 720/1983, fundamento tercero a sexto, entre otras resoluciones.

La exigencia de independencia del Tribunal es analizada en reiterada jurisprudencia del TEDH y no sólo concierne a los supuestos de «relación con el Poder Ejecutivo y las partes» (sentencias De Wilde, Ooms y Versyp de 18 de junio de 1971, serie A, núm. 13, pág. 39, par. 95), sino que abarca otras resoluciones en las que se hace referencia al modo de nombramiento de los miembros del Tribunal (sentencias Campbell y Fell, de 28 de junio de 1984, serie A, núm. 8, págs. 39-40, y sentencia Sramek, de 22 de noviembre de 1984, Serie A, núm. 84, pág. 18, par. 38).

También se analiza en la jurisprudencia del TEDH el hecho de que los miembros de los Tribunales sean pertenecientes a la Carrera Judicial (sentencias Le Compte Van Leaven y De Meyere de 23 de junio de 1981, Serie A, núm. 43, pág. 24, par. 57, y la ya citada sentencia Sramek).

En el Derecho interno español interesa destacar como la jurisprudencia constitucional ha puesto en conexión la necesaria imparcialidad del órgano judicial con el derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley y la posibilidad de la recusación.

El fundamento cuarto de la sentencia del Tribunal Constitucional núm. 44/1985, de 22 de marzo, dictada en el RA núm. 591/1984, señala, entre otras cosas: «... el derecho invocado no sólo exige que el órgano judicial haya sido creado previamente por norma jurídica, esté investido de jurisdicción y competencia con anterioridad al hecho motivador de la actuación o proceso judicial y que el régimen orgánico y procesal no permita calificarle de órgano especial o excepcional, sino que también requiere que la composición venga determinada por ley y se observe ésta en cada caso concreto» -para garantizar la necesaria independencia e imparcialidad- (sentencia del TC núm. 47/1983, de 31 de mayo). El derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley comprende también el de recusar cuando concurren las causas tipificadas como circunstancias de privación de idoneidad (sentencia del TC núm. 47/1982, de 12 de julio), al señalar que forma parte del Juez ordinario predeterminado por la Ley un conjunto de normas, entre ellas «la concreta idoneidad de un determinado Juez en relación con un concreto asunto» y, como indica la sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, dictada en el caso Piersack de 1 de octubre de 1982, «es preeminente en la actuación judicial la norma de la imparcialidad que se cuida no sólo por las condiciones objetivas de ecuanimidad, ya que de lo contrario los justiciables temen al Juez que no ofrece las garantías necesarias de imparcialidad previstas en el art. 6.1 de la Convención Europea para la protección de Derechos Humanos y Libertades Fundamentales y el art. 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos».

En la sentencia de 16 de julio de 1971 (caso Ringeisen) se indica por el TEDH (párrafo 94) que los términos franceses «contestations sur (des) droits et obligations de caractère civil» cubren todo el procedimiento cuyo desenlace sea determinante para derechos y obligaciones de carácter privado. Esta doctrina es completada y precisada en la sentencia de 28 de junio de 1978 (caso König), en la que se dice que «un derecho debe ser considerado o no como de carácter civil en el sentido que esta expresión se utiliza en el Convenio, teniendo en cuenta no ya la calificación jurídica, sino el contenido material y los efectos que le confiere el derecho interno del Estado en cada caso» (párrafo 89). «En estas condiciones no es relevante que el litigio se refiera en este caso a actos administrativos adoptados por las autoridades competentes en el ejercicio de potestades públicas» (párrafo 94).

Posteriormente, el TEDH mantiene esta jurisprudencia: sentencia de 9 de octubre de 1979, caso Airey, parágrafo 21, en consecución de un procedimiento «decisivo para los derechos y obligaciones privados»; sentencia de 24 de octubre de 1979, caso Winterwerp, parágrafo 73, al privar a una persona (mediante internamiento en un hospital psiquiátrico) de la capacidad de administrar por sí mismo su patrimonio y se resuelve sobre la capacidad de administrar éste y por tanto, «sobre sus derechos y obligaciones de naturaleza civil» y sentencia de 13 de julio de 1983, caso Zimmerman y Steiner, parágrafo 22.

El art. 6.1 del Convenio también se refiere a la duración de los litigios «sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal dirigida contra ella».

Desde el punto de vista objetivo, el TEDH parte del concepto «acusación» para atribuirle un carácter material. Según la sentencia de 26 de mayo de 1982, caso Adolf, «el lugar eminente que el derecho a un juicio justo ocupa en una sociedad democrática aboga por una concepción «material» y no «formal» del término de acusación, recogido en el art. 6; exige al Tribunal dejar a un lado las apariencias y analizar la realidad del procedimiento en cuestión a fin de saber si realmente existía acusación en los términos del art. 6 (parágrafo 3). Este mismo criterio se contiene en la sentencia Deweer, de 27 de febrero de 1980 (parágrafo 44) y en ambas se destaca el carácter autónomo que ha de tener la interpretación del término utilizado en el Convenio. Según la sentencia de 10 de diciembre de 1982 (caso Corigliano), si la acusación, en el sentido del art. 6.1 puede definirse en términos generales como «la notificación oficial, dictada por la autoridad competente, de la acusación de haber cometido una infracción penal», la misma puede, en ciertos casos, revestir la forma de otras medidas que impliquen tal acusación y entrañen, también «repercusiones importantes sobre la situación del acusado» (parágrafo 34).

Desde el punto de vista temporal, el Tribunal, también en relación a los litigios sobre el fundamento de cualquier acusación en materia penal, toma en cuenta un período procedimental determinado. Este se inicia desde que materialmente existe acusación, lo que puede suponer el tomar como dies a quo una fecha anterior a la intervención sobre la acusación (sentencia Wemhoff, de 27 de junio de 1968, parágrafo 19 de los fundamentos de derecho; sentencia Neumeister, de 27 de junio de 1968, parágrafo 18 de los fundamentos de derecho; sentencia Reingeisen, de 16 de julio de 1971, parágrafo 110).

El dies ad quem, paralelamente a lo que ocurre en los procedimientos sobre derechos y obligaciones civiles, en que se acude a la idea de decisión definitiva sobre el fondo en última instancia o grado casacional, se inspira aquí en la idea de decisión firme en el fondo sobre la acusación y determinación de la pena y ello es así porque, como expresa la sentencia Stögmuller, de 10 de noviembre de 1969, el art. 6.1 del Convenio «en materia punitiva, especialmente, se propone evitar que la incertidumbre del inculpado sobre su situación se mantenga demasiado tiempo» (parágrafo 5 de los fundamentos de derecho). El cierre del plazo que ha de tenerse en cuenta para valorar la celeridad del procedimiento en su conjunto termina, pues, con la «decisión de sobreseimiento o de condena, incluso si esta decisión es tomada en apelación» (sentencia Wemhoff, de 27 de junio de 1968, parágrafo 18 de los fundamentos de derecho).

La inclusión de la apelación tampoco ofrece aquí ninguna duda, y también se recoge en otras sentencias, como en los casos Neumeister (sentencia de 27 de junio de 1968, parágrafo 19 de los fundamentos de derecho) en donde se habla de «fallo sobre el fondo», y Eckle (sentencia de 15 de julio de 1982, parágrafo 76); en este último se insiste en que la decisión del fundamento de la acusación penal no se produce en tanto la pena no se encuentra determinada definitivamente (parágrafo 77). La sentencia Corigliano (10 de diciembre de 1982), en idéntico sentido, habla de «sentencia definitiva de exculpación dictada por el Tribunal de apelación de Messina» (parágrafo 36). La sentencia Delcourt (17 de enero de 1970) acude, por su parte, a las ideas de mantenimiento de la incriminación, afectación del fallo a la persona implicada, carácter no definitivo de la condena en instancia, posibilidades de poner fin a la continuación del asunto por parte del Tribunal de casación, inclusión del examen sobre la legalidad de la condena en instancia y observancia de las formas procesales en el concepto de decisión sobre «fundamento de la acusación», determinación de la acusación, y derecho a una correcta administración de justicia incluso ante los Tribunales de apelación o casación, no obligatorios según el Convenio, para concluir que la observancia del plazo razonable se extiende también a la casación.

Conviene, sin embargo, subrayar la importancia del parágrafo 25 de la sentencia, en su parte final, que señala: «Es cierto que el art. 6.1 del Convenio no obliga a los Estados contratantes a establecer Tribunales de apelación o casación. No obstante, cuando un Estado instituye dicho tipo de Tribunales se exige que asegure que los justiciables gozarán de los derechos reconocidos en el art. 6 ante dichos Tribunales. Habría un serio riesgo de que se derivasen consecuencias importantes si se adoptase el punto de vista contrario: el representante principal de la Comisión subrayó acertadamente dichas consecuencias que el Tribunal no puede menospreciar. En una sociedad democrática, en el sentido que dicha expresión otorga al Convenio, el derecho a una administración correcta de la justicia ocupa un lugar tan eminente que una interpretación restrictiva del art. 6.1 no se correspondería con los fines que busca dicho artículo».

Ha sido el Tribunal Constitucional español, en sentencia de 14 de julio de 1985, quien indica como «el contenido del art. 10.2 permite acudir a la doctrina establecida por el Tribunal Europeo, al aplicar la norma contenida en el art. 6.1» y la sentencia precedente del mismo órgano núm. 18/1983, de 1 de marzo, establece que «la remisión que el art. 10.2 de la Constitución hace a la Declaración Universal de Derechos Humanos y a los tratados y acuerdos sobre las mismas materias suscritas por España para la interpretación de las normas constitucionales sobre derechos fundamentales y libertades públicas autoriza y aún aconseja referirse para la búsqueda de estos criterios a la doctrina sentada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al aplicar la norma contenida en el art. 6.1 del Convenio para la protección de derechos fundamentales», criterio que reitera la sentencia núm. 5/1985, de 23 de enero, cuando indica: «por dilación indebida no se está diciendo cosa distinta de lo que dice el art. 6.1 de la Convención Europea y de lo que desde la afirmación de este concepto ha señalado el Tribunal Europeo de Derechos Humanos».

El derecho a la no dilación incluye todo tipo de procesos: civiles, penales, contencioso-administrativos y laborales, y así lo considera el Tribunal Constitucional español en la sentencia núm. 6/1981, aunque la referida resolución parece considerar que el contexto general en que se utiliza la expresión sólo estuviera dirigido a regir en los procesos penales, lo cual no veda plantearse como posible ataque al mismo las dilaciones injustificadas que puedan plantearse en cualquier tipo de procesos.

El TEDH se ha planteado este problema en diversos asuntos y así, en el caso König (sentencia de 28 de junio de 1978), el Tribunal parte de que los litigios versan sobre derechos e, igualmente, un derecho será o no de carácter civil, no tan sólo por lo que establezca el derecho interno nacional, sino a la luz de lo dispuesto en el propio Convenio Europeo, criterio mantenido en las sentencias Neumeister de 27 de junio de 1968, Wemhoff, de 27 de junio de 1968, Engel, de 23 de noviembre de 1976, y Rigeisen, de 16 de julio de 1971, muchas de las cuales han sido citadas con anterioridad y cuya doctrina se ha contemplado en las páginas precedentes. Además, el TEDH extiende el ámbito del art. 6.1 del Convenio a los procesos contencioso-administrativos, y así se manifiesta la sentencia del caso Sporrong y Lönnroth (sentencia de 23 de septiembre de 1982) y en los casos Zimmerman y Steiner (sentencia de 13 de julio de 1983) en los que se ejercitaba una reclamación por responsabilidad administrativa.

Otras resoluciones contienen semejante criterio, y así la sentencia del caso Compte, Van Leuven y de Meyere (23 de junio de 1981) considera que los particulares no han podido impugnar ante un Tribunal la violación de su derecho, por lo que se afirma que el art. 6.1 del Convenio no se aplica solamente a la posible violación del plazo razonable en un proceso, sino también cuando se impide acudir al referido proceso.

El Tribunal Constitucional español matiza la distinta importancia que el factor del tiempo puede tener en los diversos procesos, especialmente en materia penal y en el resto de los procesos, por lo que entiende que el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas es un concepto jurídico indeterminado (sentencias núm. 36/1984, de 14 de marzo y núm. 5/1985, de 23 de enero) cuando se nos habla en las referidas resoluciones de que dicho concepto indeterminado debe dotarse de un contenido concreto en cada caso «atendiendo a criterios objetivos, congruentes con un enunciado genérico» y así también se expresa el TEDH en las sentencias del caso Eckle (15 de julio de 1982), caso Coriogliano (10 de diciembre de 1982) y caso Pettro (sentencia 8 de diciembre de 1983), todas ellas referidas con anterioridad.

a') Delimitación del período inicial y final

Son distintos los criterios mantenidos en la jurisprudencia del TEDH y en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español, siendo el primero de ellos el que determina que el sometido a proceso penal inicia el cómputo desde que tiene conocimiento o sufre las consecuencias de la infracción penal, es decir, desde las primeras actuaciones (así, caso Eckle, sentencia de 15 de julio de 1982, caso Deewer, sentencia de 27 de febrero de 1980, o caso Neumeister, sentencia de 27 de junio de 1968) aunque en otras, como en el caso Foti y Corigliano el Tribunal admite la fecha inicial de reconocimiento por el Estado de la posibilidad de ejercitar el recurso individual, y en el proceso contencioso-administrativo se excluye, con bastante generalidad, la vía administrativa en el caso Zimmerman y Steiner (13 de julio de 1983), y lo mismo sucede en el caso König (28 de junio de 1978), si bien en otros casos como el de Sporrong y Lönnroth (sentencia de 23 de septiembre de 1982) el Tribunal basa el reconocimiento de la violación del plazo razonable en que la propiedad de los recurrentes estuvo sometida a limitaciones acaecidas en la vía administrativa.

Por su parte, el Tribunal Constitucional español, en la abundante jurisprudencia sobre el tema, en desarrollo del art. 24.2 de la Constitución no ha realizado una valoración del inicio y del final del cómputo a efectos de la estimación del plazo razonable, si bien se ha fijado en otros criterios, como son los derivados del retraso en enviar el expediente administrativo (sentencia núm. 6/1981, de 10 de julio, núm. 18/1983, de 14 de marzo o la sentencia de 14 de julio de 1984), aunque en ocasiones ha conectado la referida posibilidad de no vulneración del derecho a un proceso sin dilaciones indebidas con el derecho a la ejecución de sentencias (art. 117.3 de la Constitución). Así, en la sentencia de 13 de abril de 1983 se indica que, «cuando para hacer ejecutar lo juzgado el órgano judicial adopta una resolución que ha de ser cumplida por un ente público, éste ha de llevarla a cabo con las necesarias diligencias, sin obstaculizar el cumplimiento de lo acordado, por imponerlo así el art. 118 de la Constitución Española», y el «Juez ha de adoptar las medidas necesarias para la ejecución, de acuerdo con las leyes, que han de ser interpretadas, según ha declarado el Tribunal Constitucional en repetidas ocasiones, de conformidad con la Constitución y en el sentido más favorable para la efectividad del derecho fundamental».

El término final para la jurisprudencia del TEDH viene delimitado por el momento en que se dicta el sobreseimiento o la condena penal, en su caso (así, en los supuestos del caso Neumeister y Engel), mientras que el Tribunal Constitucional español se ha referido a que dicho retraso puede producirse, esencialmente, en la ejecución de la sentencia y en ese caso si constata que exista vulneración del art. 24.2 de la Constitución.

b') Valoración de la acumulación de trabajo

En la sentencia del Tribunal Constitucional español núm. 36/1984, de 14 de marzo, se indica como: «el abrumador volumen de trabajo que pesa sobre determinados órganos jurisdiccionales, situación a la que el Ministerio Fiscal alude, pero no documenta, puede exculpar a los jueces y magistrados de toda responsabilidad personal, pero no priva a los ciudadanos del derecho a reaccionar frente a tales retrasos, ni permite considerarlos inexistentes o, dicho con mayor exactitud, autoriza a considerar que la dilación no es indebida sin prueba alguna de que se hayan intentado todos los medios que las circunstancias permiten para evitarla», y en la sentencia núm. 5/1985, de 23 de enero, se indica que «el art. 24 constituye ciertamente un compromiso para los poderes públicos que, según las áreas de sus responsabilidades, tienen en sus manos la organización del proceso y deben orientarse en buscar y dotar soluciones que hagan normal la prestación de justicia, revisando, si ello constituye una rémora no remediable por otros caminos, los mecanismos actuales que hacen posible circunstancias como la indicada en el Juzgado de que se trata» (se refería a una actuación de los juzgados de Barcelona), concluyéndose que si el retraso en pronunciar sentencia tiene una causa en que apoyarse y probablemente, en buena parte, se alude a circunstancias ajenas a su titular o titulares sucesivos del Juzgado, ello «no traslada a las partes a las que ninguna actividad entorpecedora puede ser imputable en el caso, las consecuencias que se hayan podido producir».

En consecuencia, el análisis de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional español y de la del TEDH, así como la incidencia del art. 6.1 del Convenio Europeo para Protección de Derechos Humanos, pone de relieve que el derecho a un proceso público sin dilaciones indebidas, plantea, en la referida jurisprudencia, la necesidad de concreción del concepto jurídico indeterminado del plazo razonable que ha de ser valorado en función de las circunstancias y naturaleza del asunto, así como de la complejidad en la resolución.

Sobre dicha materia, la jurisprudencia constitucional ha analizado diversos supuestos: así, en materia de reclamación de expediente en proceso contencioso-administrativo (sentencia núm. 24/1981 de 14 de julio, recurso de amparo núm. 6/1981, BOE de 20 de julio de 1981), en materia de admisión extemporánea de contestación del Abogado del Estado, en un supuesto de duración indebida del proceso (sentencia núm. 18/1983, de 14 de marzo, recurso de amparo núm. 221/1982, BOE de 12 de abril de 1983), en materia de arrendamientos rústicos (sentencia núm. 119/1983, de 14 de diciembre, recurso de amparo núm. 282/1983, BOE de 11 de enero de 1984, y sentencia núm. 5/1985 de 23 de enero, recurso de amparo 720/1983, BOE de 12 de febrero de 1985), y en todo caso se ha reconocido que «corresponde al legislador el difícil equilibrio entra la rápida tramitación del proceso y las garantías de la defensa y protección del derecho de las partes y dar los medios legales para que el Juez pueda evitar las maniobras dilatorias», como reconoce explícitamente la sentencia núm. 17/1983, de 11 de marzo (dictada en el recurso de amparo núm. 81/1982, publicada en BOE de 12 de abril de 1983).

Finalmente, en este punto subrayamos la eficacia de las sentencias del TEDH en el Derecho interno español.

Este tema es analizado en la STC núm. 245/1991 de 16 de diciembre (BOE supl. al núm. 13, de 15 de enero de 1992), que, por su importancia, transcribimos en lo fundamental:


«... que el Convenio Europeo no obligue a España a reconocer en su ordenamiento jurídico interno la fuerza ejecutoria directa de las Sentencias del TEDH no implica la carencia de todo efecto interno de la declaración realizada por dicho Tribunal sobre la existencia de infracción de un derecho reconocido en el Convenio. Ha de tenerse en cuenta que el Convenio no sólo forma parte de nuestro Derecho interno, conforme al art. 96.1 de la CE, sino que además, y por lo que aquí interesa, las normas relativas a los derechos fundamentales y libertades públicas contenidas en la CE, deben interpretarse de conformidad con los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por España (art. 10.2 CE), entre los que ocupa un especial papel el Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales. El TEDH es el órgano cualificado que tiene por misión la interpretación del Convenio, y sus decisiones son además obligatorias y vinculantes para nuestro Estado, cuando sea Estado demandado...»;

«... en nuestro sistema constitucional, y más allá de las obligaciones internacionales asumidas por el Estado español en el Convenio Europeo de Derechos Humanos, la declaración de violación del art. 6.1 del Convenio, implica en este caso al mismo tiempo, de acuerdo a la cláusula del art. 10.2 CE, una constatación de la existencia de una violación del derecho a un proceso público con todas las garantías del art. 24.2 CE Para nuestro Tribunal Supremo, la imposibilidad de efecto anulatorio directo de la Sentencia del Tribunal Europeo, implica que las "irregularidades detectadas y declaradas" por ese Tribunal carecerían de efecto alguno en el ordenamiento jurídico español, en tanto que nuestra legislación procesal no establezca como nuevo motivo de revisión de Sentencias penales firmes, la declaración por el TEDH de la existencia de una violación de derechos protegidos por el Convenio, o en tanto que éste no se modificase imponiendo la exigencia de un procedimiento interno para asegurar el cumplimiento integral de las Sentencias de aquel Tribunal...»



3.7.2.  La influencia del Derecho alemán en el recurso de amparo español

Sin duda, el recurso constitucional alemán constituye un importante precedente del recurso de amparo constitucional del sistema español.

Según la Ley reguladora del Tribunal Constitucional Federal, todo aquel que considere que ha sufrido una lesión de sus derechos fundamentales producida por el poder público -Poder Legislativo, Judicial, Administración Pública- puede presentar un recurso ante el Tribunal Constitucional Federal. El plazo para su interposición dura un mes, computado a partir del momento en que se dicta la decisión judicial del Tribunal de última instancia, interponiéndose cuando el recurrente ha agotado todos los demás recursos jurídicos, y sólo de forma excepcional el Tribunal Constitucional Federal puede adoptar una decisión inmediata en aquellos casos en los que el recurrente sufriera una lesión grave e irreparable o cuando el Tribunal considere que la cuestión tiene interés general.

Tienen capacidad para ser parte, en dicho proceso, todos los sujetos de derechos fundamentales y la capacidad procesal no es admitida para los menores de edad, salvo que para su defensa estén excepcionalmente legitimados.

No existe acción popular para iniciar el recurso, y antes de que pase a conocimiento de la Sala competente del Tribunal, procede un examen previo del recurso por una Comisión compuesta por tres Jueces, pudiendo inadmitirse, con carácter previo, cuando ha sido presentado fuera de plazo, con vicios de forma o de inadmisibilidad, o cuando se trata de un recurso manifiestamente infundado o interpuesto por persona no legitimada, rechazándose por unanimidad. En caso de admisibilidad será objeto de un segundo examen, previo, a cargo de la Sala competente del Tribunal Constitucional Federal.

Particular importancia tiene el recurso de amparo contra leyes en el sistema alemán.

Como punto de arranque para llegar a una limitación del alcance procesal del instituto del recurso de amparo contra leyes el TCF se sirvió fundamentalmente de tres instrumentos: a) El criterio de la «afectación propia, actual e inmediata» como presupuesto de admisibilidad de un amparo contra leyes. b) La alusión a la subsidiariedad del recurso de amparo. c) El recurso al concepto de interés (legítimo) jurídicamente protegible como presupuesto general de admisibilidad.

a) La exigencia de la «afectación propia, actual e inmediata».

En el intento de conjugar su misión de protección de los derechos fundamentales con el respeto de las competencias de los Tribunales y órganos administrativos, el TCF ha desarrollado la fórmula de la «afectación propia, actual y directa» por una norma como requisito de admisibilidad de un recurso de amparo contra preceptos jurídicos.

En la interpretación del TCF la afectación inmediata desaparece desde el momento en que la ley requiere necesariamente o en virtud de la práctica efectiva de la Administración un acto de ejecución de la Administración para su plena efectividad. La razón de la exigencia de esta efectividad inmediata estriba en el hecho de que en las normas ejecutables el afectado disfruta generalmente de una protección jurídica suficiente mediante los recursos contra los actos de ejecución, con lo cual se consigue simultáneamente una descarga de trabajo del TCF y respetar el ámbito competencial de los Tribunales ordinarios y la Administración.

Esta misma razón, que evidencia el carácter procesal, no material, del criterio, explica las excepciones que el propio TCF ha formulado respecto a su aplicación. Así, el Tribunal ha declarado admisibles recursos de amparo contra normas susceptibles de ejecución en el supuesto de que una de estas normas pudiera llevar al recurrente a tomar medidas determinantes, con anterioridad a que se dicten los actos de ejecución, medidas que ya no podrían corregirse en una posterior aplicación y desarrollo de la Ley o norma. Otra excepción se ha aceptado para aquellos casos en donde el acto de ejecución de una ley no pudo ser impugnado por razones jurídicas o por razones fácticas y así, en la importante sentencia sobre el control de las comunicaciones la posibilidad del recurso contra la ley correspondiente se aceptó por la razón de que los afectados no disponían de la posibilidad de defenderse frente a los actos de ejecución de la ley, dado el carácter secreto de las intervenciones.

b) La significación del principio de subsidiariedad y del criterio del interés (legítimo) de protección jurídica.

Respecto a la aplicación del principio o el criterio de la subsidiariedad del recurso de amparo contra leyes, el TCF ha mantenido en algunas sentencias la aplicabilidad de este tipo de recurso de amparo del requisito del art. 90.2 inc. 1 (el agotamiento de los recursos ordinarios), mientras que en otras sentencias y resoluciones el Tribunal ha partido de la idea de que contra leyes no hay ninguna vía de recurso que no sean las específicamente constitucionales. En cualquier caso, la relevancia de la posible exigencia del agotamiento de los recursos ordinarios la ha contemplado el propio Tribunal en la conveniencia de que la justicia constitucional se confronte por lo general con un material fáctico que ha sido examinado, depurado y estudiado en otras instancias.

En la jurisprudencia del TCF se vuelve a considerar la existencia de una vía previa exigible en casos de recurso de amparo contra normas, más intensamente contra normas de rango inferior al legal, pero también en relación con leyes formales. Así, por ejemplo, el TCF ha exigido la utilización de las vías previstas en la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa para la impugnación de un plan de edificación aprobado mediante el procedimiento legislativo formal.

c) El concepto del interés legítimo jurídicamente protegible como presupuesto de admisibilidad:

Como tercer criterio para la limitación, por vías procesales, del recurso de amparo contra normas, el TCF ha recurrido en diversas decisiones al criterio general de la necesidad de protección jurídica, coincidente, en gran parte, con el concepto del interés legítimo, por entender que por otras vías el recurrente podía encontrar satisfecha su necesidad de protección.

El modelo adoptado en el sistema español es el de la «queja constitucional» alemana, por los siguientes razonamientos:

a) En primer lugar, nuestro recurso de amparo no está abierto sólo a los titulares del derecho lesionado, sino también a instituciones públicas. En segundo término, su regulación procesal acentúa el carácter propio de un recurso frente a decisiones judiciales.

b) A diferencia de lo que sucede en Alemania, la necesidad de agotamiento de todos los remedios judiciales posibles se impone de manera rigurosa, sin excepción alguna que ofrezca al Tribunal Constitucional la posibilidad de actuar inmediatamente, aunque el demandante no haya iniciado vía previa alguna, cuando el caso es de importancia general o el seguimiento de la vía judicial pueda acarrear al demandante de amparo un perjuicio grave e inevitable.

c) Apartándose también del modelo alemán, la LOTC (art. 44.1) exige que «se haya invocado formalmente en el proceso el derecho constitucional vulnerado tan pronto como, una vez conocida la violación, hubiera lugar para ello». Esta exigencia, que la ley impone sólo en relación con las demandas de amparo deducidas directamente contra actos y omisiones del Poder Judicial, pero que el Tribunal extendió desde muy pronto a aquellas que se dirigen contra actuaciones gubernativas en Alemania ha dado lugar, cuando se ha intentado, a una viva crítica de la doctrina.

De esta doble exigencia de agotamiento de la vía judicial previa y de invocación previa del derecho vulnerado resulta la nota de subsidiariedad, que constituye una característica esencial del recurso de amparo.

En Alemania se ha criticado su uso porque el concepto es innecesario en cuanto se le entienda como sinónimo de la exigencia de la vía judicial previa, e ilegítimo en la medida en la que se pretenda darle un contenido que exceda de esa simple exigencia.

En España, la obligación de satisfacer una exigencia que la ley impone sólo para aquellos recursos de amparo en los que se impugnan actos u omisiones de los órganos judiciales no ha cuestionado la exactitud de la tesis según la cual la subsidiariedad es un elemento esencial del recurso de amparo, aunque sea evidente que ese elemento no se da en aquellos casos en los que el recurso de amparo se formula contra una decisión judicial frente a la que en la vía judicial no cabía ya recurso ni invocación alguna, ni por supuesto en los amparos dirigidos frente a actos o disposiciones sin fuerza de ley de los órganos legislativos en la medida en la que aquéllos o éstas no sean impugnables en la vía contencioso-administrativa.

Como reconoce el Tribunal español (así, en STC núm. 162/1990) la subsidiariedad no sólo impone al demandante de amparo una obligación de agotar previamente todas las vías y recursos judiciales, sino que opera también como un límite a la competencia del propio Tribunal, impidiéndole entrar en el fondo de las cuestiones debatidas, cuyo reconocimiento ha de devolver al órgano judicial.

En la jurisdicción constitucional alemana, el concepto ha sido utilizado en un Voto Particular en la sentencia del Tribunal Constitucional de 12 de julio de 1994 para sostener la inadmisibilidad de los conflictos entre órganos presentados por los Grupos Parlamentarios, si estos no han agotado previamente todos los medios que el derecho parlamentario les ofrece para defender a través de ellos los derechos del Parlamento, aunque la ley no los obligue a ello.

Concebido para asegurar una protección especial y reforzada de los derechos fundamentales, su regulación procesal se ha configurado, salvo alguna excepción, como un recurso, es decir, como un remedio subsidiario frente a la violación de un derecho que, teniendo su origen en un acto de los poderes públicos, no ha sido reparado a través de las vías previas establecidas en cada caso.

3.8.  Algunas cuestiones relacionadas con la Ley Orgánica 6/2007 de 24 de mayo

3.8.1.  Examen de los recursos de amparo

La entrada en vigor de dicha ley permite distinguir tres supuestos de recursos:

1.º Inadmisiones de recursos tramitados según la redacción anterior a la ley que han seguido siendo resueltas por providencias motivadas que explican sucintamente las razones de la inadmisión.

2.º Inadmisiones a las que se aplica la disposición transitoria tercera de la nueva ley, limitándose la providencia de inadmisión a expresar el supuesto en el que se encuentra el recurso de amparo.

3.º Demandas de amparo interpuestas después de la entrada en vigor de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Sobre este punto, entendemos que el requisito de la especial transcendencia constitucional constituye una causa sustantiva no susceptible de subsanación (art. 50.4). Así, en providencia de 21 de marzo de 2008 inadmite el Tribunal el recurso de amparo porque: «el recurrente no ha satisfecho de forma expresa la carga consistente en justificar la especial transcendencia constitucional del recurso (art. 49.1 LOTC, según la LO 6/2007) que es algo más y distinto a la mera afirmación -sobre cuya verosimilitud nada cabe decir- de que el propio derecho fundamental ha sido violado.

De esta forma, el incumplimiento por el recurrente de la carga de justificar en su demanda de amparo la especial trascendencia del recurso constituye un defecto formal insubsanable que determina su inadmisión [art. 50.1 a) de la LOTC y Autos 188/2008 de 21 de julio y 289/2008 de 22 de septiembre].

3.8.2.  La especial trascendencia constitucional como requisito del recurso de amparo

El art. 50.1 b) señala, en todo caso, que la especial transcendencia constitucional se apreciará atendiendo a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales.

En palabras de la STC núm. 155/2009 de 25 de junio:

«Constituye el elemento más novedoso o la "caracterización más distintiva" (ATC 188/2008, de 21 de julio, FJ 3) de esta regulación del recurso de amparo el requisito sustantivo o de fondo de la "especial trascendencia constitucional" que impone el art. 50.1 b) LOTC para la admisión del recurso. En él se plasma la opción del legislador, en el ejercicio de la habilitación que constitucionalmente le confiere el art. 161.1 b) CE, en relación con su art. 53.2, por una nueva configuración del recurso de amparo, toda vez que, en principio, tras la reforma llevada a cabo la mera lesión de un derecho fundamental o libertad pública tutelable en amparo ya no será por sí sola suficiente para admitir el recurso, pues es imprescindible, además, su "especial trascendencia constitucional", frente a la configuración por la que esencialmente se caracterizaba en su anterior regulación, en tanto que recurso orientado primordialmente a reparar las lesiones causadas en los derechos fundamentales y libertades públicas del demandante susceptibles de amparo. Así pues, para la admisión del recurso de amparo no es suficiente la mera lesión de un derecho fundamental o libertad pública del recurrente tutelable en amparo [arts. 53.2 y 161.1 b) CE y 41 LOTC], sino que además es indispensable, en lo que ahora interesa, la especial trascendencia constitucional del recurso [art. 50.1 b) LOTC]. El recurso de amparo, en todo caso, sigue siendo un recurso de tutela de derechos fundamentales. De esta forma se configura por el legislador el sistema de garantías de los derechos fundamentales encomendado a los Jueces y Tribunales como guardianes naturales y primeros de dichos derechos (STC 227/1999, de 13 de diciembre, FJ 1), a los que confiere un mayor protagonismo en su protección (ampliación del incidente de nulidad de actuaciones), y culminado por el Tribunal Constitucional que, además de garante último, es su máximo intérprete (arts. 53.2 y 123 CE y 1.1 LOTC).»


Insistiendo en la especial delimitación conceptual de la «trascendencia constitucional» el Tribunal, en la invocada STC 155/2009, subraya que:

«Aunque el recurrente ha de satisfacer necesariamente, de acuerdo con lo dispuesto en el art. 49.1 in fineLOTC, la carga de justificar en la demanda la especial trascendencia constitucional del recurso (AATC 188/2008, de 21 de julio; 289/2008 y 290/2008, de 22 de septiembre), es a este Tribunal a quien corresponde apreciar en cada caso la existencia o inexistencia de esa "especial trascendencia constitucional"; esto es, cuando, según el tenor del art. 50.1 b) LOTC, "el contenido del recurso justifique una decisión de fondo por parte del Tribunal Constitucional en razón de su especial trascendencia constitucional", atendiendo para ello a los tres criterios que en el precepto se enuncian: "a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales". El carácter notablemente abierto e indeterminado, tanto de la noción de "especial trascendencia constitucional", como de los criterios legalmente establecidos para su apreciación, confieren a este Tribunal un amplio margen decisorio para estimar cuándo el contenido de un recurso de amparo "justifica una decisión sobre el fondo... en razón de su especial trascendencia constitucional". Como es obvio, la decisión liminar de admisión a trámite del recurso al apreciar el cumplimiento del citado requisito no limita las facultades del Tribunal sobre la decisión final en relación con el fondo del asunto.»


3.8.3.  Supuestos en los que cabe apreciar en el contenido del recurso de amparo la especial trascendencia constitucional

En el caso que ocupa al Tribunal sobre la exigencia de congruencia entre la acusación y el fallo en el extremo referido a la pena a imponer, en cuanto manifestación del principio acusatorio, es uno de los casos en los que cabe apreciar en el contenido del recurso de amparo la especial trascendencia constitucional [art. 50.1 b) LOTC].

Una síntesis de los criterios enumerados por la STC núm. 155/09 permite concretar en los siguientes puntos los casos en que cabe apreciar que concurre en el contenido del recurso de amparo la «especial trascendencia constitucional» a la que se refiere el art. 50.1 b) LOTC:

1. Cuando «en él se plantee "una cuestión en la que este Tribunal no ha sentado doctrina" (STC 70/2009, de 23 de marzo, FJ 1)».

2. Cuando «dé ocasión al Tribunal Constitucional para aclarar o cambiar su doctrina, como consecuencia de un proceso de reflexión interna, o por el surgimiento de nuevas realidades sociales o de cambios normativos relevantes para la configuración del contenido del derecho fundamental, o de un cambio en la doctrina de los órganos de garantía encargados de la interpretación de los tratados y acuerdos internacionales a los que se refiere el art. 10.2 CE».

3. «Cuando la vulneración del derecho fundamental que se denuncia provenga de la ley o de otra disposición de carácter general».

4. Cuando «la vulneración del derecho fundamental traiga causa de una reiterada interpretación jurisprudencial de la ley que el Tribunal Constitucional considere lesiva del derecho fundamental y crea necesario proclamar otra interpretación conforme a la Constitución».

5. «Cuando la doctrina del Tribunal Constitucional sobre el derecho fundamental que se alega en el recurso esté siendo incumplida de modo general y reiterado por la jurisdicción ordinaria, o existan resoluciones judiciales contradictorias sobre el derecho fundamental, ya sea interpretando de manera distinta la doctrina constitucional, ya sea aplicándola en unos casos y desconociéndola en otros».

6. «En el caso de que un órgano judicial incurra en una negativa manifiesta del deber de acatamiento de la doctrina del Tribunal Constitucional (art. 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: LOPJ)».

7. «Cuando el asunto suscitado, sin estar incluido en ninguno de los supuestos anteriores, transcienda del caso concreto porque plantee una cuestión jurídica de relevante y general repercusión social o económica o tenga unas consecuencias políticas generales, consecuencias que podrían concurrir, sobre todo, aunque no exclusivamente, en determinados amparos electorales o parlamentarios».

De esta forma, el Tribunal «considera que cabe apreciar que el contenido del recurso de amparo justifica una decisión sobre el fondo en razón de su especial trascendencia constitucional sin que la relación que se efectúa pueda ser entendida como un elenco definitivamente cerrado de casos en los que un recurso de amparo tiene especial trascendencia constitucional, pues a tal entendimiento se opone, lógicamente, el carácter dinámico del ejercicio de nuestra jurisdicción, en cuyo desempeño no puede descartarse a partir de la casuística que se presente la necesidad de perfilar o depurar conceptos, redefinir supuestos contemplados, añadir otros nuevos o excluir alguno inicialmente incluido».

3.8.4.  La modificación del incidente de nulidad de actuaciones

La disposición final primera de la LO 6/2007 modifica la redacción del art. 241 de la LOPJ, extendiendo el incidente de nulidad a cualquier vulneración de un derecho fundamental cuando no haya podido hacerse valer con anterioridad ante la jurisdicción ordinaria.

Tal modificación implica la alteración de una doctrina jurisprudencial que señalaba, entre otras determinaciones que: «el mecanismo excepcional dispuesto por la citada Ley, modificada posteriormente por la Ley Orgánica 5/1997, de 4 de diciembre, y por la Ley Orgánica 13/1999, de 14 de mayo, para que quien sea parte legítima o hubiera debido serlo pida por escrito que se declare "la nulidad de actuaciones fundada en defectos de forma que hubieran causado indefensión o en la incongruencia del fallo, siempre que los primeros no haya sido posible denunciarlos antes de recaer sentencia o resolución que ponga fin al proceso y que, en uno u otro caso, la sentencia o resolución no sea susceptible de recurso en el que quepa reparar la indefensión sufrida"».

Para la doctrina jurisprudencial, «este remedio procesal de carácter extraordinario permite a los órganos judiciales subsanar ellos mismos aquellos defectos que supongan, bien una limitación de los medios de defensa producida por una indebida actuación de dichos órganos, en relación con los vicios formales causantes de indefensión (ATC 1110/1986, de 22 de diciembre, FJ 1), bien una completa modificación de los términos en que se produjo el debate procesal que comporte la imprevisibilidad del alcance y sentido de la controversia, en relación con el vicio de incongruencia (STC 225/1991, de 30 de diciembre, FJ 2; en este sentido, ATC 170/1999, de 24 de junio; STC 56/2002, de 11 de marzo, FJ 2)» (STC 189/2002, de 14 de octubre, FJ 5)». STC 39/2003, de 27 de fe-brero, FJ 3.

Sin embargo, reconoce el Tribunal que si el mismo día en que se plantea la demanda de amparo, se promueve un incidente de nulidad de actuaciones, se promueve una demanda de amparo prematura.

Esta cuestión es analizada en la STC núm. 73/2008, de 23 de junio, FJ 3, de la forma siguiente:


«Pues bien, el requisito del agotamiento de la vía judicial exigido por el art. 44.1 a) LOTC es una condición de admisibilidad del recurso de amparo, que, como hemos afirmado en numerosas ocasiones, responde a la finalidad de preservar el carácter subsidiario del mismo, evitando que el acceso a esta jurisdicción constitucional se produzca per saltum, es decir, sin brindar a los órganos judiciales la oportunidad de pronunciarse y, en su caso, remediar la lesión invocada como fundamento del recurso de amparo constitucional (por todas, últimamente SSTC 59/2007, de 26 de marzo, FJ 2, y 228/2007, de 5 de noviembre).

El examen del testimonio de las actuaciones procesales recibido por este Tribunal ha puesto de relieve, como advierte el Ministerio Fiscal, que la presente demanda se ha presentado cuando aún estaba pendiente la vía judicial ordinaria, de suerte que debe reputarse prematura, no procediendo, por tanto, pronunciarse sobre las cuestiones de fondo planteadas. Según lo que ha quedado expuesto con detalle en los antecedentes, el mismo día que presentaba la demanda de amparo a través de la Secretaría del Juzgado de Instrucción núm. 24 de Madrid, en funciones de guardia, el recurrente, callándolo en aquélla, abría una vía de impugnación paralela al promover ante la Sala sentenciadora incidente de nulidad de actuaciones del art. 241 LOPJ, por entender que la Sentencia incurría en incongruencia omisiva, incidente que fue desestimado por Auto de 5 de diciembre de 2005.

Todo lo relatado evidencia que en el momento de interponer la demanda de amparo no se habían agotado los medios de impugnación que el recurrente, por decisión propia e independientemente de si son procedentes o no, había puesto en marcha dentro de la vía judicial, lo que confiere a la demanda de amparo la condición de prematura y determina, en consecuencia, que proceda su inadmisión, de conformidad con lo establecido en el art. 50.1 a) en relación con el art. 44.1 a) LOTC, y sin que, por lo tanto, sea necesario examinar ahora el fondo de los motivos en que se funda».



3.8.5.  Otras cuestiones de carácter orgánico relacionadas con la reforma de la Ley Orgánica 6/2007

El artículo único, apartados seis y siete de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, ha sido objeto de recurso de inconstitucionalidad resuelto por sentencia del Pleno 49/2008, de 9 de abril (BOE 14 de mayo de 2008) que incide en una cuestión sobre la prórroga del mandato de la Presidencia del Tribunal y la elección de los Magistrados constitucionales propuestos por el Senado, materia que también examina la posterior sentencia del Pleno núm. 101/2008, de 24 de julio de 2008.

Sobre esta última perspectiva señala la STC 49/2008 en el FJ 7:


«a) A diferencia de lo que ocurre en otros países de nuestro entorno, la Constitución Española contiene una regulación detallada de la elección de los miembros del Tribunal Constitucional. El art. 159.1 CE, en efecto, no sólo fija en doce el número de Magistrados, sino que regula la participación de los diversos órganos constitucionales que concurren en su elección con una precisión que hace posible que sea la propia Ley Orgánica del Tribunal Constitucional la que se remita en gran medida a dicho precepto constitucional al referirse a esta cuestión en el primer párrafo de su art. 16.1. Ello, sin embargo, no cierra las puertas de modo absoluto a que otras normas puedan desarrollar una regulación constitucional que, entre otras cosas, guarda silencio sobre el procedimiento a seguir en dicha elección. Aunque se da la paradoja que el art. 159.1 CE es una norma más completa que el original art. 16.1 LOTC, no existe impedimento constitucional para que la regulación constitucional sea desarrollada y concretada siguiendo los requisitos formales y materiales que se derivan del texto constitucional.

b) Desde una perspectiva material, la opción del constituyente se basa en la participación de diversos órganos constitucionales en la elección de los Magistrados del Tribunal Constitucional. Aunque ello no tiene ninguna incidencia en el estatuto personal de estos últimos, el art. 159.1 CE establece una distribución concreta (dos Magistrados a propuesta del Gobierno, dos a propuesta del Consejo General del Poder Judicial, cuatro del Congreso de los Diputados y otros cuatro del Senado) que, por lo que ahora interesa, se caracteriza por dos notas: por un lado, por un importante protagonismo de las Cortes Generales, que eligen a ocho de los doce Magistrados; y por otro lado, y dentro de éstas, por una idéntica posición de ambas Cámaras en cuanto al número de Magistrados a elegir y la mayoría necesaria para ello, no así en cuanto al concreto modo de ejercer tal facultad, que puede estar influido por las propias características constitucionales de cada Cámara. Como se verá más adelante, el proceso de elaboración del art. 159.1 CE corrobora que ambas notas fueron tenidas muy en cuenta por el Constituyente. Pero además de estas dos cuestiones derivadas del propio tenor literal del art. 159.1 CE, la concreta participación de cada órgano constitucional en dicha elección también debe interpretarse a la luz de las normas constitucionales que los regulan, así como del sistema institucional que se deriva del texto constitucional. En este sentido, por ejemplo, la opción constitucional por la Monarquía parlamentaria como forma política del Estado (art. 1.3 CE) implica necesariamente que, con independencia de la terminología empleada en el art. 159.1 CE, al Gobierno, al Consejo General del Poder Judicial, al Congreso y al Senado les corresponde la elección de los Magistrados -y no la mera formulación de propuestas-, y al Monarca su nombramiento. Lógicamente, la diferencia entre estos dos actos no es meramente formal, puesto que mientras la elección es una facultad que se ejerce libremente -dentro del debido respeto a los requisitos formales y materiales que la acompañan-, el nombramiento real es un acto debido y refrendado (arts. 159.1 y 64.1 CE). A su vez, tampoco puede desconocerse que la facultad de elegir a un determinado número de Magistrados también tiene una dimensión de deber constitucional y de deber institucional que se relaciona con la lealtad constitucional -que, como señalamos en la STC 209/1990, de 20 de noviembre, FJ 4, obliga a todos-, y que en el ámbito que nos ocupa está en el origen de regulaciones como la prevista en el art. 17.1 LOTC.

c) Finalmente, también cabe señalar que la elección de los miembros del Tribunal Constitucional no puede desvincularse de los requisitos de elegibilidad, capacidad e independencia que se derivan de los apartados segundo, cuarto y quinto del art. 159 CE, así como del carácter parcial, pero por bloques, de la renovación periódica de este órgano (art. 159.3 CE). Aunque sobre alguno de estos extremos volveremos más adelante, todos ellos también deben ser tenidos en cuenta en cuanto elementos integrados en el modelo de Tribunal Constitucional que se deriva de la Norma Suprema.»



La conclusión que, en este punto, sostiene la sentencia (FJ 14) es que «La participación autonómica introducida se limita a la fase de presentación de candidatos y no implica que el Senado deje de ser el titular de dicha facultad».

Respecto de la interpretación del art. 16.3 de la LOTC, señala la STC 49/2008, en su FJ 19:


«Aunque la Exposición de Motivos no contiene ninguna referencia a la norma impugnada, la lectura conjunta de todo el apartado tercero del art. 16 LOTC pone de relieve algunos extremos que deben ser destacados como punto de partida de su análisis. En primer lugar, dicho apartado distingue claramente la elección del Presidente de la prórroga de su mandato. En relación con la primera, el precepto se remite a lo dispuesto en el art. 9 LOTC, que es el que regula dicha elección por parte del Tribunal en Pleno, e introduce una novedad en el propio art. 16.3 LOTC que no ha sido impugnada por los recurrentes, pero que resulta muy importante a los efectos de interpretar la finalidad de la reforma. Se trata, concretamente, del momento en que dicha elección debe producirse, aspecto éste que no estaba regulado expresamente y que queda claro que debe producirse "a partir" y, por lo tanto, después de cada renovación parcial del Tribunal. El propósito de la reforma en este punto es claro y radica, pues, en hacer coincidir la elección de la Presidencia con la renovación parcial del Tribunal, extremo éste que obedece a la propia lógica constitucional, puesto que tanto el art. 160 como el 159.3 CE prevén el mismo plazo temporal (3 años) para ambas figuras.

El objeto del presente recurso se limita, sin embargo, al segundo aspecto introducido en el art. 16.3 LOTC: la prórroga legal del mandato presidencial. Como se desprende de la mera lectura de la norma impugnada, no estamos ante la reelección del Presidente (supuesto éste previsto expresamente por el art. 9.3 LOTC y limitado a una ocasión), sino ante una prórroga automática del mandato presidencial vigente. Esta prórroga tiene un presupuesto de hecho y unas consecuencias jurídicas que se derivan del propio precepto y que no pueden ser ignoradas. Por un lado, dicha prórroga sólo se produce si "el mandato de tres años" para el que fue designado el Presidente "no coincidiera con la renovación del Tribunal", lo cual es algo perfectamente previsible dado el retraso que, desde la primera renovación por tercios del Tribunal, se ha venido produciendo en las renovaciones parciales de sus miembros. Ello, en todo caso, no debe hacer olvidar la obligación de los distintos órganos constitucionales legitimados por el art. 159.1 CE de realizar la correspondiente elección en tiempo y forma.

Por otro lado, el carácter automático y ope legis de dicha prórroga no puede inducir a confusión respecto de sus consecuencias jurídicas. Tratándose de una prórroga y no de un nuevo mandato, es evidente que su duración no es de tres años, sino que se limita al tiempo que transcurra hasta que la renovación parcial del Tribunal sea una realidad. Como se desprende de forma meridiana de la norma impugnada el mandato presidencial se prorroga "para que finalice en el momento en que dicha renovación se produzca y tomen posesión los nuevos Magistrados". La referencia explícita al final de la prórroga y su concreta vinculación a la toma de posesión de los nuevos Magistrados vuelve a poner de relieve, pues, que la finalidad de la norma no es propiciar un nuevo mandato presidencial, sino prorrogar el vigente única y exclusivamente hasta que el Tribunal renovado esté en condiciones de proceder a la elección de la nueva Presidencia de acuerdo con lo dispuesto en el art. 9 LOTC.

La finalidad última de la reforma es, pues, la de garantizar que la elección de la Presidencia se produzca tras la renovación parcial del Tribunal y, por lo tanto, con participación de los nuevos Magistrados. Como se desprende de la interpretación conjunta del art. 16.3 LOTC y de las intervenciones de la mayor parte de Diputados y Senadores que se pronunciaron sobre la misma durante el trámite parlamentario, la prórroga legal del mandato presidencial hasta que dicha renovación se haga efectiva constituye un mecanismo para garantizarlo en los supuestos en que dicho mandato haya expirado antes de la misma.»



Finalmente, la interpretación del nuevo apartado 7 del art. 184 del Reglamento del Senado, introducido por el artículo único de la reforma de dicho Reglamento, aprobada el 21 de noviembre de 2007, es valorada en la sentencia núm. 101/2008 de 24 de julio (BOE 19.8) al resolver el Tribunal Constitucional, por el Pleno, el recurso de inconstitucionalidad núm. 269/2008, señalando en el fundamento jurídico noveno los siguientes criterios que concretamos, extractadamente:

- La Cámara es plenamente libre en relación con el juicio de idoneidad que le merezcan las distintas candidaturas ante ella presentadas. No lo es sólo en cuanto al cumplimiento de los requisitos de naturaleza puramente objetiva (tales como la condición de jurista o el tiempo de ejercicio de una profesión jurídica), o de aquéllos (como el reconocido prestigio) cuya concurrencia es indisociable de un juicio de valor, sino también, muy especialmente, en lo que hace al criterio en cuya virtud, satisfechos todos esos requisitos y condiciones, termina decidiéndose por cuatro concretos candidatos. Criterio éste, evidentemente, de estricta discrecionalidad política, dejado a la apreciación del Senado, razón por la que, en definitiva, el nuevo procedimiento de selección de candidatos a Magistrados del Tribunal Constitucional no puede abocar indefectiblemente a aceptar en todo caso a los propuestos por los Parlamentos autonómicos.

- Como señalamos en la STC 49/2008, FJ 14: «el tenor literal del art. 16.1 LOTC permite que el Reglamento del Senado pueda, entre otras fórmulas, prever, incluso, mecanismos que hagan posible que sea la propia Cámara la que proponga candidatos a Magistrados del Tribunal Constitucional en el supuesto excepcional de que el sistema de elección de dichos Magistrados previsto con carácter general no culmine con esta elección, garantizando así que la Cámara Alta cumpla con su obligación constitucional».

- En principio, tales candidatos serán los que hayan presentado las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, pero la libertad institucional, insuprimible, del Senado y, en este trámite procedimental, de su Comisión de Nombramientos, no puede llevar a la Cámara a la imposibilidad de cumplir con su obligación constitucional de designar Magistrados del Tribunal Constitucional. Imposibilidad que, como hemos examinado, podría darse tanto si las Asambleas Legislativas no atendieran a la invitación del Senado para presentar candidatos, como si los presentados no reunieran los requisitos necesarios o no resultaran, a juicio de la Comisión de Nombramientos cuya voluntad, en virtud de su propia composición y funcionamiento, es legítimo trasunto de la del Pleno, al que, en todo caso, compete la última palabra, merecedores de la confianza institucional del Senado. En esos casos se estaría ante el supuesto de que «no se hubiesen presentado en plazo candidaturas suficientes», contemplado en el art. 184.7 b) RS y para el que se ha previsto que la Comisión presente otros candidatos, que no serán ya propuestos por las Asambleas, sino por los Grupos Parlamentarios del Senado con arreglo al procedimiento que se inicia con la fase de admisión regulada en los apartados 3 y 4 del art. 187 RS.

- Finalmente, en coherencia con la libertad última de la que goza la Cámara en relación con el juicio de idoneidad que le merezcan las distintas candidaturas, tampoco puede descartarse que sean los Senadores, en el acto final de elección por el Pleno de la Cámara, los que, libremente y con voto secreto dentro de las funciones senatoriales que personalmente les corresponden, decidan, mediante la mayoría reforzada constitucionalmente exigida, sobre la aceptación o, por el contrario, rechacen constituir dicha mayoría, respecto a todos o alguno de los candidatos seleccionados por la Comisión de Nombramientos de entre los previamente presentados en plazo por las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, lo que igualmente habría de conducir a una nueva selección de candidatos por la Comisión de Nombramientos para someterla al Pleno, esta vez proponiendo candidaturas surgidas del propio seno de la Cámara. Hipótesis en absoluto descartable en un recto entendimiento de los principios del régimen parlamentario, pues por mayor que sea la comunión de voluntades entre el Pleno y una Comisión que se rige por el principio del voto ponderado, aquél es titular de una voluntad propia y superior a la de los restantes órganos de la Cámara; voluntad que, en el caso de las designaciones de Magistrados del Tribunal Constitucional, se determina y expresa, en garantía de la independencia de los Senadores y por mor de la proscripción del mandato imperativo, mediante una votación secreta (art. 186.2 RS).

3.9.  La sumisión de los poderes públicos a la Constitución e incidencia de las resoluciones del Tribunal en los distintos procesos constitucionales

En virtud del art. 9.1 de la Constitución, cualquier acto del Parlamento con relevancia externa queda sujeto, comenzando por los de naturaleza legislativa, no sólo a las normas procedimentales, sino al conjunto de normas materiales que la Constitución establece e incumbe al Tribunal Constitucional, como intérprete supremo, garantizar la conformidad a ésta de los actos parlamentarios. Este monopolio del Tribunal respecto a los citados actos del Parlamento y a las leyes postconstitucionales no excluye la intervención del Juez ordinario respecto de las normas preconstitucionales, inaplicándolas o suscitando la cuestión de inconstitucionalidad, que se erige en la facultad más evidente que el Juez ordinario dispone para controlar la adecuación de la Ley a la Constitución, cuando se trate de leyes posteriores cuya constitucionalidad les parezca cuestionable, por entender que, en cuanto a su validez, hay contradicción entre las mismas y la Constitución, a las que están sujetos los ciudadanos y los poderes públicos, común denominador que se proyecta sobre ellos.

El pronunciamiento del Tribunal proyecta su eficacia sobre los distintos poderes y su alcance es variable, según el tipo de proceso constitucional.

Así, en los procesos de inconstitucionalidad, de acuerdo con el art. 164.1 de la Constitución, las sentencias que declaren la inconstitucionalidad de una ley, además de poseer el valor de cosa juzgada, tienen eficacia erga omnes, vinculan a todos los poderes públicos, y producen efectos desde la fecha de su publicación en el BOE, conforme al art. 38.1 de la LOTC y cuando la sentencia resuelve la inconstitucionalidad, declarará asimismo la nulidad de los preceptos impugnados, como establece el art. 39.1 de la LOTC.

En los conflictos entre órganos constitucionales del Estado, el Tribunal determinará el órgano a quien corresponde la atribución constitucional controvertida y en los conflictos positivos de competencia, conforme al art. 66 de la LOTC, la sentencia declarará la titularidad de la competencia controvertida y acordará, en su caso, la anulación de la disposición, resolución o acto que origine el conflicto en cuanto estuviese viciado de incompetencia.

En los recursos de amparo, la sentencia que estime el recurso contendrá alguno de los pronunciamientos del art. 55.1 de la LOTC en orden a la declaración de nulidad de la resolución que haya impedido el ejercicio del derecho o libertad susceptible de amparo, con el consiguiente reconocimiento y restablecimiento.

Insistiendo en esta importante problemática, la sentencia de la Sala Primera en el recurso de amparo núm. 107/1980, de 31 de marzo de 1981 (BOE de 14 de abril de 1981), parte de las dos siguientes perspectivas: 1.ª El carácter de ley posterior da lugar a la derogación de las leyes y disposiciones anteriores opuestas a la misma, de acuerdo con su disposición derogatoria núm. 3, es decir, a la pérdida de vigencia de tales normas para regular situaciones futuras; 2.ª La naturaleza de ley superior se refleja en la necesidad de interpretar todo el ordenamiento de conformidad a la Constitución, y en la inconstitucionalidad sobrevenida de aquellas normas anteriores incompatibles con ella: inconstitucionalidad sobrevenida que afecta a la validez en la norma y que produce efectos de significación retroactiva mucho más intensos que los derivados de la mera derogación.

En el fundamento jurídico segundo de esta resolución se señala:

«La Constitución tiene la significación primordial de establecer y fundamentar un orden de convivencia política general de cara al futuro, singularmente en materia de derechos fundamentales y libertades públicas, por lo que en esta materia ha de tener efecto retroactivo, en el sentido de poder afectar a actos posteriores a su vigencia que derivan de situaciones creadas con anterioridad y al amparo de leyes válidas en aquel momento, en cuanto tales actos sean contrarios a la Constitución.»


Y el doble criterio: jerárquico y temporal de la Constitución como ley superior y posterior es reiterado en la sentencia de la Sala Primera, recurso de amparo núm. 47/1980, sentencia de 6 de abril de 1981 (BOE de 14 de abril), que transcribe en el fundamento jurídico séptimo lo ya consignado por el Pleno del Tribunal Constitucional en la sentencia de 2 de febrero de 1981.

3.10.  Las cuestiones de legalidad y el examen de la constitucionalidad: los conflictos entre Tribunales

La Constitución Española regula el Poder Judicial en los arts. 117 a 127, estableciendo entre ellos las reglas generales del ejercicio de la potestad jurisdiccional y las normas básicas del Estatuto de Jueces y Magistrados, y en los arts. 159 a 165 regula y señala las funciones del Tribunal Constitucional.

De esta inicial configuración normativa, que desde el punto de vista sistemático aparece claramente diferenciada, puesto que la primera regulación se contiene con plena autonomía dentro del Título VI y la segunda se contiene dentro del Título IX, puede extraerse una inicial conclusión que consiste en señalar que el Tribunal Constitucional no forma parte del Poder Judicial, pero es Órgano constitucional del Estado que ejerce jurisdicción, posibilidad que prevé el art. 161 de la Constitución, al examinar las funciones y competencias que se le atribuyen.

El art. 123.1 de la Constitución señala también que «El Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el Órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales».

La anterior valoración permite constatar que, en materia de garantías constitucionales, el Tribunal Supremo no es el Órgano jurisdiccional superior y ello trae a primer plano, el examen de las relaciones entre el Tribunal Constitucional y el Poder Judicial o, si se prefiere, entre la jurisdicción constitucional y la jurisdicción ordinaria.

El art. 117 de la Constitución atribuye a Jueces y Magistrados el ejercicio de la potestad jurisdiccional y en el párrafo cuarto, asigna a Jueces y Tribunales aquellas funciones que expresamente le estén atribuidas por ley en garantía de cualquier derecho.

El art. 161 de la Constitución concreta las competencias del Tribunal Constitucional en tres órdenes fundamentales:

a) El examen de la inconstitucionalidad de las leyes y disposiciones normativas con fuerza de ley, bien a través del recurso directo de inconstitucionalidad, bien a través del planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad, fundamentada en el art. 163 de la Constitución, que establece la posibilidad de que un Órgano judicial pueda plantear cuestión de inconstitucionalidad sobre la validez de la ley aplicable al caso concreto y de cuya validez dependa el fallo.

b) El amparo de los derechos y libertades fundamentales por violación de los previstos en la Sección 1.ª, del Capítulo II, del Título I de la Constitución y con carácter subsidiario, puesto que el art. 53.2 de la Constitución, otorga la prevalencia del conocimiento de esta materia a los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los principios de preferencia y sumariedad y el texto constitucional, al utilizar la expresión «en su caso», está subrayando el carácter subsidiario del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional.

c) La resolución de los conflictos constitucionales entre los Órganos constitucionales del Estado o la resolución de los conflictos competenciales entre el Estado y las Comunidades Autónomas o entre éstas entre sí.

El Tribunal Constitucional se mueve en la órbita de la constitucionalidad de las normas y los Órganos jurisdiccionales integrados en el Poder Judicial se mueven, esencialmente, en el ámbito de la legalidad. El proceso de amparo, a diferencia del sistema italiano, que dentro de los sistemas de Justicia Constitucional omite el estudio del recurso de amparo y centra toda su valoración esencial en las cuestiones incidentales de inconstitucionalidad que planteen los Jueces ordinarios, nos permite destacar la mayor afinidad, desde el punto de vista procesal, entre el Derecho alemán y el Derecho español, en la medida en que ambos sistemas presentan como elemento inherente al esquema de protección de derechos, la existencia de un recurso o proceso de amparo constitucional ante el Tribunal Constitucional.

En el sistema alemán, el Tribunal Constitucional Federal se ha servido de tres instrumentos fundamentales para llegar a la limitación del alcance procesal del instituto del recurso de amparo, especialmente cuando se trata de un amparo contra leyes: a) El criterio de la «afectación propia, actual e inmediata» como presupuesto de admisibilidad en el amparo contra leyes. b) La alusión a la subsidiariedad del recurso de amparo. c) La referencia al concepto de interés legítimo jurídicamente protegible como presupuesto general de admisibilidad.

Según el art. 1.3 de la Constitución alemana «los Derechos Fundamentales vinculan a los poderes legislativo, ejecutivo y judicial» y según el art. 53 de la Constitución Española, en su apartado primero «los Derechos y Libertades reconocidos en el Capítulo II del presente Título, vinculan a todos los Poderes Públicos».

Según el art. 1.º de la Constitución alemana, ésta «reconoce los derechos inviolables e inalienables del hombre como fundamento de toda comunidad humana, de la paz y de la justicia en el mundo» y según el art. 10 de la Constitución Española «la dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes el libre desarrollo de la personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz social».

Vemos, en definitiva, una coincidencia básica que viene a recoger en ambos sistemas la teoría de la eficacia inmediata de los derechos fundamentales y la configuración de éstos en el plano constitucional como elementos capitales y fundamentadores del Estado, llegándose a proclamar en la jurisprudencia constitucional, la consideración de que los derechos fundamentales tienen un doble contenido en cuanto son elementos fundamentadores del sistema político y elementos objetivos de configuración del esquema de valores y principios básicos de la Constitución.

En el ordenamiento alemán se comprenden en el recurso de amparo o queja constitucional, la casi totalidad de los derechos enunciados en la Constitución Española, pero en el ordenamiento español quedan fuera del amparo algunos derechos como el matrimonio, la familia, la propiedad privada, la herencia, el derecho al trabajo, la libertad de empresa o la protección del medio ambiente, que no se encuentran comprendidos en el estricto ámbito de la Sección Primera, del Capítulo II, del Título I de la Constitución y se insertan en el ámbito que la doctrina científica califica de derechos de nueva generación, como tuve ocasión de exponer en una conferencia pronunciada en la Facultad de Derecho -Departamento de Derechos Humanos- de la Universidad de Alcalá de Henares el día 14 de noviembre de 2006.

En el sistema alemán, la generalidad de los derechos amparables, lleva a entender existente una especie de denominador común a todos ellos a partir del principio del desarrollo de la libre personalidad como expresión de un derecho de libertad general de acción, hasta el punto de que el Tribunal Constitucional alemán ha reconocido la determinación del tipo de derecho violado y la lesión efectiva del principio general de libre desarrollo de la personalidad, con lo cual, en dicho sistema se propende con mayor generalidad a la idea de sistema, formulándose con gran precisión, las distintas perspectivas interpretativas comunes en la valoración de esos derechos fundamentales, lo que ha propiciado, en el ámbito doctrinal, el desarrollo de teorías institucionales, democrático-funcionales o de los valores en desarrollo del texto constitucional, e igualmente, en la práctica aplicativa se han reconocido dificultades, en ocasiones derivadas de la colisión entre varios derechos fundamentales.

Por el contrario, en el derecho español la tipificación tiene una mayor importancia y puede conducir a efectos contrarios, cuales son la eliminación de toda idea de sistema, la delimitación clara de los derechos fundamentales y la potenciación no sólo de los amparables en vía de amparo constitucional, sino la de aquellos que revelan su mayor actividad procesal por medio de los mecanismos e instrumentos de protección.

No obstante, tanto en el derecho alemán como en el derecho español, se proclama el principio de que el objeto del proceso de amparo son los actos del Poder Público y ello permite constatar que gran parte de los recursos de amparo en el momento actual en Alemania lo son por supuestas violaciones del derecho a la tutela judicial efectiva y en este sistema constituyen una categoría doctrinal que agrupa lesiones de diversos preceptos (el derecho de audiencia, el derecho al Juez predeterminado por la Ley, las garantías procesales de tramitación), preceptos que en su contenido se encuentran reflejados en el derecho español dentro del ámbito del art. 24 de la Constitución, y si en Alemania se calcula que el porcentaje de estos recursos puede ser elevado, en España nos encontramos con un porcentaje superior, máxime teniendo en cuenta que la infracción denunciada atañe en la mayor parte de los casos a puras actuaciones formales de los órganos judiciales y no al derecho material aplicado ni a la interpretación llevada a cabo por dichos órganos judiciales.

Las vulneraciones del art. 24 de la Constitución plantean especiales problemas cuando se refieren al examen de los hechos que dieron lugar al proceso, al análisis de la prueba y a la valoración del error.

Veamos, sucintamente, analizando la jurisprudencia constitucional, estas tres perspectivas:

a) Con relación al análisis de los hechos, es cierto que el Tribunal Constitucional (en STC núm. 111/1988 de 8 de junio, 8/1989 de 23 de enero, 2/1991 de 14 de enero y 116/1991 de 23 de mayo, y otras) ha excluido de su conocimiento el examen de los hechos, pero también ha entrado a valorar los hechos, en orden a la defensa técnica del imputado (así, en STC núm. 135/1989 de 19 de julio); desde la perspectiva constitucional nada que concierne al ejercicio de los derechos fundamentales le es ajeno (así, en STC núm. 26/1981, 60/1982 y 185/1989) y ha señalado en la STC núm. 24/1991 de 11 de febrero que los hechos habían quedado acreditados de modo suficiente para posibilitar la convicción del Juez, o ha reconocido que no entra en la competencia del Tribunal revisar los hechos declarados probados en lo que toca a la existencia misma de tales hechos, en STC núm. 50/1991 de 11 de marzo.

En la STC núm. 85/1992 de 8 de junio, el Tribunal revisa la calificación jurídico penal de los hechos y la aplicación de la pena, materia que después ha sido examinada en la STC núm. 55/1996 de 28 de marzo, al analizar la proporcionalidad en un supuesto de objeción de conciencia, núm. 161/1997 de 2 de octubre, sobre la influencia del principio en la conducción de bebidas alcohólicas, y en la STC núm. 136/1999 de 20 de julio, analizando los arts. 20, 22, 23, 24 (1 y 2) y 25 de la CE.

b) Respecto de la prueba, el Tribunal Constitucional ha excluido de su conocimiento la valoración de las pruebas practicadas o el examen de su pertinencia (en SSTC 170/1990 de 5 de noviembre, 174/1990 de 12 de noviembre, 138/1991 de 20 de junio, 168/1991 de 19 de julio y 65/1992 de 29 de abril, entre otras), pero al examinar la prueba indiciaria ha entrado a valorar el engarce entre los hechos indiciarios y los hechos presuntos, llegando a la conclusión de la imposibilidad de construir una presunción a partir de los únicos hechos que habría que reputar acreditados, en STC 182/1989 de 3 de noviembre.

c) En el ámbito de los errores, el Tribunal Constitucional ha excluido su conocimiento para el análisis de los errores en que los órganos judiciales hayan podido incurrir en la aplicación de las normas, no censurando la extensión de la motivación judicial (así, en STC 304/1993 de 25 de octubre y 14/1991 de 28 de enero), pero sí ha entrado a examinar el error notorio o la arbitrariedad en la conclusión judicial cuando ésta implica una lesión real y efectiva del derecho fundamental invocado, en la STC 71/1980 de 30 de abril, o ha valorado la apreciación arbitraria y manifiestamente irrazonable en las STC 88/1991 de 25 de abril, 95/1993 de 22 de marzo y 126/1994 de 25 de abril.

Casos de conflicto entre el Tribunal Constitucional y el Tribunal Supremo se contienen en la STC núm. 7/1994 de 17 de enero, en la que rechazaba en la primera instancia una demanda sobre reconocimiento de la paternidad, el Tribunal Constitucional estima el recurso de amparo, anula la sentencia dictada en el recurso de casación por la Sala Primera del Tribunal Supremo y reconoce que para que el derecho a la tutela judicial sea efectivo ha de garantizar la práctica de las pruebas, llegándose a señalar, en algún sector doctrinal, que esta sentencia implicaba una intervención valorativa de la prueba en la que el Tribunal Constitucional actuaba como una supercasación en vía del amparo, máxime cuando muchas materias de legalidad inciden en la vulneración de los derechos fundamentales (11) .

También subrayamos la problemática de la STC 187/2001 de 17 de septiembre, al resolver el recurso de amparo núm. 5002/2000, en la que el otorgamiento del amparo comporta la declaración de nulidad de la Sentencia impugnada -art. 55.1 a)-, que era la dictada por la Sala Primera del Tribunal Supremo de 20 de julio de 2000. Pero el restablecimiento de la recurrente en la integridad de su derecho fundamental -art. 55.1 c) LOTC- exige, dadas las particulares circunstancias del supuesto enjuiciado en este caso, que el fallo no se limite a declarar tal nulidad y a acordar la devolución de las actuaciones para que sobre ellas se produzca un nuevo pronunciamiento del Tribunal Supremo, puesto que, de una parte, estamos ante un vicio in iudicando y, de otra, a diferencia de lo acaecido en ocasiones precedentes, habiéndose ya pronunciado por dos veces el órgano judicial frente a cuyo último pronunciamiento se demanda amparo y el pleno restablecimiento del derecho a la intimidad personal y familiar exige, en función de las concretas características del caso, excluir dicha devolución con el objeto de que la reparación procedente no se dilate en términos inadmisibles al resultar remitida a un proceso que puede prolongarse indefinidamente y que por su misma duración podría hacer ilusoria la obligada reparación del derecho fundamental lesionado. En consecuencia, el Tribunal declara la nulidad de la Sentencia dictada por la Sala Primera del Tribunal Supremo el 20 de julio de 2000 y, a los fines indicados, declara que, en cuanto al quantum indemnizatorio, ha de estarse en ejecución del fallo a la cantidad acordada en concepto de indemnización por el fallo de la Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona de 12 de enero de 1993, cuya fundamentación resulta acorde con las exigencias del derecho fundamental expresadas en la STC 115/2000 (FJ 3) y voto particular.

Más recientemente, la STC núm. 29/2008 de 20 de febrero, examina un supuesto de prescripción delictual, materia esencialmente asumible por la jurisdicción ordinaria, al resolver los recursos de amparo 1907/2003 y 1911/2003.

La actuación del Tribunal Supremo se produce en el marco de las relaciones entre el Juez y la Ley, puesto que la máxima tensión se produce cuando el Tribunal Supremo conoce de las sentencias de los Tribunales inferiores mediante el recurso de casación que permite al Tribunal fijar criterios unificadores en la interpretación de las normas y sienta jurisprudencia, con independencia de que la vulneración de la jurisprudencia, fuente complementaria del ordenamiento jurídico en los términos recogidos en el art. 1.º apartado 6.º del Título Preliminar del Código Civil, sea un motivo casacional.

Desde esta capital función que cumple realizar al Tribunal Supremo y que convierte a éste en pieza esencial en la interpretación del derecho, en cuanto depura y fija el sentido y alcance del ordenamiento jurídico, debemos plantearnos la dimensión constitucional del máximo órgano jurisdiccional y entender que, de acuerdo con la definición del art. 123 de la Constitución y en coherencia con la afirmación que se contiene en la Ley de Planta y Demarcación Judicial (Ley 38/1988, de 28 de diciembre) cabría considerarlo como órgano dotado de naturaleza institucional, garantizada por la Constitución, criterio que recuerda la Sentencia del Tribunal Constitucional núm. 32/1981, de 28 de julio.

El legislador, en la indicada Ley de Demarcación y Planta Judicial, califica al Tribunal Supremo de «Órgano de relevancia constitucional que culmina la organización del Poder Judicial» y le atribuye, como función esencial, la función casacional «para el cumplimiento del principio de igualdad y del papel constitucional del Poder Judicial», con lo que aparece delimitada claramente la posición constitucional del Tribunal Supremo en el ámbito y en las instituciones del Estado.

Así, el art. 5.º apartado 1.º de la Ley Orgánica del Poder Judicial reconoce que los Jueces y Tribunales interpretarán y aplicarán las Leyes y Reglamentos, según los preceptos y principios constitucionales, conforme a la interpretación que de los mismos resulten de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos, pero también conviene destacar de este precepto la previsión contenida en su apartado 4.º que dice así: «En todos los casos en que según la Ley proceda recurso de casación será suficiente para fundamentarlo la infracción del precepto constitucional» y se añade que «en este supuesto la competencia para decidir en el recurso corresponderá siempre al Tribunal Supremo, cualesquiera que sea la materia, el derecho aplicable y el orden jurisdiccional».

El recurso de casación que prevé el artículo quinto, en su apartado cuarto, de la Ley Orgánica del Poder Judicial se da en aquellos casos en que el precepto constitucional debió ser directamente aplicado para resolver la controversia planteada por el Tribunal del que procedía el recurso, y habrá de tratarse de precepto constitucional que fuere directamente aplicable al caso, por lo que no parece haber una aplicación más directa para la protección de los derechos susceptibles de amparo, cuando ellos carecen de desarrollo legislativo.

El significado que se puede extraer de este precepto no puede ser la sustitución del recurso de amparo, ya que, en la realidad actual, la sentencia del recurso de casación será, sin embargo, susceptible de recurso de amparo, ya que la función interpretadora de la ley ordinaria que se realiza por el Tribunal Supremo, a través del recurso de casación, creando jurisprudencia, presenta modulaciones que la limitan por la posible intervención posterior del Tribunal Constitucional, en razón de la tutela judicial efectiva.

Subsisten, pues, en nuestro ordenamiento, dos tipos de amparo: el ordinario y el constitucional.

a) En primer lugar, los ciudadanos acuden a sus Tribunales ordinarios, porque mediante el amparo ordinario se puede obtener una respuesta rápida de su derecho fundamental vulnerado, siendo de aplicación los principios de economía e inmediación y la necesidad de comprometer a los Tribunales ordinarios en la defensa de los derechos fundamentales.

b) Pero si la pretensión no fuere satisfecha por el Poder Judicial, corresponde al Tribunal Constitucional conocer en última instancia (o para ser más exacto, en penúltima instancia, puesto que todavía puede acudirse al Tribunal Europeo de Derechos Humanos) de la pretensión en amparo en la que el Tribunal Constitucional cumple una doble función: de un lado subjetiva o de tutela de los derechos fundamentales, al convertirse en el último elemento protector de la defensa de tales derechos, y objetiva o nomofiláctica de la Constitución, creando su propia doctrina legal que en tanto intérprete supremo de la Constitución le corresponde efectuar, estando los Tribunales ordinarios obligados a su más estricta observancia, en coherencia con el art. 5.º de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

El Tribunal Constitucional ha asumido la competencia prevenida en los arts. 53.2 y 161.1 b) de la Constitución, al admitir entre sus competencias específicas el desarrollo y protección de los derechos fundamentales en la vía subsidiaria del amparo constitucional, de forma que el procedimiento seguido ante el Tribunal Constitucional español sigue en sus líneas directrices, como ya hemos indicado, las fijadas por el Tribunal Constitucional alemán en materia de protección de Derechos Fundamentales, con las características propias de ser un proceso constitucional que limita el juego del principio dispositivo, pero la posibilidad de revisar también las decisiones judiciales ha supuesto una transformación del papel del Tribunal Constitucional que lo ha acercado más a la fórmula norteamericana, en la medida en que por vía de recurso de amparo, debe conocer de asuntos penales, civiles, administrativos o laborales y ello supone una cierta desviación de la función originaria de los Tribunales Constitucionales Europeos, en la medida en que los acerca al momento del control de la aplicación de las leyes.

Algunos puntos objeto de nuestra reflexión son los siguientes:

a) La sobrecarga del Tribunal Constitucional está exigiendo que el Tribunal Constitucional pueda conocer de lo auténticamente relevante para el conjunto de la comunidad, pues la realidad nos demuestra la masiva utilización por los particulares de las vías constitucionalmente diseñadas en materia de protección especial de los derechos y libertades, singularmente utilizando la vía del amparo constitucional, al que en muchos supuestos se acude con la finalidad de retrasar el cumplimiento o la ejecución de decisiones judiciales.

b) Aunque el Tribunal Constitucional venga insistiendo en su jurisprudencia, con reiteración, que el amparo constitucional no constituye una ulterior instancia, respecto de las existentes ante la jurisdicción ordinaria y pese a tratarse de un recurso que por su propia naturaleza tiene un carácter evidentemente subsidiario, la práctica habitual nos muestra que el recurso de amparo está funcionando como un recurso generalizado y como una instancia más a la que se acude, tras agotar las diversas instancias disponibles ante la jurisdicción ordinaria, para conseguir el logro de una satisfacción, ante una pretensión en muchas ocasiones ajena al estricto ámbito de la protección de los derechos fundamentales.

c) Existe un ingente número de recursos de amparo que versan sobre resoluciones judiciales no emanadas del Tribunal Supremo, que queda privado de elaborar una doctrina legal clara sobre todas las garantías y derechos reconocidos en el art. 24 de la Constitución, sin que sean suficientes, en este ámbito, los remedios que la Ley 29/1998 ofrece respecto al control jurisdiccional de los actos de las Administraciones Públicas ni las sucesivas modificaciones del art. 240 de la LOPJ, en cuanto al régimen de la nulidad de actuaciones.

d) Las relaciones entre el Tribunal Supremo y el Tribunal Constitucional han de producirse en un ámbito de respeto al papel que constitucionalmente corresponde al primero, como Tribunal de Casación, encargado de la tarea de la unificación de la interpretación judicial y la supremacía del Tribunal Constitucional en materia de garantías constitucionales, pues el carácter subsidiario del recurso de amparo constitucional implica que sólo ha de actuar ante posibles fallos de los Tribunales ordinarios en el respeto de los derechos fundamentales y, en este punto, la STC núm. 185/1990 subraya la falta de un amparo judicial, previo y sumario, ante el Tribunal Supremo.

3.10.1.  La legalidad y la constitucionalidad

El Tribunal Constitucional español ha asumido con claridad la esencia del principio de la constitucionalidad en la definición de sus atribuciones y en la valoración de su función, dentro del complejo entramado institucional configurado en el Estado Social y Democrático de Derecho, preconizado en el art. 1.º de la Constitución, marcando de esta forma la diferencia entre los principios de constitucionalidad y de legalidad pero subrayando, en ocasiones, la íntima imbricación que existe entre uno y otro principio, como tributo a la unidad del ordenamiento jurídico.

Así, en la sentencia constitucional del 31 de marzo de 1981 (núm. 9/1981) (12) , el Tribunal parte de que la Constitución es una norma, pero una norma distinta de las demás, por cuanto que incorpora el sistema de valores esenciales que ha de constituir el orden de convivencia política e informa todo el ordenamiento jurídico, y así señala cómo «la naturaleza de ley superior se refleja en la necesidad de interpretar todo el ordenamiento de conformidad con la Constitución», y en la sentencia de 26 de enero de 1981 (núm. 1/1981) (13)  el Tribunal actúa como intérprete supremo de la Constitución en desarrollo del art. 1.º de su Ley Orgánica, de manera que «la interpretación de los preceptos constitucionales, es decir, la definición de la norma, se impone a todos los Poderes Públicos y corresponde por ello al Tribunal Constitucional en el ámbito de sus atribuciones el afirmar el principio de la constitucionalidad, entendido como vinculación a la Constitución de todos los Poderes Públicos».

En sentencias posteriores, como la de 21 de abril de 1982 (núm. 14/1982) (14) , el Tribunal afirma que «el control por la vía jurisdiccional ordinaria y por la constitucional no tiene la misma extensión, pues el Tribunal Constitucional no controla la violación de la Ley, sino sólo la violación de la Constitución», y en la sentencia de 9 de julio de 1984 (núm. 78/1984) (15) , el Tribunal se autoafirma como «intérprete y guardián de la Constitución, pero no del resto del ordenamiento jurídico».

Sin embargo, entendemos que la diferenciación del ámbito y alcance de los principios de constitucionalidad y legalidad que apunta el Tribunal Constitucional, en trance de configurar su verdadero papel y desarrollo de su función, no llega a desconocer la interconexión existente en la eficacia y exigencia de uno y otro principio, partiendo de la base de la unidad del ordenamiento jurídico y la supremacía de la Constitución que no tolera, en todo caso, la existencia de planos que fueran considerados distintos e incomunicables, pues la distinción entre la jurisdicción constitucional y la ordinaria no puede ser establecida como a veces se hace, refiriendo la primera al plano de la constitucionalidad, y la jurisdicción ordinaria al plano de la simple legalidad, pues ni la jurisdicción ordinaria puede, al interpretar y aplicar la Ley, olvidar la existencia de la Constitución ni puede prescindir la jurisdicción constitucional del análisis crítico de la aplicación que la jurisdicción ordinaria hace de la Ley, cuando tal análisis es necesario para determinar si se ha vulnerado o no alguno de los derechos fundamentales o libertades públicas cuya salvaguardia le está encomendada.

Esa conexión de la legalidad y de la constitucionalidad resulta también extraída del análisis de la propia jurisprudencia constitucional en la que se destaca que corresponde al Tribunal Constitucional velar por los derechos que dice el art. 53.2, a los que se dota de una protección jurisdiccional reforzada por cuanto se abre a ellos el acceso a este Tribunal por la vía singular del amparo, por lo que se ha entendido que tal valoración no podrá ser ajena al enjuiciamiento que se haga en tal proceso de la legalidad ordinaria, y desde este punto de vista, si bien el análisis de la constitucionalidad es incumbencia del Tribunal Constitucional, desde el ángulo de la interpretación y aplicación de la legalidad, también se ha pronunciado el Tribunal en la medida que ello era necesario para juzgar las acusadas violaciones de derechos constitucionales.

No obstante, el Tribunal Constitucional en la STC núm. 25/1990 (16)  recuerda, entre otros razonamientos:

a) El Tribunal Constitucional no es una instancia casacional destinada a velar por la corrección interna de la interpretación jurisdiccional de la legalidad ordinaria, para lo que carece de jurisdicción.

b) Sólo si la interpretación de la legalidad contiene pronunciamientos lesivos de un derecho fundamental podrá ser anulada en sede constitucional, pero por vulneradora de este segundo derecho y no del derecho a la tutela judicial, pues de lo contrario éste se convertiría en un confuso cajón de sastre y perdería los perfiles que lo caracterizan.

El Tribunal Constitucional ha tratado de perfilar la respectiva posición de la jurisdicción constitucional de amparo y la ordinaria en el aspecto ahora cuestionado.

Particular relevancia, en este punto, tiene la Sentencia constitucional número 185/1990, de 15 de noviembre (BOE núm. 289, de 3 de diciembre de 1990).

Por su importancia, recogemos algunos fragmentos de los Fundamentos Jurídicos de dicha sentencia constitucional:


«El recurso de amparo constitucional se configura con carácter extraordinario y suplementario de la tutela de los Derechos Fundamentales y Libertades Públicas de los arts. 53.2 y 161.1,b) de la Constitución. Su regulación en ellos permite adaptarlo mediante el oportuno desarrollo legislativo a las diversas circunstancias, preservando su función institucional. Entre sus características esenciales está, efectivamente, la del carácter subsidiario, derivado de que la Constitución no lo contempla como una vía directa ni tampoco, necesariamente, como general y única, sino especial y extraordinaria posterior a la defensa de aquellos derechos y libertades ante los Tribunales ordinarios, a los que el art. 53.2 encomienda la tutela general (SSTC núms. 138/1985, 186/1987 y 1/1988) pero, en lo que es de aplicación actual, el efecto de la subsidiariedad se concreta tanto en la exigencia del agotamiento de los recursos o acciones judiciales previos establecidos en el ordenamiento jurídico [arts. 43.1 y 44.1,a) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional] como en la de plantear en el proceso tan pronto como hubiera lugar para ello [art. 44.1,c) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional], la cuestión relativa a la supuesta vulneración de los derechos constitucionales que lo motiven y sin que la subsidiariedad conduzca ni pueda conducir a una sucesión ilimitada de recursos judiciales, incompatible con el principio de seguridad jurídica que la Constitución consagra en su art. 9.3»;

«... la tutela efectiva tiene lugar mediante los remedios y recursos ordinarios y extraordinarios que existen en el ordenamiento y, subsidiariamente, por el de amparo constitucional. Por ello, será preciso interpretar las normas procesales que integren alguna vía rescisoria de Sentencias firmes en el sentido más favorable para permitir la tutela en fase jurisdiccional de los Derechos Fundamentales, esfuerzo interpretativo con algunos precedentes en este Tribunal (SSTC núms. 10/1984, 15/1986, 110 y 148/1988 y 22/1989).»



Entendemos de singular importancia las reflexiones contenidas en la sentencia constitucional 185/1990, de 15 de noviembre, y las precisiones que sobre estos temas han realizado las Leyes Orgánicas 13/1999 y 19/2003, al modificar el art. 240 (3 y 4) de la Ley Orgánica 6/1985 de 1 de julio y la disposición final primera de la Ley Orgánica 6/2007 que al modificar la redacción del art. 241 de la LOPJ extiende el incidente de nulidad a cualquier vulneración de un derecho fundamental cuando no haya podido hacerse valer con anterioridad ante la jurisdicción ordinaria, siempre en casos de instancia única, por lo que el legislador, suprimido el carácter subjetivo del recurso, refuerza la defensa de los derechos fundamentales en sede judicial ordinaria.

No hay que olvidar que la función del Tribunal Constitucional no mira sólo a la protección singularizada sino más bien a la formulación con carácter general de la protección de los derechos, pues a la hora de enjuiciar un eventual atentado a una libertad o derecho fundamental concreto, el papel del Tribunal Constitucional desde la perspectiva singular quedaría definido por la nota de la subsidiariedad, porque entendemos que la protección de las libertades y los derechos deben tener en la vía normal de que conocen los Jueces y Tribunales ordinarios su debida protección, pues el Juez ordinario y el proceso judicial constituyen el instrumento prioritario para la permanente y eficaz protección de tales derechos fundamentales.

La sentencia del Tribunal Constitucional 119/1993 de 19 de abril (17)  establece que «El hecho de que un Juez o Tribunal seleccione mal la norma aplicable o la interprete o aplique incorrectamente no vulnera, sin más, el art. 24.1 CE (entre otras resoluciones, AATC 104/1985, 372/1984 y STC 46/1983)».

También ha precisado el Tribunal Constitucional la concepción del recurso de amparo como remedio de concretas vulneraciones de derechos fundamentales de los recurrentes, recordando que el recurso constitucional de amparo no es una casación en interés de la Ley (en la STC núm. 114/1995), rechazando por ello pretensiones de amparo constitucional que no incorporaban defensa alguna de un derecho fundamental, sino únicamente discrepancias sobre el entendimiento por el órgano jurisdiccional ordinario de un precepto declarativo de un derecho fundamental, pues no es el recurso de amparo, en expresión del Tribunal Constitucional, la vía procesal adecuada para obtener pronunciamientos abstractos sobre supuestas interpretaciones erróneas o indebidas aplicaciones de preceptos constitucionales y no cabe admitir a trámite un recurso de amparo en aras de precisar doctrina, si no se advierte vulneración de derechos fundamentales del recurrente (así, en AATC núm. 276/1996).

Pero no faltan decisiones en las que se imputa a la sentencia del Tribunal Ordinario un determinado grado de error en la aplicación o interpretación de la legalidad ordinaria. Así, en la sentencia 55/1993 de 15 de febrero (18)  en concordancia con la doctrina constitucional antes expuesta se dice que la tutela judicial cuya efectividad garantiza el art. 24.1 de la CE conlleva la exigencia de que la pretensión formulada ante el Juez competente para ello, obtenga una resolución motivada, pero no garantiza el acierto de la decisión adoptada, ni preserva de eventuales errores del razonamiento jurídico ni en la elección de norma aplicable, cuya elección, salvo que suponga lesión de otro derecho fundamental distinto, no rebasa el ámbito de la legalidad ordinaria, y, por tanto, su control no corresponde a la vía de amparo constitucional, citándose, en este punto, las SSTC núms. 77/1986, 126/1986, 119/1987, 211/1988 y 127/1990. Sin embargo, también se ha dicho en esa sentencia que «es función de este Tribunal el examen de los motivos y argumentos en que se funde la decisión judicial impugnada, con el fin de comprobar si son razonables desde una perspectiva constitucional, corrigiendo en esta vía de amparo cualquier interpretación arbitraria o totalmente infundada o que resulte de un error patente con relevancia constitucional (STC 23/1987, 201/1987, 36/1988, 159/1989 y 63/1990)».

Esta argumentación se completa en la STC 175/1996, que estima vulneradora del art. 24 de la Constitución, por carencia de motivación, la sentencia judicial que contenga contradicciones internas, o errores manifiestos que hagan de ella una resolución irrazonable.

3.10.2.  Reflexión final

En suma, del examen de la jurisprudencia constitucional se infiere que los supuestos de error judicial patente, por arbitraria aplicación de la legislación ordinaria, irrazonada o irrazonable, permiten al Tribunal anular las sentencias de la jurisdicción ordinaria, que incurran en esa clase de error, cuando ha sido la jurisprudencia sentada por el Tribunal Supremo la que ha conocido del planteamiento de las pretensiones de indemnización por error judicial a que alude el art. 121 de la CE y los arts. 292 y ss. de la Ley 6/1985, Orgánica del Poder Judicial. De modo que doctrinalmente ha llegado a sostenerse que de esa posición del Tribunal Constitucional se deduce la apertura ante el error judicial de una vía independiente y paralela a la judicial ordinaria, con el mismo fundamento, pero con diferente finalidad, pues los Tribunales Ordinarios, si prospera la pretensión de error judicial seguida por el cauce de los arts. 292 y ss. LOPJ, no anularán la sentencia que incurrió en el error, sino que se limitan a abrir la vía administrativa indemnizatoria, mientras que en el amparo constitucional por error se anula la sentencia, pero no se hacen en la sentencia constitucional estimatoria pronunciamientos indemnizatorios.

El Tribunal Constitucional asume la última palabra en materia de interpretación y aplicación de la Ley, dejando en manos de la justicia ordinaria simplemente el derecho a una primera labor interpretativa, que, si acaso, podrá quedar intangible si el error padecido no alcanza la calificación de patente, manifiesto o arbitrario, en los términos que el propio Tribunal Constitucional atribuye a esas expresiones.

4.  ANÁLISIS DE LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL EN LOS DISTINTOS PROCESOS

El art. 164 de la Constitución regula el alcance de las sentencias del Tribunal Constitucional y la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional no contiene una regulación acabada de las normas procesales que el Tribunal debe utilizar, partiendo de la consideración de que el Tribunal no es Poder Judicial y, desde esta perspectiva, la posición del Tribunal Constitucional viene recogida en la sentencia de 31 de marzo de 1981, que señala que el Tribunal está al margen de la organización de los Tribunales de Justicia, pero actúa especialmente en relación con el Poder Judicial cuando éste suscita cuestiones de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, por la vía del art. 163 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, cuando el Juez ordinario duda de la validez de la ley aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo y cuando suscita la necesidad de una sentencia constitucional de incidencia posterior en el proceso ordinario, e igualmente resuelve cuestiones que afectan al recurso de amparo o a la inconstitucionalidad de la ley.

Puede concretarse, de este modo, la intervención del Tribunal Constitucional en los distintos procesos:

4.1.  En el recurso de inconstitucionalidad

En el recurso de inconstitucionalidad el Tribunal Constitucional garantiza la supremacía de la Constitución (STC núm. 86/1982, 48/1988 y 17/1990).

Sobre los límites a la declaración de inconstitucionalidad de las normas, el Tribunal Constitucional ha declarado:

«En virtud del principio de conservación de la Ley, este Tribunal ha declarado reiteradamente que sólo cabe declarar la inconstitucionalidad de aquellos preceptos "cuya incompatibilidad con la Constitución resulte indudable por ser imposible llevar a cabo una interpretación conforme a la misma" (STC 111/1993, de 25 de marzo, FJ 8, citando entre otras muchas SSTC 93/1984, 115/1987, 105/1988, 119/1992), habiendo admitido desde nuestras primeras resoluciones la posibilidad de dictar sentencias interpretativas, a través de las cuales se declare que un determinado texto no es inconstitucional si se entiende de una determinada manera, si bien nuestra labor interpretativa tiene por objeto establecer un significado de un texto y decidir que es el conforme con la Constitución. No podemos, en cambio, tratar de reconstruir una norma contra su sentido evidente para concluir que esa reconstrucción es la norma constitucional (STC 11/1981, de 8 de abril, FJ 4). Y ello porque la efectividad del principio de conservación de las normas no alcanza "a ignorar o desfigurar enunciados legales meridianos" (SSTC 22/1985, de 15 de febrero, FJ 5; 341/1993, de 18 de noviembre, FJ 2). En definitiva, la interpretación conforme no puede ser una interpretación contra legem, pues ello implicaría desfigurar y manipular los enunciados legales, usurpando este Tribunal funciones que corresponden al legislador». STC 24/2004, de 24 de febrero, FJ 6.


4.2.  En la cuestión de inconstitucionalidad

En la cuestión de inconstitucionalidad es un instrumento puesto a disposición de los órganos judiciales para conciliar la doble obligación de sometimiento a la ley y a la Constitución (SSTC 17/1981, 26/1984, 94/1986 y 96/2001).

La jurisprudencia constitucional ha delimitado su alcance del modo siguiente:

4.2.1.  Intervención de los órganos judiciales

«Suscitar la cuestión de inconstitucionalidad es una prerrogativa exclusiva e irrevisable atribuida por el art. 163 de la Constitución a los órganos judiciales, los cuales, por el mero hecho de no plantearla y de aplicar la Ley que, en contra de la opinión del justiciable, no estiman inconstitucional, no lesiona, en principio, derecho fundamental alguno de éste (por todas, SSTC 17/1981, de 1 de junio, FJ 1; 148/1986, de 25 de noviembre, FJ 3; 133/1987, de 21 de julio, FJ 1; 23/1988, de 22 de febrero, FJ 1; 67/1988, de 18 de abril, FJ 7; 206/1990, de 17 de diciembre, FJ 2; 119/1991, de 3 de junio, FJ 2; 111/1993, de 25 de abril, FJ 2; 159/1997, de 2 de octubre, FJ 5; y 119/1998, de 4 de junio, FJ 6)». STC 33/2001, de 12 de febrero, FJ 5.


4.2.2.  Juicio de relevancia

Señala la STC 221/1992 de 12 de diciembre, al resolver las cuestiones de inconstitucionalidad núms. 1062/1988 y 2191/1990 (BOE de 19 de enero de 1993):


- «Entre las condiciones procesales de las cuestiones de inconstitucionalidad una de las más esenciales es el llamado juicio de relevancia, estatuido por el art. 35.2 LOTC en garantía de que su planteamiento no desborde la función de control concreto o incidental de la constitucionalidad de las leyes. Para dar exacto cumplimiento a dicha garantía es preciso que el juicio de relevancia o argumentación dirigida a constatar si el fallo del proceso depende de la validez de la norma cuestionada, no solamente venga exteriorizado en el Auto de planteamiento de la cuestión, sino que, además, resulte adecuado a lo que es generalmente admitido en Derecho, de modo que si la argumentación judicial adolece de notoria falta de consistencia, la cuestión incide en inadmisibilidad, al incumplirse una exigencia inexcusable del procedimiento prevista en el art. 163 CE» (STC 166/1986, fundamento jurídico 6.º).

- «Pues bien, dejando claro que corresponde a este Tribunal revisar la adecuación y consistencia del juicio de relevancia, toda vez que afecta a un presupuesto de admisión -conforme al art. 35.2 LOTC- que reviste la condición de cuestión de orden público procesal (SSTC 17/1981, de 1 de junio, FJ 1; 166/1986, de 19 de diciembre, FJ 5; 46/1992, de 2 de abril, FJ 1; 174/1998, de 23 de julio, FJ 1; y 130/1999, de 1 de julio, FJ 2), y que ese examen puede efectuarse, no sólo en el trámite de admisión previsto por el art. 37.1 LOTC, sino también en la Sentencia que ponga fin a la cuestión (SSTC 17/1981, de 1 de junio, FJ 1; 87/1991, FJ 1; 15/1994, FJ 2; y 130/1999, de 1 de julio, FJ 2), para determinar si el precepto cuestionado es la norma "de cuya validez depende el fallo", tal y como establece el art. 163 CE, es necesario concretar cuál era la cuestión debatida en el proceso en el que la cuestión de inconstitucionalidad tiene su origen (STC 174/1998, de 23 de julio, FJ 2)». STC 109/2001, de 26 de abril, FJ 3.

- «Como hemos señalado en la STC 67/2002, de 21 de marzo, conforme a reiterada doctrina de este Tribunal "es a los Jueces y Tribunales ordinarios que plantean las cuestiones de inconstitucionalidad a quienes, en principio, corresponde comprobar y exteriorizar la existencia del llamado juicio de relevancia, de manera que el Tribunal Constitucional no puede invadir ámbitos que, primera y principalmente, corresponden a aquéllos, adentrándose a sustituir o rectificar el criterio de los órganos judiciales proponentes, salvo en los supuestos en los que 'de manera notoria, sin necesidad de examinar el fondo debatido y en aplicación de principios jurídicos básicos se desprenda que no existe nexo causal entre la validez de los preceptos legales cuestionados y la decisión a adoptar en el proceso a quo, ya que en tales casos sólo mediante la revisión del juicio de relevancia es posible garantizar el control concreto de constitucionalidad que corresponde a la cuestión de inconstitucionalidad y evitar que los órganos judiciales puedan transferir al Tribunal Constitucional la decisión de litigios que pueden ser resueltos sin acudir a las facultades que este Tribunal tiene para excluir del ordenamiento las normas inconstitucionales' (SSTC 189/1991, de 3 de octubre, FJ 2; 337/1994, de 23 de diciembre, FJ 4 a); 174/1998, de 23 de julio, FJ 1; 203/1998, de 15 de octubre, FJ 2; ATC 14/1993, de 19 de enero, FJ 2)" (en el mismo sentido, STC 37/2002, de 14 de febrero, FJ 2)». STC 63/2003, de 27 de marzo, FJ 2.

- «Hemos de recordar también lo que dijimos en la ya citada STC 17/1981, de 1 de junio, FJ 1: "A diferencia del recurso [de inconstitucionalidad], que sólo puede ser iniciado por los órganos que enumeran los arts. 161.1 de la Constitución y 32 LOTC, y sólo dentro del plazo que fija el art. 33 de la misma, la cuestión de inconstitucionalidad puede ser planteada por cualquier órgano judicial (arts. 163, Constitución, y 35.1 LOTC), sea cual sea la fecha de entrada en vigor de la norma legal cuestionada. Esta mayor amplitud relativa de la cuestión de inconstitucionalidad no la convierte, sin embargo, ni en un instrumento procesal que quepa utilizar para transferir al Tribunal Constitucional la decisión de litigios concretos... ni, menos aún, para buscar a través suyo una depuración abstracta del ordenamiento, que normalmente debe ser obra del legislador ordinario... La cuestión de inconstitucionalidad no es una acción concedida para impugnar de modo directo y con carácter abstracto la validez de la Ley, sino un instrumento puesto a disposición de los órganos judiciales para conciliar la doble obligación en que se encuentran de actuar sometidos a la Ley y a la Constitución". Dicha Sentencia termina afirmando, en el expresado fundamento jurídico, que "la extraordinaria trascendencia de las cuestiones de inconstitucionalidad como principal mecanismo de conexión entre la jurisdicción ordinaria y la constitucional obliga, sin embargo, a extremar las garantías destinadas a impedir que esta vía procesal resulte desvirtuada por un uso no acomodado a su naturaleza, como sería, por ejemplo, el de utilizarla para obtener pronunciamientos innecesarios o indiferentes para la decisión del proceso en el que la cuestión se suscita".

El llamado juicio de relevancia, que el Abogado del Estado considera que no ha sido exteriorizado por parte del órgano judicial cuestionante, constituye uno de los requisitos esenciales de toda cuestión de inconstitucionalidad, por cuanto a su través se garantiza el control concreto de la constitucionalidad de la Ley, impidiendo que el órgano judicial convierta dicho control en abstracto, pues para realizar este tipo de control, como antes advertimos, carece aquél de legitimación. Dicho juicio de relevancia "ha sido definido por este Tribunal como el esquema argumental dirigido a probar que el fallo del proceso judicial depende de la validez de la norma cuestionada (por todos, ATC 93/1999, de 13 de abril, FJ 3, y las resoluciones allí mencionadas)" (ATC 21/2001, de 31 de enero, FJ 1) y constituye una de las condiciones esenciales para la admisión de la cuestión pues, en la medida que garantiza una interrelación necesaria (STC 28/1997, de 13 de febrero, FJ 3) entre el fallo del proceso a quo y la validez de la norma cuestionada, asegura la realización efectiva del antedicho control concreto de la constitucionalidad de la Ley.

Es claro que la formulación del juicio de relevancia lleva implícito como paso previo la selección y concreción del precepto o preceptos aplicables al caso y de cuya constitucionalidad el órgano judicial duda, pues sólo una vez que han sido concretados dichos preceptos puede aquél exteriorizar el expresado nexo entre su validez y el fallo que debería recaer». STC 64/2003, de 27 de marzo, FJ 5.



4.2.3.  Límites al control del Tribunal Constitucional

«Este Tribunal Constitucional ha venido manteniendo en lo posible una concepción no rigorista de las condiciones de admisibilidad (art. 37.1 LOTC) con el fin de propiciar la depuración del Ordenamiento y, en concreto, así lo ha hecho acerca del llamado juicio de aplicabilidad, sosteniendo desde la STC 17/1981, FJ 1, que "el órgano judicial que plantea la cuestión es... en principio el competente para determinar cuáles son efectivamente las normas aplicables al caso que ha de decidir, y el control del Tribunal sobre este primer requisito ha de limitarse, por decirlo así, a juzgar por las apariencias". En definitiva, hemos sostenido que "la interpretación de la Ley que lleva al órgano judicial proponente de la cuestión a determinar cuáles son los preceptos aplicables al caso ha de ser aceptada por este Tribunal en cuanto no resulte irrazonable" (ATC 380/1996, de 17 de diciembre, FJ 2)». STC 64/2003, de 27 de marzo, FJ 7.


Conforme a reiterada doctrina constitucional -que resume la STC 233/1999, de 16 de diciembre, FJ 3-, «no cabe dar una respuesta unívoca y general a la cuestión relativa a los efectos de la modificación, derogación o pérdida de vigencia de una disposición legal, ulterior a su impugnación, sobre la eventual desaparición del objeto de los diversos procesos constitucionales, la cual ha de venir determinada "en función de la incidencia real de la modificación o derogación, no de criterios abstractos" (STC 111/1983, FJ 2; STC 199/1987, FJ 3; STC 385/1993, FJ 2; STC 196/1997, FJ 2)». A tal respecto, este Tribunal ha señalado que en las cuestiones de inconstitucionalidad «los efectos extintivos sobre el objeto del proceso como consecuencia de la derogación o modificación de la norma cuestionada vienen determinados por el hecho de que, tras esa derogación o modificación, resulte o no aplicable en el proceso a quo y de su validez dependa la decisión a adoptar en el mismo (STC 111/1983, FJ 2; STC 199/1987, FJ 3; STC 168/1993, FJ 7; STC 385/1993, FJ 2)». STC 63/2003, de 27 de marzo, FJ 3.


- «Además, es importante tener presente que si la derogación formal de los preceptos legales cuestionados no determinan que la cuestión haya perdido su objeto o incurra en causa sobrevenida alguna de inadmisibilidad, razón por la cual ha de merecer un pronunciamiento de fondo a cargo de este Tribunal (STC 12/1998, de 15 de enero, FJ 1), tampoco el análisis de una norma que ha sido posteriormente integrada en un Texto Refundido puede limitarse al cuerpo normativo que la acogía primigeniamente, tanto más cuando, como es el caso, la redacción de la disposición legal es idéntica en una u otra norma con rango de Ley. Aunque es cierto -como hemos dicho en la STC 61/1997, de 20 de marzo- que la Ley y el Texto Refundido "son dos textos normativos formalmente distintos" [FJ 4 a)]. Sin embargo, habida cuenta, por una parte, de la naturaleza y contenido propios de la refundición "que carece técnicamente de capacidad innovadora, con lo que la controversia puede trasladarse prácticamente en los propios términos a sus disposiciones" (STC 61/1997, de 20 de marzo, FJ 3), y de otra parte, del hecho de que la cuestión de inconstitucionalidad núm. 4450/1996 se plantea respecto de ambas normas (la Ley y el Texto Refundido), no cabe duda que es preciso un pronunciamiento común a ambos cuerpos normativos». STC 81/2003, de 30 de abril, FJ 3.

- «A tal efecto, conviene recordar que, a diferencia de lo que, por regla general, acontece en el recurso de inconstitucionalidad, en la cuestión, la derogación de la norma legal objeto del proceso no impide el juicio de constitucionalidad sobre la misma, toda vez que la posible aplicación de la norma derogada en el proceso a quo puede hacer necesario el pronunciamiento de este Tribunal (STC 28/1997, de 13 de febrero, FJ 2). Por ello se dice en nuestra STC 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 2, que "podrían justificarse soluciones distintas en cuanto a la desaparición de la razón del proceso", "pues mientras en el recurso directo la derogación, por lo común, extinguirá el objeto, en la cuestión de constitucionalidad la solución puede ser otra por cuanto la validez de la norma -aun derogada- puede requerir un juicio de constitucionalidad". En efecto, éste puede condicionar la decisión judicial en un proceso pendiente, que plantea un problema vivo, lo que justificaría la supervivencia de la norma cuestionada aunque sólo fuere para esa particular controversia. Así, en las cuestiones de inconstitucionalidad, los efectos extintivos sobre el objeto del proceso como consecuencia de la derogación o modificación de la norma cuestionada vienen determinados por el hecho de que, tras esa derogación o modificación, resulte o no aplicable dicha norma en el proceso a quo y de su validez dependa la decisión a adoptar en éste (SSTC 111/1983, de 2 de diciembre, FJ 2; 199/1987, de 16 de diciembre, FJ 3; 385/1993, de 23 de diciembre, FJ 2).

En este sentido conviene recordar que la cuestión de inconstitucionalidad responde en el diseño constitucional a un mecanismo de control en el que los hechos y las pretensiones deducidas acotan y delimitan el ámbito del juicio de constitucionalidad y que los requisitos que para su planteamiento establecen los arts. 163 CE y 35 LOTC pretenden evitar que las cuestiones de inconstitucionalidad se conviertan en un mecanismo abstracto de control normativo». STC 125/2003, de 19 de junio, FJ 2.

- «Esta modificación legal obliga a pronunciarse "acerca de los efectos que el cambio sobrevenido haya podido tener sobre las cuestiones". Y en este sentido debe recordarse que, conforme a reiterada doctrina constitucional -que resume la STC 233/1999, de 16 de diciembre, en su FJ 3-, "no cabe dar una respuesta unívoca y general a la cuestión relativa a los efectos de la modificación, derogación o pérdida de vigencia de una disposición legal, ulterior a su impugnación, sobre la eventual desaparición del objeto de los diversos procesos constitucionales, la cual ha de venir determinada 'en función de la incidencia real de la modificación o derogación, no de criterios abstractos' (SSTC 111/1983, FJ 2; 199/1987, FJ 3; 385/1993, FJ 2; 196/1997, FJ 2)". Pues bien, a la luz de la citada jurisprudencia hay que concluir que el presente proceso no ha perdido su objeto, puesto que el precepto enjuiciado resulta aplicable en el juicio a quo que ha originado el presente proceso constitucional». STC 37/2004, de 11 de marzo, FJ 1.



4.2.4.  Examen de la admisibilidad y de la necesidad de formular alegaciones

- «Hemos de comenzar señalando que ya desde la STC 17/1981, de 1 de junio, FJ 2, hemos puesto de manifiesto que "la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (art. 37.1) abre la posibilidad de rechazar en trámite de admisión... la cuestión de inconstitucionalidad cuando faltaren las condiciones procesales o la cuestión misma fuere notoriamente infundada". Se señala, al efecto, que "esta posibilidad de decretar la inadmisibilidad en trámite previo no excluye, en modo alguno, la facultad del Tribunal para hacer mediante Sentencia un pronunciamiento de la misma naturaleza cuando las razones que impiden entrar a resolver sobre la validez de la norma impugnada no son aparentes prima facie o aparecen de tal modo que resulta aconsejable abrir todas las posibilidades del debate, dando intervención a todos los llamados por el art. 37.2 LOTC, y siguiendo el proceso constitucional hasta terminar por Sentencia, con la plenitud de efectos y de publicidad que a esta modalidad de decisión corresponde". Ello quiere decir, en definitiva, que "como ha reiterado la doctrina de este Tribunal (SSTC 17/1981, 103/1983, 106/1986, y 127/1987, entre otras), la tramitación específica del art. 37.1 LOTC no tiene carácter preclusivo y cabe apreciar en Sentencia, con efecto desestimatorio, la ausencia de los requisitos, tanto procesales como de fundamentación, requeridos para el válido planteamiento de la cuestión" (STC 6/1991, de 15 de enero, FJ 2)». STC 64/2003, de 27 de marzo, FJ 4.


El criterio de la previa identificación de la norma resulta de la doctrina del Tribunal contenida en la STC núm. 21/1985, FJ 2.º; 8 de marzo de 1993, al resolver las cuestiones de inconstitucionalidad núms. 2879/1990, 2161/1991, 2162/1991 y 2187/1991, acumuladas, FJ 1.º, y en la STC núm. 84/1993 de 8 de marzo, al resolver la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1891/1991, FJ 1.º (BOE 15 de abril de 1993).

- En la STC 84/1993 se señala:

«El art. 163 de la Constitución prescribe que el órgano judicial plantee la cuestión "en la forma y con los efectos que establezca la Ley, que en ningún caso serán suspensivos". De ahí que nuestra Ley Orgánica determine en el art. 35.2 que "el órgano judicial sólo podrá plantear la cuestión una vez concluso el procedimiento y dentro del plazo para dictar sentencia". La Ley Orgánica, cumpliendo el mandato constitucional de evitar los efectos suspensivos, no sólo pretende con esta regulación impedir que las cuestiones se utilicen con fines dilatorios e innecesarios, sino también garantizar que el juzgador tenga a la hora de plantearla los elementos de juicio suficientes para conocer si realmente de la norma que va a cuestionar depende el fallo. Pero si, como ocurre en este caso, no se trata de cuestionar la constitucionalidad de una norma para dictar un determinado fallo, sino de la validez constitucional de todo el procedimiento globalmente considerado, la duda alcanza naturalmente -y así resulta del Auto de planteamiento- a todo aquello que suponga o entrañe la iniciación del proceso... Ya en otras ocasiones se ha pronunciado este Tribunal sobre la exigencia de agotar el procedimiento que prescribe el art. 35.2 de la LOTC. Y lo ha hecho en el sentido de que tal exigencia no puede llevarse hasta sus últimas consecuencias, sino que cabe una aplicación flexible del mismo mediante una interpretación finalista. Así, en las SSTC 9/1982 (fundamento jurídico primero), 25/1984 (fundamento jurídico segundo), y 186/1990 (fundamento jurídico segundo).»


La STC de 8 de marzo de 1993, al resolver la cuestión de inconstitucionalidad núm. 189/1991 insiste en la importancia del trámite de alegaciones que es previo al planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad, en los siguientes términos:


«La Ley Orgánica de este Tribunal impone que se dé ocasión a las partes para "alegar lo que deseen sobre la pertinencia de plantear la cuestión de inconstitucionalidad" (art. 35.2) y es de todo punto evidente que ello requiere, cuando menos, una expresa indicación previa, en la providencia que de inicio al trámite, tanto de los preceptos cuestionables como de las normas constitucionales por ellos acaso contradichas. Una irregularidad como la que ahora apreciamos no en todo caso ha de ser, sin embargo, determinante de la inviabilidad de la cuestión (STC 166/1986, fundamento jurídico cuarto), que resultará admisible siempre que las partes -ilustradas, como aquí ocurrió, por los antecedentes del pleito- identifiquen los términos de la duda judicial sobre la constitucionalidad de la ley y aleguen, por consiguiente, sobre la validez de los preceptos luego cuestionados.

El problema no es ahora, sin embargo, el de la admisibilidad de la cuestión en sí misma -que nadie ha negado ante nosotros-, sino el de si puede el órgano judicial, al plantearla, introducir referencias constitucionales (en este caso, la cita del art. 38) que no fueron consideradas en las alegaciones previas. No podemos compartir, en este punto, las observaciones del Abogado del Estado, para quien la introducción en el auto de planteamiento de un parámetro o medida de la constitucionalidad no advertido ni considerado en el previo trámite de alegaciones impediría su empleo a tal efecto en el propio proceso constitucional.

Con independencia de que este Tribunal "podrá fundar la declaración de inconstitucionalidad en la infracción de cualquier precepto constitucional, haya o no sido invocado en el curso del proceso" (art. 39.2 de la LOTC), es necesario tener en cuenta ahora que si bien el órgano judicial no puede cuestionar otros preceptos legales distintos de aquellos que sometió a la consideración de las partes (SSTC 21/1985, fundamento jurídico segundo, y 153/1986, fundamento jurídico primero), no cabe exigir la misma adecuación entre el objeto de las alegaciones y el de la ulterior cuestión en lo relativo a la identificación de las normas constitucionales que se estiman infringidas. Desde luego que un cuestionamiento de la constitucionalidad de la Ley por completo ajeno a lo alegado en el trámite previo podría imponer la conclusión de que el trámite mismo quedó privado de toda virtualidad, con los efectos consiguientes sobre la admisibilidad de la cuestión, pero, al margen tal supuesto extremo, no cabe desconocer que las propias alegaciones de las partes pueden contribuir, con toda normalidad, a perfilar o modular la duda de constitucionalidad que abriga el órgano judicial, al que tampoco cabe negar, junto a ello, la precisión y determinación técnico-jurídica de lo que las partes hayan aducido sobre la constitucionalidad del precepto legal; todo lo cual puede conducir a modificar o a ampliar, en el auto de planteamiento, el parámetro de constitucionalidad inicialmente propuesto por el órgano judicial o identificado, como en este caso, por las partes. Una modulación de este género es, sin duda, la que se expresa en la presente cuestión con la mención del art. 38 de la CE, precepto no citado de modo textual, en las alegaciones previas, pero que en modo alguno puede decirse enteramente ajeno a lo considerado en ellas.»



En la sentencia del TC núm. 222/1992 de 11 de diciembre, al resolver la cuestión de inconstitucionalidad núm. 1797/1990, FJ 2.º (BOE 19 de enero de 1993) se sientan los siguientes criterios:


«a) La cuestión no es inviable por el mero hecho de que el propio órgano judicial que la plantea, cuyo titular no ha variado, hubiera estimado, con anterioridad, que el pleito podría ser resuelto sin acudir ante este Tribunal, supuesto este que aquí, por las singulares circunstancias del caso, se produjo en el seno de un mismo proceso. En la medida en que ello puede resultar expresivo -y así hay que presumirlo, en principio- de un cambio de criterio del juzgador sobre la interpretación de la Constitución o de la regla legal aplicable, este Tribunal no puede, en semejante hipótesis, sino respetar la independencia de juicio del órgano a quo, que ampara, sin duda, tales rectificaciones, no impeditivas en sí mismas, por consiguiente, de la viabilidad de la cuestión.

b) Problema más delicado es el de la admisibilidad de una cuestión promovida mediante un auto cuya motivación se orienta sólo -en apariencia- a sostener la constitucionalidad, en una de sus interpretaciones, del precepto de ley aplicable.

Ante un planteamiento semejante, cabría, acaso, estimar que la cuestión de inconstitucionalidad resulta "notoriamente infundada" (art. 37.1 de la LOTC), no, claro está, porque falte en ella toda fundamentación, o porque la expuesta sea manifiestamente inconsistente, sino, más bien, porque la motivación del auto se presentaría como del todo incongruente con la decisión misma de promover ante este Tribunal la duda de constitucionalidad. La consecuencia obligada sería, en tal supuesto, la inadmisibilidad de la cuestión, que no puede ser instrumentada al modo de un cauce consultivo mediante el cual la jurisdicción constitucional vendría a despejar las dudas que abrigara el órgano judicial no ya sobre la constitucionalidad de un precepto legal, sino sobre cuál fuera, de entre las varias posibles, su interpretación y aplicación más acomodada a la Constitución (STC 157/1990, FJ 2.º)...»



Y continúa señalando la indicada sentencia:


«La cuestión es viable porque el órgano judicial duda de la constitucionalidad de un precepto de ley a cuyo tenor literal estima ahora, modificando su anterior criterio, hallarse sujeto, y este Tribunal no debe rectificar el entendimiento que muestra el Juez a quo sobre su sujeción al enunciado legal de cuya constitucionalidad duda, pues es claro, como consideración de principio, que la interpretación conforme a la Constitución de los preceptos legales tiene también sus límites, entre los que se cuenta el respeto al propio tenor literal de aquéllos. Cualesquiera otros reparos sobre el modo de proceder del órgano judicial (haber trasladado in toto al auto la motivación de su anterior sentencia, en particular) no deben impedir nuestro examen de fondo, conclusión que viene también abonada, en definitiva, por el criterio antiformalista que, según doctrina constitucional, debe inspirar el juicio sobre la admisibilidad de las cuestiones de inconstitucionalidad (STC 155/1987, FJ 3.º).

Lo anterior no ha de quedar contrariado, por último, en atención a lo dispuesto en el art. 5.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de conformidad con el cual "procederá el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad cuando por vía interpretativa no sea posible la acomodación de la norma al ordenamiento constitucional". Según dijimos en nuestra STC 105/1988 (fundamento jurídico 1.º), esta regla no puede entenderse como limitativa de los términos sobre el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad contenidos en el art. 37 de la LOTC. Un entendimiento distinto del precepto legal citado llevaría a instrumentar el trámite de admisibilidad de la cuestión, desfigurando su sentido, como ocasión para impartir criterios a los órganos a quo sobre la interpretación secundum Constitutionem de las normas de cuya constitucionalidad duden.»



También se ha examinado la admisibilidad en las cuestiones de inconstitucionalidad núms. 1304/1991 y 1553/1991.

- Cuestión de inconstitucionalidad (C.I.) núm. 1304/1991: Auto del Pleno del TC de 1 de octubre de 1991 (FJ 1.º).


«1. Es doctrina reiterada de este Tribunal, desde su inicial sentencia 17/1981, de 1 de julio, que la extraordinaria trascendencia de las cuestiones de inconstitucionalidad, como principal mecanismo de conexión entre los Tribunales ordinarios y este Tribunal Constitucional, obliga a examinar con singular cuidado la concurrencia de los requisitos exigidos para su admisibilidad, utilizando, en su caso, el específico trámite previsto en el art. 37.1 de la LOTC para evitar un uso inadecuado de dicha vía procesal, contrario a su propia naturaleza, cuando es posible apreciar prima facie, con la sola audiencia de la Fiscalía General del Estado, en su calidad de parte imparcial y defensora de la legalidad, la existencia de un motivo que se oponga a su plena sustanciación.

Entre las exigencias de viabilidad previstas, conviene recordar que el órgano judicial proponente de la cuestión de inconstitucionalidad viene obligado a observar las condiciones procesales establecidas para el planteamiento de la misma por el art. 35.2 de la LOTC, entre las cuales especial atención ha de prestarse a aquella que se refiere a la necesidad de "especificar y justificar en qué medida la decisión del proceso depende de la validez de la norma en cuestión", pues, en principio, todas las leyes aprobadas por el Poder Legislativo gozan de la presunción de constitucionalidad, lo que no permite configurar a la cuestión de inconstitucionalidad en una suerte de acción popular, sino en un procedimiento de depuración concreta del Ordenamiento. Y junto a ello, el art. 37.1 de la LOTC, atendiendo a razones de economía, a fin de evitar dilaciones indebidas y de garantizar la inmediata eficacia de la ley y de nuestra doctrina, posibilita, asimismo, la inadmisión motivada de la cuestión de inconstitucionalidad suscitada cuando ésta "fuere notoriamente infundada".»



- C.I. núm. 1553/1991: Auto del Pleno del TC de 29 de octubre de 1991 (FJ 3.º).


«3. El art. 37.1 de la LOTC, en su segundo inciso, permite que las cuestiones de inconstitucionalidad sean rechazadas en trámite de admisión mediante Auto, y previa audiencia del Fiscal General del Estado, además de cuando faltaren las condiciones procesales, cuando "fuere notoriamente infundada la cuestión suscitada". Esta expresión de "cuestión notoriamente infundada" es un concepto abierto que permite a este Tribunal un amplio margen de apreciación a la hora de controlar la solidez de la fundamentación de las cuestiones de inconstitucionalidad.

A este respecto, desde sus primeras decisiones, el Tribunal ha mantenido una línea interpretativa muy flexible cuya finalidad fundamental ha sido, además de contribuir a la consolidación de la institución procesal, fomentar la colaboración entre órganos judiciales y jurisdicción constitucional con el fin de cumplir el mandato de asegurar la supremacía de la Constitución mediante la depuración del Ordenamiento jurídico a través de la expulsión de éste de las normas con fuerza de ley contrarias a la Norma fundamental.

Sin embargo, existen supuestos en los que un examen preliminar de las cuestiones de inconstitucionalidad permite apreciar la falta de viabilidad de la cuestión suscitada, sin que ello signifique, necesariamente, que carezca de forma total y absoluta de fundamentación o que ésta resulte arbitraria. En tales casos puede resultar conveniente resolver la cuestión en la primera fase procesal, máxime si su admisión pudiera provocar efectos no deseables como la paralización de múltiples procesos en los que resulte aplicable la norma cuestionada.»



En síntesis, la cuestión de inconstitucionalidad, como ha afirmado el Tribunal Constitucional (sentencia núm. 17/1981, de 1 de junio, BOE de 16 de junio de 1981, y Auto núm. 25.º/1982, de 16 de julio de 1982), no es una acción concedida para impugnar de modo directo y con carácter abstracto la validez de una ley, sino un instrumento puesto a disposición de los órganos judiciales para conciliar la doble obligación en que se encuentran de actuar sometidos a la ley y a la Constitución. Esta, en el art. 163, y la LOTC, en el art. 35, exigen que entre la ley cuestionada y el fallo exista la concreta relación de que este último dependa de la validez de aquélla, no pudiendo el órgano judicial plantear la cuestión sino en el momento de dictar o adoptar una resolución en la que haya de aplicar la norma legal cuya validez se cuestiona.

4.3.  Relación entre el recurso de inconstitucionalidad y la cuestión de inconstitucionalidad

La relación entre el recurso de inconstitucionalidad y la cuestión de inconstitucionalidad se encuentra en el primero de los fundamentos jurídicos de la sentencia 17/1981: «La cuestión de inconstitucionalidad es, como el recurso del mismo nombre, un instrumento destinado primordialmente a asegurar que la actuación del legislador se mantiene dentro de los límites establecidos por la Constitución, mediante la declaración de nulidad de las normas legales que violen esos límites». Y añadió: «El objetivo común, la preservación de la constitucionalidad de las leyes, puede ser perseguido a través de estas dos vías procesales que presentan peculiaridades específicas, pero cuya identidad teleológica no puede ser ignorada».

También señala la STC de 12 de noviembre de 1993, al resolver la cuestión de inconstitucionalidad sobre el art. 390 del Real Decreto Legislativo 781/1986 de 18 de abril que «el objeto de los procesos de declaración de inconstitucionalidad no es la norma -incluso en el supuesto de sucesión de normas en el tiempo-, sino la Ley, el texto legal o vínculo formal como «signo sensible» a través del cual se manifiesta el mandato normativo» (STC 11/1981, FJ 2.º). «Si ello es así incluso para el recurso directo, que es un medio de control de la constitucionalidad de normas en abstracto y no de un sistema normativo en su conjunto e integrado por diversas leyes, con mucha mayor razón ha de serlo para la cuestión de inconstitucionalidad que responde en el diseño constitucional a un mecanismo de control en el que los hechos y las pretensiones deducidas en el proceso acotan y delimitan el ámbito del juicio de inconstitucionalidad. En este sentido conviene recordar que los arts. 163 de la Constitución y 35.2 de la LOTC pretenden evitar que las cuestiones de inconstitucionalidad se conviertan en un mecanismo abstracto del control normativo» (STC 127/1987, FJ 1.º, y añade «Aun cuando en las cuestiones de inconstitucionalidad la derogación de la norma, objeto del proceso constitucional, no impide, por sí sola, el juicio de constitucionalidad sobre la norma, pues la aplicación de la norma derogada al proceso a quo puede hacer necesario un pronunciamiento de este Tribunal... Así pues, si pronunciásemos un juicio de constitucionalidad de la norma, se transformaría una vía de control concreto en otra abstracta o desligada de la aplicación de la norma al caso, contraviniendo la prejudicialidad que el art. 163 de la Constitución exige. La presencia de este motivo de inadmisión por razones procesales, debe llevarnos en este trámite a dictar una sentencia desestimatoria».


- «Este Tribunal viene insistiendo en que, "a diferencia del recurso, que sólo puede ser iniciado por los órganos que enumeran los arts. 161.1 de la Constitución y 32 LOTC, y sólo dentro del plazo que fija el art. 33 de la misma, la cuestión de inconstitucionalidad puede ser planteada por cualquier órgano judicial (art. 163 de la Constitución y 35.1 LOTC), sea cual sea la fecha de entrada en vigor de la norma legal cuestionada", de modo que "la cuestión de inconstitucionalidad no es una acción concedida para impugnar de modo directo y con carácter abstracto la validez de la Ley, sino un instrumento puesto a disposición de los órganos judiciales para conciliar la doble obligación en que se encuentran de actuar sometidos a la Ley y a la Constitución... La defensa de la Constitución frente a las eventuales extralimitaciones de los órganos dotados de poder para crear normas de carácter general corresponde, en primer lugar, a los jueces y Tribunales... la supremacía de ésta [la Constitución] obliga también a los jueces y Tribunales a examinar, de oficio o a instancia de parte, la posible inconstitucionalidad de las leyes en las que, en cada caso concreto, hayan de apoyar sus fallos" (STC 17/1981, de 1 de junio, FJ 1). En definitiva, "el planteamiento de las cuestiones de inconstitucionalidad es prerrogativa, exclusiva e irrevisable del órgano judicial, conferida por el art. 35.1 LOTC como cauce procesal para resolver las dudas que él mismo pueda tener acerca de la constitucionalidad de una ley que se revela de influencia decisiva en el fallo a dictar" (STC 148/1986, de 25 de noviembre, FJ 3), siendo, por tanto, "presupuesto inexcusable, que el órgano judicial que promueve la cuestión sea competente y haya, por tanto, de pronunciarse, en principio, sobre el fondo del litigio sometido a su conocimiento" (ATC 470/1988, de 19 de abril, FJ 3).

La cuestión de inconstitucionalidad, en los términos en que este proceso constitucional se halla regulado en los arts. 35 y siguientes LOTC, requiere, como presupuesto procesal indeclinable, que la duda de constitucionalidad sea planteada, una vez oídas las partes y el Ministerio Fiscal, mediante el correspondiente Auto dictado por un concreto y determinado órgano jurisdiccional, que no es otro sino aquel al cual incumbe, en virtud de las correspondientes reglas competenciales, dictar resolución para decidir el concreto proceso en que la norma con rango de Ley de cuya constitucionalidad se duda ha de ser aplicada. Así se desprende de lo dispuesto en el art. 35.1 y 2 y de lo prevenido en el art. 38.3 LOTC, a cuyo tenor las sentencias recaídas en cuestiones de inconstitucionalidad serán comunicadas por el Tribunal Constitucional "al órgano judicial competente para la decisión del proceso"». STC 96/2001, de 5 de abril, FJ 3.



Reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional [en SSTC núm. 173/2002 de 9 de octubre (FJ 5) y 15/2004 de 23 de febrero, FJ 3] considera la cuestión de inconstitucionalidad como «una prerrogativa exclusiva e irrevisable, atribuida por el art. 163 de la CE a los órganos judiciales, que pueden no plantearla si estiman constitucional y, por lo tanto aplicable la ley cuestionada».

4.4.  El recurso de amparo

Respecto del recurso de amparo, el Tribunal Constitucional ha seguido una reiterada jurisprudencia que ha puesto de manifiesto: a) que el Tribunal no es el Juez del caso concreto, b) que el recurso de amparo no es un recurso de revisión del Derecho aplicado por los Jueces y Tribunales, c) que no es una tercera instancia jurisdiccional, d) que es un proceso constitucional específico, y e) que el Tribunal Constitucional no puede valorar la forma en que los órganos del poder judicial y en especial el Tribunal Supremo, interpretan y aplican las leyes en tanto no se violen las garantías constitucionales (sentencias del Tribunal Constitucional, entre otras, de 30 de marzo y 18 de mayo de 1991) y en la sentencia constitucional de 23 de marzo de 1982, señala que:

«Este Tribunal no es una tercera instancia a la que corresponda revisar con carácter general los hechos declarados probados y el Derecho aplicado en la resolución judicial impugnada. Por el contrario, cuando la Sala conoce el recurso de amparo contra resoluciones de órganos judiciales, ha de partir de los hechos declarados probados (art. 44.1.b de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional) y hemos de limitar nuestra función a concretar si se han violado derechos o libertades del demandante y a preservar o restablecer tales libertades o derechos (art. 54 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional).»


4.4.1.  Relaciones entre el proceso ordinario y el de protección de los derechos fundamentales

La doctrina que se sienta en la sentencia del Tribunal Constitucional núm. 84/1987, de 28 de mayo, dictada en el recurso de amparo núm. 388/1986 (BOE de 25 de junio de 1987), señala en el fundamento jurídico quinto, apartado segundo:


«La garantía contencioso-administrativa que configura la Ley de Protección Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la Persona consiste en un proceso caracterizado, además de por su naturaleza preferente y la mayor brevedad de sus trámites, por su especialidad y su variedad, en el sentido de que tal sólo puede enjuiciarse en el mismo la conformidad del acto o disposición objeto del recurso con los derechos fundamentales a que se refiere el art. 53.2 de la Constitución (art. 6.1 de la Ley 62/1978 en conexión con la Disposición Transitoria segunda, dos, de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional). Cualquier otra cuestión relativa a la legalidad del acto o disposición impugnada debe sustanciarse a través del recurso ordinario que incluso puede seguirse simultáneamente al proceso especial como recuerda nuestra sentencia núm. 24/1984, de 20 de febrero. En el recurso ordinario puede plantearse también la eventual infracción de los derechos constitucionalmente reconocidos, y asimismo, constituye, en su caso, una vía judicial previa a la interposición del recurso de amparo.

En consecuencia, los interesados deben optar entre acogerse a las ventajas de preferencia y celeridad propias del proceso sumario de la Ley 62/1978, renunciando a pretender la nulidad del acto por vicios de legalidad, o bien plantear cualquier posible motivo de nulidad a través del recurso ordinario, renunciando a aquellas ventajas procesales, o bien, por último, instar en tiempo y forma dos acciones paralelas con el mismo objeto y por motivos distintos. Lo que el ordenamiento procesal vigente no contempla ni puede afirmarse que imponga el art. 24.1 de la Constitución es la facultad de utilizar sucesivamente una y otra vía de recurso, de manera que pueda formularse el ordinario, una vez desestimado el especial, con independencia del transcurso de los plazos legales de caducidad de la acción. La admisión del recurso preferente y sumario y su consiguiente tramitación no suspende el cómputo de dichos plazos, ni se produce con reserva del derecho al ejercicio de la acción por la vía ordinaria. De manera que, si una vez desestimada la demanda deducida en aquel proceso especial, han caducado los plazos para seguir la vía del proceso contencioso ordinario, la eventual ausencia de tutela no es imputable a la sentencia desestimatoria, sino directa y exclusivamente a la opción libremente adoptada por el recurrente, como sucede en el presente caso.»



La naturaleza del procedimiento especial para protección de derechos fundamentales ha sido analizada en la jurisprudencia constitucional:


- «Pues bien, tratándose del procedimiento especial para la protección de los derechos fundamentales de la persona, regulado en el título V de la Ley 28/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa, ésta incluye ciertas cautelas para evitar el abuso del recurso a este procedimiento, al socaire de la invocación de presuntas vulneraciones de derechos fundamentales. Así, el art. 115.2 establece cuál debe ser el contenido del escrito de interposición, al señalar que en éste "se expresará con precisión y claridad el derecho o derechos cuya tutela se pretende y, de manera concisa, los argumentos sustanciales que den fundamento al recurso". De esta forma se permite que el órgano judicial tenga, desde un primer momento, un conocimiento aproximado de la cuestión que se pretende plantear, con objeto de que pueda desarrollar su facultad de velar por el cumplimiento de los presupuestos exigidos para la viabilidad del procedimiento especial.

Como complemento de dicha norma, el art. 117 LJCA prevé un incidente que puede derivar en la inadmisión inicial del procedimiento. En este extremo, hay que destacar que el precepto en cuestión plasma una abundante jurisprudencia anterior, avalada por este Tribunal, en relación con la posible inadmisión a limine de los recursos planteados al amparo de la Ley 62/1978, a pesar de que ésta no contemplara expresamente dicho trámite. Como dijimos ya en nuestra Sentencia 37/1982, de 16 de junio y hemos reiterado con posterioridad, "la limitación del objeto del proceso especial contencioso-administrativo, regulado en la Ley 62/1978, da lugar a que sea inadecuado para tramitar pretensiones que no tengan relación con los derechos fundamentales, que se recogen en el art. 53.2 de la Constitución. Lo que determina que no pueda admitirse, en efecto, la existencia de una facultad del ciudadano para disponer del proceso especial sin más que la mera invocación de un derecho fundamental... Cuando el recurrente en vía contencioso-administrativa acude al procedimiento especial, apartándose de modo manifiesto, claro e irrazonado, de la vía ordinaria, por sostener que existe una lesión de derechos fundamentales, cuando, prima facie, pueda afirmarse, sin duda alguna, que el acto impugnado no ha repercutido en el ámbito de los derechos fundamentales alegados, la consecuencia puede ser la inadmisión del recurso, tal y como viene declarando reiteradamente la jurisprudencia del Tribunal Supremo" (FJ 2).

En concreto, el apartado 1 del citado art. 117 LJCA prevé que el órgano jurisdiccional, una vez recibido el expediente o transcurrido el plazo para su remisión y, en su caso, el del emplazamiento de los demás interesados, pueda comunicar a las partes el motivo en que pudiera fundarse la inadmisión del recurso. Si así lo estimara, dispone el apartado 2 del mismo precepto, que "en el supuesto de posibles motivos de inadmisión del procedimiento se convocará a las partes y al Ministerio Fiscal a una comparecencia, que habrá de tener lugar antes de transcurrir cinco días, en la que se les oirá sobre la procedencia de dar al recurso la tramitación prevista en este capítulo". Pues bien, para dotar de virtualidad al trámite descrito resulta obligado convenir que en él el actor, en defensa de sus intereses, deberá aportar algún elemento o dato del que pueda inferirse la consistencia de su queja, aunque la prueba del extremo alegado quede diferida a un momento ulterior. En concreto, cuando el derecho que se afirma vulnerado sea el de libertad sindical, si el Tribunal a quo abre el incidente previsto en el citado art. 117.2, al demandante le corresponde trazar el panorama de discriminación sindical sobre el que pretende basar sus alegaciones, so pena de ver inadmitido su recurso; y esta carga es justamente la que no fue atendida en el caso que nos ocupa». STC 143/2003, de 14 de julio, FJ 3.



4.4.2.  Características del recurso

El análisis de la doctrina jurisprudencial del Tribunal subraya la nota de la subsidiariedad del recurso, destacada por la jurisprudencia constitucional:


«En efecto, este Tribunal viene exigiendo, en aplicación de su doctrina sobre la subsidiariedad del amparo, la utilización previa de todo recurso que por su carácter y naturaleza sea adecuado para tutelar la libertad o derecho que se entiende vulnerado (SSTC 108/1999, de 14 de junio, FJ 2; 169/1999, de 27 de septiembre, FJ 3; 211/1999, de 29 de noviembre, FJ 2; 86/2000, de 27 de marzo, FJ 2; 178/2000, de 26 de junio, FJ 3; 284/2000, de 27 de noviembre, FJ 3; 165/2002, de 17 de septiembre, FJ 3; 57/2003, de 24 de marzo, FJ 2 y 89/2003, de 19 de mayo, FJ 2), y a tal fin entiende que la interposición del incidente de nulidad que se regula en el art. 240.3 LOPJ, a partir de su reforma operada por la Ley Orgánica 5/1997, de 4 de diciembre, constituye un recurso ineludible para cumplir el requisito previsto en el citado art. 44.1 a) LOTC (por todas, STC 284/2000, de 27 de noviembre, FF.JJ. 3 y 4). Tal y como el Ministerio Fiscal observa, los recurrentes obviaron esa carga procesal, no dando ocasión a los órganos judiciales, si para ello hubiera razón, de reparar ese supuesto vicio de incongruencia.

Tal omisión, que habría hecho posible la inadmisión a limine de la queja en este punto conforme al art. 50.1 a) LOTC, en todo caso puede ser tomada en cuenta en este momento procesal, provocando, en lo que a esa concreta pretensión concierne, la desestimación del recurso (SSTC 50/1991, de 11 de marzo, FJ 3; 185/2000, de 10 de julio, FJ 3; 105/2001, de 23 de abril, FJ 2; 228/2001, de 26 de noviembre, FJ 2, 12/2002, de 28 de enero, FJ 3; 74/2002, de 8 de abril, FJ 2; 158/2002, de 16 de septiembre, FJ 2; 178/2002, de 14 de octubre, FJ 4; y 57/2003, de 24 de marzo, FJ 2, entre otras)». STC 28/2004, de 4 de marzo, FJ 4.



También el Tribunal Constitucional español ha analizado la subsidiariedad en relación con la interposición de recurso de casación para unificación de doctrina:

«Este Tribunal ha declarado en reiteradas ocasiones que la subsidiariedad del recurso de amparo tan sólo impone la previa formalización del recurso de casación para la unificación de doctrina "cuando no quepa duda respecto de la procedencia y posibilidad real y efectiva de interponerlo, así como de su adecuación para reparar la lesión de los derechos fundamentales invocados en la demanda de amparo" (SSTC 337/1993, de 15 de noviembre; 347/1993, de 22 de noviembre; 354/1993, de 29 de noviembre; 377/1993, de 20 de diciembre; 132/1994, de 9 de mayo; 140/1994, de 9 de mayo; 93/1997, de 8 de mayo; 183/1998, de 17 de diciembre; 5/1999, de 8 de febrero; 13/1999, de 22 de febrero; 173/1999, de 27 de septiembre; 183/2000, de 10 de julio; 71/2002, de 8 de abril; 17/2003, de 30 de enero). Sin que a quien pretende hacer valer la no interposición del recurso de casación para la unificación de doctrina para que la demanda de amparo sea inadmitida, le baste con alegar su abstracta procedencia y adecuación, sino que es suya la carga de "acreditar la posibilidad de recurrir a esta extraordinaria vía, absteniéndose de efectuar vagas invocaciones sobre la procedencia del recurso, pues es claro que la diligencia de la parte para la tutela de su derecho ante los Tribunales ordinarios no alcanza a exigirle, a priori, la interposición de recursos de dudosa viabilidad" (SSTC 173/1999, de 27 de septiembre; 107/2000, de 5 de mayo; 17/2003, de 30 de enero)». STC 196/2003, de 27 de octubre, FJ 3.


La jurisprudencia constitucional también ha delimitado su ámbito y finalidad:


- «El recurso de amparo se ha establecido por el constituyente y configurado por el legislador como un medio procesal para recabar la tutela de las libertades y derechos proclamados en los arts. 14 al 30 CE [arts. 53.2 y 161.1 b), CE, y 41 LOTC], y sólo con la finalidad de restablecer o preservar los mismos (art. 41.3 LOTC). De modo que la única medida de enjuiciamiento aplicable, tanto en este proceso constitucional de amparo como en el proceso preferente y sumario seguido ante los Tribunales ordinarios exart. 53.2 CE, es la integrada por los preceptos de la CE que reconocen aquellos derechos fundamentales y libertades públicas, cuyo contenido y alcance, no obstante, habrá de interpretarse de conformidad con los tratados y acuerdos internacionales a que hace referencia el art. 10.2 CE.

De este modo, aunque los textos y acuerdos internacionales del art. 10.2 CE constituyen una fuente interpretativa que contribuye a la mejor identificación del contenido de los derechos cuya tutela se pide a este Tribunal Constitucional, la interpretación a que alude el citado art. 10.2 del texto constitucional no los convierte en canon autónomo de validez de las normas y actos de los poderes públicos desde la perspectiva de los derechos fundamentales, es decir, no los convierte en canon autónomo de constitucionalidad (SSTC 64/1991, de 22 de marzo, FJ 4, 372/1993, de 13 de diciembre, FJ 7). Consecuentemente, el único canon admisible para resolver las demandas de amparo es el del precepto constitucional que proclama el derecho o libertad cuya infracción se denuncia, siendo las normas internacionales relativas a las materias sobre las que incide la disposición o el acto recurrido en amparo un elemento más para verificar la consistencia o inconsistencia de aquella infracción». STC 41/2002, de 25 de febrero, FJ 2.

- «Como señala la misma STC 298/1993, el recurso de amparo se orienta a la reparación de efectivas vulneraciones de los derechos fundamentales y no a la depuración objetiva de aquellos vicios que puedan concurrir en la acción de los poderes públicos, desprendiéndose así inequívocamente de los arts. 41, 54 y 55 LOTC, sin que, por ello, como señalan las SSTC 221/1994, de 18 de julio (FJ 2), y 191/1996, de 26 de noviembre (FJ 4), pueda otorgarse el amparo cuando los desaciertos en la fundamentación jurídica no han sido necesariamente relevantes para el fallo y, en sí mismos, no han supuesto la lesión de un derecho fundamental. Tal ocurre en el supuesto que consideramos en el que, como hemos visto, no puede apreciarse que los derechos e intereses legítimos de los recurrentes no hayan sido efectivamente tutelados por los órganos judiciales, en cuanto que aquéllos han recibido una respuesta desestimatoria en relación con sus pretensiones, respuesta no cuestionada por los mismos. En definitiva, como han puesto de relieve la STC 309/1993, de 25 de octubre, y los AATC 226/1993, de 12 de julio (FJ 5), y 187/2000, de 24 de julio (FJ 4), no procede que este Tribunal corrija los razonamientos judiciales que, realizados a mayor abundamiento, carecen de efecto práctico sobre el fallo de la resolución judicial». STC 30/2001, de 12 de febrero, FJ 4.



Sobre el objeto del recurso ha declarado la jurisprudencia constitucional:


- «Pero el recurso de amparo constitucional se encuentra circunscrito a la protección de los derechos y libertades reconocidos en los arts. 14 a 29 CE, más la objeción de conciencia del art. 30 CE; no se pueden hacer valer otras pretensiones que las dirigidas a restablecer o preservar esos derechos o libertades (por todas, SSTC 159/1997, de 2 de octubre, FJ 4; 183/1997, de 28 de octubre, FJ 3; 55/1998, de 16 de marzo, FJ 3; 71/1998, de 30 de marzo, FJ 4; 36/1999, de 22 de marzo, FJ 3; y 84/1999, de 10 de mayo, FJ 4)». STC 33/2001, de 12 de febrero, FJ 2.

- «Como hemos dicho reiteradamente (por todas, SSTC 31/2002, de 11 de febrero -FJ 3-, o 158/2002, de 16 de septiembre -FJ 5-), en la demanda de amparo es donde se fija el objeto procesal, pues aquélla es la rectora del proceso constitucional, acotando, definiendo y delimitando la pretensión, en relación con las vulneraciones que en ella se citan, debiendo allí individualizarse el acto o disposición cuya nulidad se pretenda, con indicación de la razón para pedirla o -causa petendi-, sin que sean viables las alteraciones introducidas en ulteriores alegaciones, cuya ratio es completar y, en su caso, reforzar la fundamentación del recurso, mas no ampliarlo o variarlo sustancialmente, en cuanto que en los escritos posteriores a la demanda no cabe modificar el -petitum- o la -causa petendi-, agregando extemporáneamente nuevos fundamentos o nuevas pretensiones. Así lo hemos declarado también específicamente en relación con los nuevos motivos o fundamentos introducidos a través del escrito de alegaciones formulado en el trámite del art. 50.3 LOTC (por todas, STC 144/1996, de 16 de octubre -FJ 2-, y ATC 207/1997, de 9 de junio -FJ 2-). Y en las SSTC 113/1998, de 1 de junio -FJ 2-, y 159/2000, de 12 de junio -FJ 2-, hemos recordado la concreta y limitada finalidad que posee el trámite de alegaciones del art. 52.1 LOTC, que no permite a las partes ampliar la queja constitucional, cuyo alcance objetivo se delimita definitivamente en la demanda, de modo que el recurso de amparo se limita exclusivamente a las pretensiones deducidas por quienes lo interpusieron en tiempo y forma, negándose la posibilidad de que las personas que comparecen en el proceso constitucional, a tenor del art. 51.2 LOTC, una vez admitido a trámite el recurso, puedan convertirse en codemandantes y pedir la reparación o preservación de sus propios derechos fundamentales o, debe añadirse, de los del recurrente en amparo, cuando lo realizan fuera de los límites que acabamos de exponer para los escritos de alegaciones formulados de acuerdo con el art. 52.1 LOTC; no siendo ocioso recordar, en este último sentido, que, como se desprende de lo que dijimos en la STC 30/2001, de 12 de febrero -FJ 4-, el carácter esencialmente subjetivo del recurso de amparo determina que, salvo excepciones que aquí no concurren, no quepa sostener en el mismo vulneraciones de derechos fundamentales o libertades públicas causadas a terceros que no las han hecho valer de modo adecuado». STC 73/2003, de 23 de abril, FJ 1.



4.5.  Los conflictos de competencia

A través de los conflictos de competencia el Tribunal delimita los ámbitos competenciales propios del Estado y de los demás órganos constitucionales especialmente legitimados para suscitar y comparecer en los conflictos de competencia (STC núm. 146/1989 y 235/1991).

El Tribunal se ha ocupado en varias ocasiones de diferenciar los recursos de inconstitucionalidad contra normas referidas a la distribución de competencias o a otras materias comprendidas en el Título VIII de la Constitución, y los conflictos de competencia.

En la sentencia 84/1982 sobre la legitimación del Parlamento de una Comunidad para interponer un recurso de inconstitucionalidad contra una ley estatal, el Tribunal declaró que la protección de las Comunidades frente a actos de los poderes centrales podía articularse «a través de dos vías específicas», y añadía aquella sentencia que «en términos generales hay conflicto de competencia cuando dos órganos se consideran igualmente competentes o incompetentes para proveer en un determinado asunto, y control de constitucionalidad de las normas cuando se comprueba la validez de una norma contrastándola con otra de nivel superior en los términos del art. 28.1 LOTC, sin que se pretenda el ejercicio de la competencia normativa por parte del que impugna la validez» (STC 25/1981, FJ 2).

El recurso de inconstitucionalidad tiene por objeto inmediato la determinación de la inconstitucionalidad de la norma impugnada «sin que queden excluidas de su ámbito las normas que afectan a la delimitación de competencias», mientras que «la finalidad del conflicto positivo de competencias es determinar el titular de éstas» (STC 32/1981, FJ 1).

De esta diferencia derivan varias consecuencias: a) Siendo el objeto específico de un conflicto la declaración de la titularidad de una competencia, no es admisible la interposición (en un conflicto) de una pretensión principal e independiente en la que se nos pide la declaración de inconstitucionalidad de los Reales Decretos en cuestión; b) Si una norma estatal es contraria al orden de competencias relativo a una Comunidad determinada, que es la que contra aquella interpone un recurso de inconstitucionalidad, no por ello podrá declararse nula por inconstitucional, pues podrá valer en relación con otras Comunidades y aun podrá ser Derecho supletorio para la impugnante [SSTC núms. 25/1981, 32/1981, 110/1983 (FJ 1), 32/1983 (FJ 1), 49/1984 (FJ 2)].

Cuando las pretensiones procesales, aun teniendo un fundamento competencial, recaen sobre leyes, deben llevarse a un recurso de inconstitucionalidad y no a un conflicto, con base en los arts. 67, 63 y 64 de la LOTC, pues es claro que el requerimiento, en su caso, y el conflicto siempre se «traba entre órganos ejecutivos» (STC 49/1984, FJ 1). Es esta misma sentencia la que más frontalmente aborda el tema al decir que «si la ley estatal por modo directo entraña una violación de norma definidora de competencia..., no podrá decirse que se utiliza indebidamente el instrumento procesal puesto a disposición de los legitimados para ello (el recurso de inconstitucionalidad), con la pretensión de eliminar de la fórmula legal las proposiciones normativas vulneradoras de las reglas que integran también el bloque de constitucionalidad» (STC 49/1984, FJ 2). Lo que sucede es que la declaración -en un recurso de inconstitucionalidad promovido por una Comunidad Autónoma en el sentido de que la norma estatal de contenido competencial no es inconstitucional- no prejuzga la solución de futuros posibles conflictos entablados entre esa misma Comunidad y el Estado cuando se trata de competencias concurrentes entre el Estado y la Comunidad (STC 49/1984, FF.JJ. 5 y 6).

Cabe subrayar algunas precisiones sobre las pretensiones interpuestas en los conflictos de competencia:

a) La eficacia de lo resuelto en un conflicto transciende más allá del caso concreto planteado, pues una vez resuelta y declarada la titularidad de la competencia en un conflicto trabado entre el Estado y una Comunidad, si entre estas mismas partes hay planteados otros varios conflictos sobre otras tantas disposiciones o actos dictados en ejercicio de una misma competencia, «la fijación de la titularidad en la resolución de uno de estos conflictos presenta la desaparición sobrevenida de la controversia competencial en los demás casos planteados» (STC 110/1983, FJ 2).

b) La declaración de una competencia como de titularidad estatal cuando lo impugnado son disposiciones estatales puede no bastar, ya que siendo el Estado «un ente complejo que consiste en una pluralidad de órganos», puede no ser indiferente que una competencia estatal sea ejercida por cualquier órgano estatal, «pues aun siendo estatal una competencia si la ejerce un órgano del Estado distinto al previsto constitucionalmente, el Tribunal tendrá que declarar nula la norma en que tal competencia se contenga» (STC 32/1983, FJ 1).

c) La controversia constitucional no puede quedar enervada por la modificación de las disposiciones cuya adopción dio origen al conflicto, cuando las partes demanden todavía una determinación jurisdiccional de sus competencias que constate si se verificó o no una extralimitación competencial (STC núm. 182/1988, FJ 1; núm. 248/1988, FJ 2; núm. 167/1993, FJ 2, y Autos 155/1991 y 30/1992).

4.6.  Los conflictos de atribuciones

El conflicto de atribuciones garantiza la existencia de la estructura constitucional concebida como sistema de relaciones entre órganos constitucionales dotados de competencias propias, que se protegen también a través de esta vía procesal (STC núm. 45/1996 y 234/2000).

4.7.  Otros contenidos competenciales del Tribunal Constitucional

4.7.1.  Atribuciones del Tribunal: primacía de la Constitución

Con motivo del recurso de amparo núm. 65/1980, sentencia de 26 de enero de 1981, publicada en el BOE de 24 de febrero de 1981, suplemento núm. 47, el Tribunal, en el Fundamento Jurídico segundo, señala: «Corresponde al Tribunal Constitucional, en el ámbito general de sus atribuciones, el afirmar el principio de constitucionalidad, entendido como vinculación a la Constitución de todos los poderes públicos», pero profundizando más en este contenido, en el Fundamento Jurídico sexto del recurso de inconstitucionalidad núm. 189/1980, sentencia de 13 de febrero de 1981, indica: «Por su naturaleza y por imperativo de la Ley (art. 80 de la Ley Orgánica del Tribunal) ha de fundamentar sus decisiones dando respuesta a las alegaciones de las partes e interpretando los preceptos constitucionales y los legales... y las llamadas, en parte de la doctrina, sentencias interpretativas -que declaran la constitucionalidad de un precepto impugnado en la medida en que se interprete en el sentido que el Tribunal Constitucional considere como adecuado a la Constitución- son un medio al que la jurisprudencia constitucional de otros países ha recurrido para no producir lagunas innecesarias en el ordenamiento, evitando, al tiempo, que el mantenimiento del precepto impugnado pueda lesionar el principio básico de la primacía de la Constitución».

4.7.2.  La preconstitucionalidad

En el fundamento jurídico primero del recurso de inconstitucionalidad núm. 186/1980, sentencia de 2 de febrero de 1981, se señala el concepto de la preconstitucionalidad teniendo en cuenta al sistema italiano y alemán. En el sistema italiano el problema se plantea en las cuestiones de inconstitucionalidad en relación a la delimitación de la competencia del Tribunal Constitucional y los Jueces y Tribunales ordinarios y el Tribunal italiano (sentencia de 14 de junio de 1958, núm. 1) afirma inicialmente su competencia, aunque no con carácter exclusivo, si bien en los casos en los que los Jueces y Tribunales ordinarios han considerado que la norma ha sido derogada por la Constitución, se afirma que el proceso constitucional propuesto encuentra su causa jurídica propia en el interés general concurrente y en la eliminación de una vez para siempre y erga omnes de la duda que da origen al proceso (sentencia de 27 de enero de 1959, núm. 1).

El sistema alemán, siguiendo las directrices de la Ley Fundamental de Bonn, sí contiene una cláusula de tipo derogatorio (art. 123) y el Tribunal se ha declarado competente para entender del recurso directo de inconstitucionalidad en relación a leyes anteriores a la fundamental (sentencia de 24 de febrero de 1953), competencia que ha ejercido declarando la nulidad de alguna de tales leyes (sentencia de 5 de agosto de 1966). Por otra parte, el órgano de la justicia constitucional de la Alemania Federal se ha considerado incompetente en las cuestiones de inconstitucionalidad relativas a leyes preconstitucionales, salvo el supuesto en que hubieran sido voluntariamente asumidas por el legislador postconstitucional.

El Tribunal Constitucional llega, en el sistema español, a la conclusión de que en los supuestos en que exista una incompatibilidad entre los preceptos impugnados y los principios plasmados en la Constitución, procederá a declararlos inconstitucionales y derogados, por ser opuestos a la misma.

4.8.  Análisis de la jurisprudencia constitucional sobre el art. 161.2 de la CE

Un detenido análisis de la doctrina constitucional nos muestra una progresiva evolución del Tribunal hacia la búsqueda de criterios o parámetros que, superando el casuismo inicial, parecen haber ido consolidándose, habiendo muestras en los pronunciamientos sobre la suspensión del art. 161.2 de la Constitución de la fijación de criterios como base de la determinación acerca de la procedencia del elemento suspensivo y no hallándose el Tribunal, en esta cuestión, sujeto a previsiones legales específicas, pues ni la Constitución ni la ley orgánica contiene normas concretas conforme a las cuales deba resolverse sobre esa ratificación o levantamiento de la suspensión inicial prevista en el art. 161.2 de la Constitución.

Una síntesis expositiva de la doctrina jurisprudencial del Tribunal Constitucional sobre la aplicación del art. 161.2 nos lleva a destacar las siguientes resoluciones del Tribunal:

- STC núm. 54/1982 de 26 de julio: constitucionalidad y legalidad

El Tribunal Constitucional señala que su competencia se circunscribe al examen de la constitucionalidad y no de la legalidad y, habiéndose alegado motivos de mera ilegalidad, no procede entrar en el examen de los mismos, pues, al efecto, la vía procedente sería la judicial ordinaria y, dentro de ésta, la contencioso-administrativa, de acuerdo con lo establecido en el art. 153 c) de la CE, especialmente a la vista de la Ley 34/1981, de 5 de octubre, por la que se dictan normas complementarias sobre legitimación en el recurso contencioso-administrativo, que ha venido a sancionar expresamente la legitimación de la Administración del Estado «para recurrir, ante la jurisdicción contencioso-administrativa las disposiciones generales y actos emanados de la Administración de las Comunidades Autónomas y entidades sujetas a tutela de éstas».

- STC 16/1984 de 6 de febrero: propuesta, en acto compuesto, con valor resolutorio

Se trata de un acto compuesto, en el que concurren, de una parte, la decisión del Parlamento Foral que culmina el procedimiento previsto en el art. 29 de la LORAFNA, que ha venido a actualizar el Régimen Foral de acuerdo con la Disposición Adicional primera de la CE, y de otra, el nombramiento por Su Majestad el Rey y el refrendo por el Presidente del Gobierno, de acuerdo con el art. 64 de la CE, el cual asume la responsabilidad a que se refiere el número 2 del propio precepto.

En consecuencia, y en relación a la primera parte de la objeción suscitada, no cabe duda de que el acto compuesto de nombramiento, el cual comprende cada uno de los que lo forman, ha de incluirse en su conjunto y en cada una de sus partes dentro de la materia constitucional, por lo que el TC no puede compartir la tesis de que la cuestión planteada sea de mera legalidad, ya que transciende de la misma para incidir en el orden constitucional.

Por otro lado, tampoco puede admitirse que el acto del Parlamento Foral sea de mero trámite, dado que culmina el procedimiento a seguir por la Comunidad Foral -dotada de personalidad jurídica-, al que pone fin. Por ello se configura como un acto de carácter resolutorio, sin perjuicio de que, dada la naturaleza de acto compuesto que tiene el nombramiento, la decisión de la comunidad pase a integrarse en tal acto, del que forma parte.

- STC 44/1986 de 17 de abril: alcance del art. 161.2 de la CE

El art. 161.2 de la Constitución no limita la impugnación prevista en el mismo, a que la infracción de los preceptos constitucionales en que ha de apoyarse la impugnación quede limitada a los supuestos en que esté en juego la competencia, sino que, como dice el precepto expresamente y sin restricción alguna, «el Gobierno podrá impugnar ante el Tribunal Constitucional las disposiciones y resoluciones adoptadas por los Órganos de las Comunidades Autónomas». De ahí que en desarrollo de este precepto, el art. 77 de la LOTC disponga que la impugnación regulada en el título V, «sea cual fuere el motivo en que se base, se formulará y sustanciará por el procedimiento previsto en los arts. 62 a 67 de esta Ley». No entraña, pues, una interpretación extensiva del art. 161.2 de la CE, encuadrar la impugnación dentro de ese precepto; supone utilizar un cauce adecuado y seguir el procedimiento expresamente previsto en el Título V de la LOTC. Por ello la excepción ha de ser desestimada.

- STC 64/1990 de 5 de abril: acción ejercitada al amparo del art. 161.2 de la LOTC

La acción se ha ejercitado por el cauce procesal establecido en el Título V, «De la impugnación de disposiciones sin fuerza de ley y resoluciones de las Comunidades Autónomas prevista en el art. 161.2 de la Constitución», de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, ya que la indefinición legal de los motivos impugnatorios que en él pueden hacerse valer -«sea cual fuere el motivo en que se base», dice el art. 77- permite al Gobierno impugnar, como aquí hace, disposiciones autonómicas de rango infralegal por razones no competenciales (STC 44/1986, fundamento jurídico 1), siempre, claro es, que las supuestas vulneraciones en que se base la impugnación sean constitucionales -versen sobre «materia constitucional» (STC 16/1984, fundamento jurídico 4)- y no meramente legales, pues no ha de olvidarse que la competencia de este Tribunal «se circunscribe al examen de la constitucionalidad y no de la legalidad» (STC 54/1982, fundamento jurídico 7). Los arts. 76 y 77 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional configuran a tal fin un procedimiento que, aun cuando coincidente en sus trámites con el conflicto positivo de competencias (por remisión del art. 77 a los arts. 62 a 67 de la Ley Orgánica), encuentra sustantividad propia precisamente en supuestos, como el presente, en los que el Gobierno imputa a una disposición sin fuerza de ley de Comunidad Autónoma -o, en su caso, a una resolución de alguno de sus órganos- un vicio de inconstitucionalidad que, no consistiendo en la infracción del orden constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, no podría ser, en razón del rango infralegal de la disposición impugnada, eficazmente denunciado a través del recurso de inconstitucionalidad, únicamente procedente contra «disposiciones normativas o actos con fuerza de ley» [art. 2.1 a) de la LOTC], ni se avendría tampoco, en razón del objeto de la pretensión deducida, a los límites del conflicto positivo de competencias, legalmente contraído a las controversias que opongan al Estado y a las Comunidades Autónomas o a éstas entre sí acerca de la titularidad de las «competencias asignadas directamente por la Constitución, los Estatutos de Autonomía o las Leyes Orgánicas u ordinarias dictadas para delimitar los ámbitos propios del Estado y las Comunidades Autónomas» (art. 59 LOTC).

- STC 66/1991 de 22 de marzo: violación de preceptos constitucionales, ajena a reglas competenciales

En este caso, el Gobierno no reprocha incompetencia, sino que aduce la presunta violación de prescripciones constitucionales ajenas a las reglas competenciales del bloque de constitucionalidad. En el caso se ejerce por el procedimiento del título V de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional; pues, en efecto, según ha señalado la STC 64/1990, fundamento jurídico 1, esta vía impugnatoria encuentra sustantividad propia precisamente en supuestos en los que el Gobierno imputa a una disposición sin fuerza de ley de Comunidad Autónoma, o, como aquí sucede, a una resolución de alguno de sus órganos «un vicio de inconstitucionalidad que, no consistiendo en la infracción del orden constitucional de distribución de competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas, no podría ser, en razón del rango infralegal de la disposición o resolución impugnada, eficazmente denunciado a través del recurso de inconstitucionalidad, únicamente procedente contra disposiciones normativas o actos con fuerza de ley [art. 2.1 a) de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional], ni se avendría tampoco, en razón del objeto de la pretensión deducida, a los límites del conflicto positivo de competencia, legalmente contraído a las controversias que opongan al Estado y a las Comunidades Autónomas o éstas entre sí acerca de la titularidad de las competencias asignadas directamente por la Constitución, los Estatutos de Autonomía o las Leyes Orgánicas u ordinarias dictadas para delimitar los ámbitos propios del Estado y las Comunidades Autónomas (art. 59 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional).

En el presente asunto la representación del Gobierno impugna la prohibición de comerciar con un determinado bien en una Comunidad Autónoma -en este supuesto, con el cangrejo de río vivo en Castilla y León- al incidir sobre la libre circulación en todo el territorio nacional en la medida en que veda su acceso al mercado en una zona geográfica delimitada.

- STC 148/1992 de 16 de octubre: imputación a una disposición infralegal o a una resolución de Comunidad Autónoma un vicio de inconstitucionalidad

El Gobierno de la Nación impugna en el proceso el art. 5 del Decreto del Gobierno Vasco 130/1986, de 3 de junio, precepto que limita la realización de ventas con rebaja, salvo en las circunstancias excepcionales que señala, a las estaciones estival e invernal.

El Tribunal analiza el conflicto positivo de competencia como un proceso constitucional exclusivamente instituido para dirimir una controversia competencial, de modo que la causa petendi ha de circunscribirse a una infracción del orden de competencias definido en la Constitución, los Estatutos de Autonomía o las leyes orgánicas u ordinarias dictadas para delimitar los ámbitos propios del Estado y las Comunidades Autónomas (art. 59 LOTC). Esa infracción del orden de competencias es siempre, pues, el presupuesto objetivo del conflicto. Por contra, los arts. 76 y 77 de la LOTC configuran un procedimiento que encuentra sustantividad propia en aquellos supuestos en los que el Gobierno imputa a una disposición infralegal o a una resolución de una Comunidad Autónoma un vicio de inconstitucionalidad que, no consistiendo en la vulneración del orden competencial, no podría ser denunciado a través del recurso de inconstitucionalidad debido al rango de tales disposiciones o resoluciones, ni se avendría tampoco, en razón del carácter de la pretensión deducida, a los límites del conflicto (STC 64/1990, fundamento jurídico 1). Así, en tanto que mediante el recurso de inconstitucionalidad cabe residenciar en el Tribunal cualquier infracción del bloque de la constitucionalidad con fuerza de ley, en el proceso regulado por el Título V de la LOTC y dirigido frente a normas y actos autonómicos carentes de fuerza de ley se excluye la impugnación basada en la conculcación del orden de competencias, que, en cambio, constituye el único objeto posible de los conflictos competenciales.

En el caso que nos ocupa, se trata un conflicto promovido por el Gobierno, quien, en el escrito de planteamiento del mismo, suplica, de conformidad con lo dispuesto en el art. 66 de la LOTC, que la Sentencia declare la titularidad estatal de la competencia controvertida.

- En las relaciones entre el Estado y las Comunidades Autónomas

Las resoluciones del Tribunal Constitucional acerca del mantenimiento o no de la suspensión automática, con independencia del procedimiento en el que se haya producido, queda presidida por la ponderación de los intereses en juego, por el examen de las situaciones creadas por la norma, por la naturaleza de los actos impugnados y por la consistencia de las razones que aporte al Gobierno en defensa del mantenimiento de la suspensión, pues según una consolidada jurisprudencia constitucional recaída en diversos incidentes de suspensión (Autos núms. 727 y 753/1984, 175/1985, 355/1989, 29/1990, 329/1992, 103/1993, 46/1994, 251/1996, 231/1997, 169/1998, 218/1998, 18/1999 y 72/1999) es preciso ponderar los intereses en presencia, tanto el general y público como el particular y privado de las terceras personas afectadas y los perjuicios de imposible o difícil reparación que se sigan del mantenimiento o levantamiento de la suspensión de la vigencia o aplicación de la disposición o resolución impugnada, criterio que se reitera en el posterior Auto 100/2002 de 5 de junio.

Sobre este tipo de incidentes de suspensión existe una consolidada doctrina constitucional, según la cual para su resolución es necesario ponderar, de un lado, los intereses que se encuentren afectados, tanto el general y público, como el particular o privado de las personas afectadas, y, de otro, los perjuicios de imposible o difícil reparación que se irrogan del mantenimiento o levantamiento de la suspensión. Esta valoración debe efectuarse mediante el estricto examen de las situaciones de hecho creadas y al margen de la viabilidad de las pretensiones que se formulan en la demanda.

En este sentido la jurisprudencia constitucional recuerda que el mantenimiento de la suspensión requiere no sólo la invocación de aquellos perjuicios, sino que «es preciso demostrar o, al menos, razonar consistentemente su procedencia y la imposible o difícil reparación de los mismos, ya que debe partirse en principio de la existencia de una presunción de constitucionalidad a favor de las normas o actos objeto de conflicto (AATC 472/1988, 589/1988, 285/1990, 266/1994, 267/1994, 39/1995 y ATC 156/1996, de 11 de junio, FJ 1)».

En todo caso, la necesaria ponderación de los intereses concurrentes se reitera en la doctrina jurisprudencial del Tribunal (ATC núms. 472/1988, 589/1988, 285/1990, 266/1994, 267/1994, 39/1995, 156/1996, 100/2002, 173/2002, 174/2002, 175/2002, 176/2002, 269/2002, 3/2003, 5/2003, 71/2003 y 99/2003).

La jurisprudencia constitucional, en el Auto de 30 de junio de 1992, al resolver el recurso núm. 838/1992 señala:

«El levantamiento o la ratificación de la suspensión de las disposiciones de las Comunidades Autónomas, impugnadas por el Gobierno con invocación expresa del art. 161.2 de la CE, ha de resolverse por este Tribunal, mediante Auto, en un plazo no superior a cinco meses, por imperativo del precepto constitucional indicado. Dicho plazo, según tiene establecido este Tribunal (AATC 140/1987, 1140/1987, 1149/1988, 503/1989, 504/1989 y 117/1990, entre otros), a tenor de lo dispuesto en el citado art. 161.2 de la CE y 65.2 de la LOTC, ha de entenderse que tiene que haber transcurrido para que aquella resolución pueda tomarse o adoptarse, ya que de otro modo podría quedar prácticamente vacía de contenido la facultad que la Constitución otorga al Gobierno. Ello sin perjuicio de que siendo un plazo máximo el previsto en el art. 161.2 de la CE, pueda este Tribunal, en casos muy excepcionales, previa ponderación de las razones invocadas por las partes, adelantar la decisión.»


4.9.  Naturaleza del requerimiento formulado por el Gobierno al amparo del art. 95.2 de la CE

El Gobierno o cualquiera de las Cámaras pueden requerir al Tribunal Constitucional para que se pronuncie sobre la existencia o inexistencia de contradicción entre la Constitución y las estipulaciones de un Tratado Internacional cuyo texto estuviera fijado pero al que no se hubiera prestado aún el consentimiento del Estado.

El procedimiento se sustancia por el Tribunal Constitucional, una vez recibido el requerimiento, con emplazamiento del solicitante y de los órganos legitimados a fin de que en el término de un mes expresen su opinión fundada sobre la cuestión.

Transcurrido dicho plazo el Tribunal emitirá su declaración que tendrá carácter vinculante, si bien el Tribunal podrá solicitar de las personas físicas o jurídicas, de los órganos del Estado o de las Comunidades Autónomas cuantas aclaraciones, ampliaciones o precisiones se estimen necesarias y, en ese caso, alargará el plazo del mes en el mismo tiempo que hubiese concedido para responder a sus consultas.

Este requerimiento fue analizado en la Declaración del Tribunal Constitucional español de 1 de julio de 1992 y, por su importancia, transcribimos el fundamento jurídico primero:


«Este requerimiento que el Gobierno plantea es el primero formulado por el cauce que establece el art. 95.2 de la Constitución, desarrollado, a su vez, por el art. 78 de nuestra Ley Orgánica. Por ello, y para mejor aclarar también los términos de la presente cuestión, es preciso realizar ahora alguna consideración previa sobre el procedimiento regulado en aquellas normas y sobre el ámbito de la cuestión que ha sido sometida al examen de este Tribunal.

Mediante la vía prevista en su art. 95.2 la Norma Fundamental atribuye al Tribunal Constitucional la doble tarea de preservar la Constitución y de garantizar, al tiempo, la seguridad y estabilidad de los compromisos a contraer por España en el orden internacional. Como intérprete supremo de la Constitución, el Tribunal es llamado a pronunciarse sobre la posible contradicción entre ella y un tratado cuyo texto, ya definitivamente fijado, no haya recibido aún el consentimiento del Estado (art. 78.1 de la LOTC). Si la duda de constitucionalidad se llega a confirmar, el tratado no podrá ser objeto de ratificación sin la previa revisión constitucional (art. 95.1 de la Norma Fundamental). De este modo, la Constitución ve garantizada, a través del procedimiento previsto en su Título X, su primacía, adquiriendo también el tratado, en la parte del mismo que fue objeto de examen, una estabilidad jurídica plena, por el carácter vinculante de la declaración del Tribunal (art. 78.2 de la LOTC), como corresponde al sentido de este examen preventivo.

Aunque aquella supremacía quede, en todo caso, asegurada por la posibilidad de impugnar (arts. 27.2 C, 31 y 32.1 de la LOTC) o cuestionar (art. 35 de la LOTC) la constitucionalidad de los tratados una vez que formen parte del Ordenamiento interno (art. 96.1 de la CE), es evidente la perturbación que, para la política exterior y las relaciones internacionales del Estado, implicaría la eventual declaración de inconstitucionalidad de una norma pactada: el riesgo de una perturbación de este género es lo que la previsión constitucional intenta evitar. Esta doble finalidad es, en consecuencia, la que ha de tenerse en cuenta para interpretar tanto el art. 95 de la CE como el 78 de la LOTC, a fin de precisar cuál es el objeto propio de nuestra decisión, el alcance de ésta y la función que en su adopción desempeñan este Tribunal y los órganos legitimados para requerirlo y ser oídos en los requerimientos deducidos por otros.

En cuanto a este último extremo, ha de comenzar por precisarse que lo que de nosotros puede solicitarse es una declaración, no un dictamen; una decisión, no una mera opinión fundada en Derecho. Este Tribunal no deja de serlo para transformarse ocasionalmente, por obra del requerimiento, en cuerpo consultivo. Lo que el requerimiento incorpora es, al igual que acontece en las cuestiones de inconstitucionalidad, la exposición de una duda razonable, pero lo que de nosotros se solicita no es un razonamiento que la resuelva, sino una decisión vinculante.

Por ello, y aun cuando este procedimiento no haya de poseer necesariamente naturaleza contenciosa, no por dicha circunstancia se ve alterada la posición del Tribunal como intérprete supremo de la Constitución. Al igual que en cualquier otro cauce, el Tribunal actúa aquí como el órgano jurisdiccional que es y su declaración, por tanto, no puede sino basarse en argumentaciones jurídico-constitucionales, hayan sido éstas sugeridas o no por el órgano solicitante o por los demás que están legitimados. Su examen debe ceñirse, en coherencia con ello, al contraste entre la Constitución, en cualquiera de sus enunciados, y la estipulación o estipulaciones del tratado que hayan sido sometidas a control previo, pues el art. 95.1 de aquélla ha reservado en exclusiva al Gobierno y a una u otra de ambas Cámaras la facultad de formular esta duda de constitucionalidad, cuyo planteamiento y elucidación ex officio no le corresponde, por tanto, al Tribunal, el cual, al igual que en los demás procedimientos, carece de iniciativa, y está vinculado al principio constitucional de congruencia. Ello sin perjuicio de que este Tribunal pueda solicitar nuevas informaciones y aclaraciones o ampliaciones de conformidad con el art. 78.3 de la LOTC.

Pero, en cualquier caso, bien la resolución emanada de este Tribunal confirme la constitucionalidad de la norma convencional objeto de examen, bien declare, por el contrario, su contradicción con nuestra Ley Fundamental, dicha resolución posee los efectos materiales de la cosa juzgada. Aunque la forma de dicha declaración no pueda merecer la calificación legal de "sentencia" (art. 86.2.º de la LOTC), es una decisión jurisdiccional con carácter vinculante (art. 78.2.º íd.) y, en cuanto tal, produce erga omnes (art. 164.1.º, in fine, de la CE) todos los efectos de la cosa juzgada, tanto los negativos o excluyentes, que impedirían trasladar a este Tribunal la estipulación objeto de la resolución a través de los procedimientos de declaración de inconstitucionalidad, cuanto los positivos o prejudiciales que han de obligar a todos los poderes públicos a respetar y ajustarse a nuestra declaración; en particular, si su contenido fuera el de que una determinada estipulación es contraria a la Constitución, el efecto ejecutivo inmediato y directo ha de ser la reforma de la Constitución con carácter previo a la aprobación del tratado.»



En suma, con esta Introducción hemos querido sintetizar algunas perspectivas básicas sobre el contenido competencial del Tribunal Constitucional, dejando la puerta abierta al análisis del articulado de la LOTC que efectúan los respectivos autores.

Destaco, finalmente, la necesidad de tener en cuenta en el desarrollo de los comentarios dos principios rectores: de un lado, el principio de unidad de la Constitución y del desarrollo integral y coherente del sistema jurídico extraído del análisis de la LOTC, de forma que la solución de todo problema interpretativo ha de partir de la consideración, en conjunto, de la CE y de la LOTC y, de otro, la necesidad de una concordancia práctica que exige que el estudio de los diversos preceptos y los bienes y derechos protegidos sean salvaguardados en la solución al caso, sin dar lugar a una apresurada ponderación entre unos y otros que concluya en la excluyente afirmación de un precepto, como nos ha recordado Konrad HESSE.

Estos criterios han sido consagrados por la jurisprudencia constitucional de la forma siguiente:

- «La Constitución es un todo en el que cada precepto adquiere valor y sentido en función del conjunto» (STC 101/1983).

- «La integridad de la Constitución y el orden por ella introducido en nuestro Derecho quedaría ciertamente menoscabado si cualquiera de sus prescripciones quisiera, imponiéndose a costa de la unidad de la norma fundamental, sobreponerse a lo dispuesto por la propia Constitución en otro de sus preceptos» (STC 119/1987).

En suma, la elaboración de este estudio ha buscado, en todo momento, una interpretación coherente de todo el sistema normativo que forman la Constitución y la LOTC y ha tratado de subrayar el trigésimo aniversario de la LOTC cuya celebración se produce en estas fechas.
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Artículo 1 




1. El Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de la Constitución, es independiente de los demás órganos constitucionales y está sometido sólo a la Constitución y a la presente Ley Orgánica.

2. Es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional.



1.  COMENTARIO DOCTRINAL

Como se ha venido apuntando doctrinalmente desde que inició su andadura hace ya varias décadas, el Tribunal Constitucional aparece configurado desde este primer artículo de su ley reguladora, y en afinidad por otra parte con el pensamiento que animó su creación al legislador constitucional en la Carta Magna, como un órgano constitucional, dotado de la suficiente autonomía presupuestaria y organizativa por los Poderes del Estado para realizar las funciones que tiene encomendadas por el legislador constitucional con absoluta garantía e independencia, configuración y naturaleza que sin embargo no han afectado a su cualidad de órgano judicial o Tribunal de justicia, dedicado al ejercicio de funciones jurisdiccionales como principal misión. Ahora bien, conviene ya apuntar que aun cuando estas funciones son realizadas de modo homogéneo al de todo órgano que merezca esta naturaleza, ciertamente su materialización en el campo diario de los pleitos que son sometidos a su consideración, nos permite que las podamos calificar de singulares por comparación a su cumplimiento por un Tribunal ordinario. Se ha querido ver (Manuel GARCÍA PELAYO) en este doble carácter de Tribunal y órgano constitucional el sello de la jurisprudencia del Tribunal Constitucional alemán, que como es sabido siempre defendió, y con él la doctrina alemana e italiana nacida al pie de sus resoluciones, no sólo la realidad de esta doble condición sino que hizo residir en la misma la especial posición que ha de tener el Tribunal Constitucional dentro del orden o sistema constitucional del Estado.

No es pues de extrañar que las funciones que se le asignan al Tribunal por el texto constitucional y su propia ley reguladora le otorguen una posición preeminente en la estructura institucional del Estado junto a otros órganos que también se inscriben como constitucionales, como ahora veremos, aunque sea a título ejemplificativo. El Título IX de nuestra Norma Fundamental siguió muy de cerca los pasos fijados en los modelos italiano y, sobre todo, el alemán, instaurados hace ya tiempo, tras la Segunda Guerra Mundial, y basados, a su vez, en el diseño que se llevó a cabo por Hans KELSEN y formalizado en las Constituciones checa y austriaca de 1920. Ambas Normas fundamentales, al igual que la nuestra de 1978, no definen explícitamente al Tribunal como un órgano constitucional, si bien en nuestro caso sí aparece explicitado el término en el precepto que estamos analizando.

El apelativo de órgano constitucional no solamente implica que el Tribunal se encuentra articulado directamente en su composición, funciones, competencias, etc., por la Carta Magna, sino que significa su reconocimiento como órgano fundamental del Estado, con una relevancia máxima en la vertebración del mismo solo comparable a aquellos otros, como las Cortes Generales, el Consejo general del Poder Judicial o el Gobierno a quienes el legislador constitucional sitúa en la organización básica del modelo de Estado que preconiza.

En consonancia con la declaración de órgano constitucional, el texto de la Ley orgánica se inicia en este art. 1 con la definición del Tribunal como intérprete supremo de la Constitución, función de la que se deriva con naturalidad, en una primera aproximación, que las interpretaciones que ésta haga en materia constitucional deben ser siempre asumidas sobre las llevadas a cabo por otros Tribunales. Sin ambages, se otorga al Tribunal Constitucional desde este primer precepto de su Ley reguladora la cualidad de exégeta superior de los principios y valores constitucionales, declaración que incluso ha sido matizada en sede del mismo Tribunal, en concreto por su propio Pleno en el histórico Acuerdo no Jurisdiccional 3 de febrero de 2004, al matizar su condición de intérprete supremo «expresando con ello la posición de supremacía que la Constitución española le reconoce». La cualidad de máximo intérprete de nuestra Carta Magna se viene reconociendo doctrinalmente de manera abrumadora desde sus inicios, como asimismo con el ejercicio de esta función se conforma una jurisdicción especial, concentrada y dotada de potestad tanto para excluir del ordenamiento cualquier norma que vulnere la Constitución como para declarar nulo un acto de cualquier poder público que la vulnere, bien por invasión de competencias de un ente público (Estado o Comunidad Autónoma), bien por afectar lesivamente al contenido de un derecho fundamental (P. PÉREZ TREMPS). En definitiva, nuestro Tribunal Constitucional se convierte de esta manera, como sincréticamente afirmó en su día G. LEIBHOZ, en el «supremo guardián de la Constitución».

En este papel de intérprete supremo de la Constitución, el Tribunal Constitucional sólo se encuentra sometido a la Constitución y a su Ley Orgánica, mientras que sus decisiones vinculan a todos los demás órganos del Estado, sin que se admita recurso alguno contra ellas, como se encarga de apuntalar la Norma Fundamental en su art. 164 y se reitera de nuevo por el art. 93.1 de la Ley Orgánica, por lo que no parece que pueda negarse que su actuación supone una influencia real en la dirección política del Estado, y ello aun cuando no intervenga en ningún proceso legislativo ni predetermine el ámbito de decisión de las acciones y decisiones de otros poderes que pueden ser sujetados a su enjuiciamiento.

Varias son las cuestiones de calado que nos plantea el examen de este artículo, entre ellas la vieja polémica que buscaba localizar el lugar del Tribunal Constitucional en el mundo jurisdiccional dada su condición de órgano constitucional y a la vez jurisdiccional y anudado a ello su imbricación en la jurisdicción ordinaria, con la que, como es de sobra conocido, no siempre ha estado ausente la existencia de fricciones, inevitables por otra parte si tenemos en cuenta algunos aspectos que rodean su competencias, como son, sin ir más lejos, la regulación de las cuestiones prejudiciales e incidentales ante el Tribunal Constitucional que se encuentra plasmada en el art. 3 de la LOTC o a las atribuciones en favor la jurisdicción ordinaria en materia de indemnización de daños y perjuicios por causa de medidas cautelares que realiza el art. 58 LOTC. De ahí que no puede obviarse un análisis, por somero que éste sea, acerca de la relación entre jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional, o, dicho de otro modo, entre Poder Judicial y Tribunal Constitucional. La Constitución dedica dos Títulos distintos, el VI y el IX, al Poder Judicial y al Tribunal Constitucional, lo que ha inducido a más de un autor a hablar de una aparente incomunicación que sólo garantiza la diferenciación orgánica entre ambos, pero en modo alguno impide la colaboración ni la convergencia funcionales. El Poder Judicial se estructura en órganos que ejercen la función jurisdiccional, consistente en juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, y la conexión entre el Poder judicial y el Tribunal Constitucional se determina a través de diversos preceptos, entre los que destaca el art. 123.1 de la Norma fundamental en que recordemos se proclama que «el Tribunal Supremo, con jurisdicción en toda España, es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo lo dispuesto en materia de garantías constitucionales». Ahora bien, dicho esto debe partirse que en materia de garantías constitucionales hay una jurisdicción independiente a la ordinaria y respecto de ella el Tribunal Supremo no es el órgano jurisdiccional superior, por lo que este precepto por sí solo no nos permite definir cuál debe ser el marco de las relaciones entre el Tribunal Constitucional, órgano constitucional, y los órganos que integran el denominado Poder Judicial, o, si se prefiere, el ámbito de relación entre la jurisdicción constitucional, con su propia peculiaridad y singularidad, y la jurisdicción ordinaria, diversificada en los órdenes jurisdiccionales civil, penal, contencioso-administrativo, laboral y de menores, lo que inclina a encontrar en otras fuentes normativas la solución a esta cuestión.

Consideramos que es el principio de unidad jurisdiccional -consagrado constitucionalmente en el art. 117.5 de la Constitución al disponer que «El principio de unidad jurisdiccional es la base de la organización y funcionamiento de los Tribunales»- el que nos debe arrojar la luz necesaria para discernir cuál es la verdadera posición del Tribunal Constitucional en nuestro sistema jurisdiccional y los efectos que ello conlleva sobre todo el sistema, y en especial el marco de su relación con la jurisdicción ordinaria. Verdaderamente, el principio de unidad jurisdiccional debe implicar la integración en esa unidad de la potestad jurisdiccional que ejerce el Tribunal Constitucional, integración que admite y posibilita otro precepto esencial de nuestro ordenamiento en que aparece asimismo proclamada en una norma esencial. Nos estamos refiriendo al apartado primero del art. 3 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, en que se afirma: «La jurisdicción es única y se ejerce por los Juzgados y Tribunales previstos en esta ley, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución a otros órganos». Con ello, de un lado se sanciona que la jurisdicción se debe ejercer por los Juzgados y Tribunales previstos en la LOPJ pero sin que ello implique que se vean limitadas o afectadas las potestades jurisdiccionales reconocidas por la Constitución a otros órganos, entre los que halla el Tribunal Constitucional (junto a otros como, por ejemplo, el Tribunal de Cuentas).

En fin, la adecuada articulación de ambas jurisdicciones la podemos encontrar en aquellas palabras de F. TOMÁS Y VALIENTE, en que parafraseando a GARCÍA-PELAYO afirmaba que la potestad jurisdiccional ejercida en exclusiva por jueces y Tribunales independientes se erige en garantía central del Estado de Derecho, «sobre todo si a la jurisdicción del poder judicial añadimos la jurisdicción constitucional allí donde, como entre nosotros, esté especializada y atribuida a un Tribunal Constitucional». Estas palabras encuentran su complemento cuando se comprende que la posición constitucional que el principio de unidad atribuye al Tribunal Constitucional no nace precisamente de la Constitución de 1978 sino que encuentra sus raíces mucho tiempo atrás, en concreto es heredera del rechazo que generaba ya en el siglo XIX el desprecio al principio de igualdad entre personas la diversidad de jurisdicciones. Ciertamente, la existencia de varias jurisdicciones era más propio de un estado medieval, dotado de privilegios múltiples, y ya en el siglo XIX se consideraba incompatible con las bases de lo que debe entenderse por un moderno Estado de Derecho, uno de cuyos pilares debía cimentarse en el principio de igualdad ante la ley si quería merecer tal atribución. No es pues de extrañar, en este breve apunte histórico, cómo es con la Constitución de 1812 donde nos encontramos por primera vez con la imposición de un solo fuero para toda clase de personas «en los negocios civiles y criminales» y que conlleva que hoy neguemos la virtual existencia de varias jurisdicciones que no puedan ser articuladas o si se prefiere integradas en una unidad.

La distinción entre la jurisdicción constitucional y la ordinaria no puede ser establecida, vinculando la primera al plano de la constitucionalidad y la jurisdicción ordinaria al de «la simple legalidad», pues la unidad del ordenamiento y la supremacía de la Constitución no toleran la consideración de ambos planos como si fueran mundos distintos e incomunicables. Ni la jurisdicción ordinaria puede, al interpretar y aplicar la Ley, olvidar la existencia de la Constitución, ni puede prescindir la jurisdicción constitucional del análisis crítico de la aplicación que la jurisdicción ordinaria hace de la Ley, cuando tal análisis es necesario para determinar si se ha vulnerado o no alguno de los derechos fundamentales», y así ya se declaró en el fundamento tercero de la STC 50/1984. Sin pretender exceder de lo que es objeto ahora de estudio y que corresponde a otros artículos de estos Comentarios, estas palabras contenidas en la STC 50/1984, nos ponen de manifiesto que la interrelación objetiva y la necesidad de articulación entre jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional se pone de relieve especialmente a propósito de uno de los ámbitos donde el ciudadano siente más directamente la función jurisdiccional ejercida por el Tribunal Constitucional como es la que tiene lugar a través del recurso de amparo. En efecto, los derechos fundamentales vinculan de manera directa e inmediata a todos los poderes públicos (art. 53.1 CE) y por ello cualquier ciudadano podrá recabar su tutela o amparo en primer lugar ante los Tribunales ordinarios (art. 53.2 CE) y estos no pueden inhibirse de la función de custodios de los derechos fundamentales aun cuando exista una jurisdicción constitucional, a lo que se une que dichos órganos judiciales en cuanto poder público es obvio que pueden lesionar con sus resoluciones aquellos mismos derechos que deben tutelar. En complemento sólo queremos apuntar cómo asimismo resulta diferente cómo se engarza la articulación de la jurisdicción ordinaria con la constitucional en la regulación del recurso de amparo contenido en el art. 43 de la LOTC y en los contenidos del art. 44, y por supuesto a su vez de los supuestos recogidos en el art. 42 contra decisiones o actos sin valor de Ley de las Cortes Generales o de los parlamentos autonómicos. Junto a ello no resulta discutible que el recurso de amparo contra los actos definidos en el art. 43 ha acabado convirtiéndose en no pocas ocasiones como una última instancia jurisdiccional, lo que ha producido una considerable masificación de recursos de amparo ante el Tribunal Constitucional hasta el punto que una de las intenciones de la última reforma de la Ley Orgánica ha ido precisamente dirigida a paliar esta situación.

Estas breves notas no pueden finalizar sin hacer una resumida referencia al ámbito, extensión y límites de la jurisdicción constitucional cuando, en el ejercicio de una de sus funciones que más directamente percibe el ciudadano, entra a revisar y supervisar los pronunciamientos realizados previamente por órganos integrados en la jurisdicción ordinaria. En definitiva no podemos pasar por alto la incidencia que su labor ocasiona sobre la jurisdicción ordinaria, que a su vez ha sido sistemáticamente modulada, siendo dos los aspectos que nos gustaría resaltar en este momento:

1. Aquellas cuestiones que pertenecen al campo de la legalidad ordinaria se encuentran fuera del ámbito de la jurisdicción constitucional, siendo constante el Tribunal Constitucional (por todas STC 161/2008 de 2 de diciembre) en declarar que el enjuiciamiento de dichas materias le corresponde «resolver en exclusiva a los órganos judiciales, en el ejercicio de la potestad jurisdiccional que les atribuye el art. 117.3 CE, sin que le competa a este Tribunal revisar dicha interpretación, salvo que, como hemos señalado en reiteradas ocasiones, la aplicación de la norma de que se trate sea arbitraria, manifiestamente irrazonable o producto de un error patente», en cuyo caso es la aparición de los citados vicios los que autorizan su revisión por la jurisdicción constitucional.

2. Cuanto el criterio jurídico en que se fundamenta la resolución judicial dictada en sede de jurisdicción ordinaria ha sido adoptado por el órgano judicial en una interpretación de la legalidad aplicable y en el ejercicio de la competencia que sólo a él corresponde (art. 117.3 CE), la misma no puede ser cuestionada por el Tribunal Constitucional, que recordemos viene señalando de manera reiterada que «no constituye una tercera instancia revisora o casacional del grado de acierto de las resoluciones judiciales, ni puede indicar la interpretación que haya de darse de la legislación ordinaria» (STC 15/2008, de 31 de enero, FJ 6 por todas).

La interacción de la jurisdicción ordinaria sobre materias constitucionales admite su mejor explicación mediante la distinción conceptual expuesta en su día por Manuel ARAGÓN REYES, y con arreglo a la cual la justicia constitucional ha de ser entendida como aplicación judicial de la Constitución que es impartida tanto por la jurisdicción ordinaria como por la constitucional en cuanto una y otra interpretan y aplican la Constitución, por lo que ambas deben interpretar constitucionalmente la ley y ambas pueden enjuiciar la conformidad al texto constitucional de los actos sometidos a su control jurisdiccional, cuando cada una de ellas conoce, con exclusividad, de los procesos que les están atribuidos, pero desde el punto de vista material la jurisdicción constitucional es la suprema en esa materia y la única además que puede invalidar las leyes, lo que el citado autor denomina -con acierto- monopolio de rechazo. Así pues, la jurisdicción ordinaria participa en el ejercicio de la justicia constitucional, por un lado con relación al control de constitucionalidad de la ley y de las normas con fuerza de ley, ya que puede constatar la derogación por la Constitución de leyes anteriores, y de otro, controlar, no la inconstitucionalidad de la ley, pero sí su constitucionalidad, atribuyéndole a aquélla una interpretación constitucionalmente adecuada como resulta del art. 5.3 LOPJ, sin olvidar el planteamiento de la cuestión de inconstitucionalidad.

En otro orden de cosas, el Tribunal Constitucional ejerce una potestad jurisdiccional caracterizada por la concurrencia de varias notas diferenciadores de las que corresponden a los Tribunales ordinarios. Entre ellas nos permitimos destacar algunas particularmente significativas a los efectos que estamos estudiando y así nos encontramos con que sus integrantes no forman parte del poder judicial, y de hecho cuando un Juez o Magistrado ordinario integrante del poder judicial es nombrado miembro del Tribunal Constitucional, ha de ser declarado en situación de servicios especiales (arts. 351 y 352 LOPJ) permaneciendo en esa situación administrativa mientras ostente la condición de Magistrado del Tribunal Constitucional. De otra parte, el hecho de que los Magistrados del Tribunal Constitucional no estén sujetos a las disposiciones de la LOPJ, no puede significar que carezcan de la necesaria e imprescindible independencia judicial frente a los demás poderes del estado. Las diferencias no se manifiestan sólo en el distinto status constitucional y legal sino, también, y como premisa del mismo, en la forma de designación de los Magistrados, que les otorga una legitimidad básicamente parlamentaria: 8 Magistrados son elegidos directamente por las Cámaras -4 por el Congreso y 4 por el Senado-, 2 por el Gobierno y 2 por el Consejo General del Poder Judicial (art. 159.1 CE).

Otra nota diferenciadora de especial relevancia se encuentra en lo que con acierto Gimeno SENDRA denominó la atribución exclusiva de fuerza de cosa juzgada a las resoluciones pronunciadas por el Tribunal Constitucional y cuyo estudio dejamos reservados en los preceptos posteriores.

Finalmente, el estudio de este precepto no puede acabar sin considerar la independencia de la jurisdicción de la que es titular el Tribunal Constitucional. Volvamos de nuevo la vista al apartado primero que consagra sin límites la independencia de la jurisdicción constitucional, siendo ésta quizás la nota más característica del ejercicio de cualquier función jurisdiccional y no solamente la constitucional, por lo que no resulta sorprendente que el propio texto constitucional la subraye en su art. 159, y de cuya simple lectura ya se advierten dos de los tres rasgos que la definen, como son la imparcialidad y la inamovilidad. Sin ellos la independencia de la jurisdicción constitucional y con ella la de los Magistrados que la sirven se vería seriamente comprometida. Unido a éstos se encontraría la responsabilidad que recae sobre los titulares de la jurisdicción constitucional. A pesar del tiempo transcurrido nadie como PRIETO CASTRO FERRÁNDIZ define su íntima conexión, cuando afirmaba que «independencia y responsabilidad son dos cualidades que deben concebirse formando una unidad inescindible; el Juez es independiente porque asume responsabilidad de sus actos y es responsable por ser independiente y porque su independencia no degenere en arbitrariedad». Por tanto, no nos puede sorprender que sea la propia LOTC la que regule entre las causas que llevan aparejado el cese de los Magistrados del Tribunal Constitucional «haber sido declarado responsable civilmente por dolo o condena por delito doloso o por culpa grave» en palabras del apartado primero de su art. 23, declaración que se completa, como es sabido, con la asignación que el art. 26 de la LOTC hace al Tribunal Supremo de la competencia para conocer de la responsabilidad penal en que puedan incurrir quienes en su condición de Magistrados ejercen la jurisdicción constitucional. En lo que solamente se pretende como una primera aproximación a esta cuestión queremos advertir que el legislador orgánico no deja diferenciar las dos modalidades de responsabilidad en que pueden incurrir los Magistrados: de un lado la responsabilidad civil y de otro la responsabilidad penal. Y junto a estas dos modalidades, cuya depuración se producirá en su caso ante la jurisdicción ordinaria y en concreto ante las Salas Primera y Segunda del Tribunal Supremo, existiría un tercer ámbito de responsabilidad, ajeno al ámbito judicial o jurisdiccional. Nos estamos refiriendo a la denominada responsabilidad disciplinaria cuyo apoyo a nivel de Ley orgánica se encuentra en el art. 15 LOTC, y que se extendería, según la opinión más fundada en la comisión, por un Magistrado de infracciones que afectase al cumplimiento de sus obligaciones y deberes inherentes a su cargo y a su status jurídico.

2.  VALORACIÓN SISTEMÁTICA

El art. 1 diseña a grandes rasgos la arquitectura mayor que va a regir y definir el status y el papel del Tribunal Constitucional en el sistema, siguiendo la estela de otros modelos de nuestro entorno más cercano, significadamente el modelo alemán. Este esbozo que lleva a cabo este primer precepto de nuestro sistema constitucional, que vincula y condiciona gran parte del resto del articulado de la Ley Orgánica, ha supuesto, en definitiva, convertir al Tribunal Constitucional, desde su posición de intérprete máximo del texto constitucional, en un legislador negativo, con atribuciones en materias que a día de hoy resulta indiscutible han supuesto su consagración como un actor relevante del proceso de descentralización competencial plasmado a grandes rasgos en el texto constitucional, iniciado hace décadas, y que ha continuado desarrollándose hasta nuestros días.

En otro orden de cosas de este primer precepto y de los que seguidamente le acompañan, resulta difícil discutir la actuación del Tribunal Constitucional como superior supervisor de cualesquiera excesos que puedan amenazar los derechos y libertades fundamentales consagrados en la Constitución desde cualquier poder.

La regulación orgánica y las atribuciones funcionales que contiene el resto del articulado se dirigen a apuntalar estas premisas y a hacer posible estos cometidos, que ya desde este primer artículo permiten adivinar que el legislador constitucional se ha apartado de aquellos otros sistemas de justicia constitucional caracterizados por reservar la intervención del Tribunal Constitucional para asuntos de gran relevancia general, lo que por otra parte no puede obviarse que en más de una ocasión ha sido defendido como el medio que permitiría a éste no sólo seleccionar los casos a estudiar con arreglo a su interés general y su relevancia, sino hacer frente así a la avalancha de recursos que viene saturando todas las instancias del Tribunal Constitucional desde hace varios lustros y a las que la última reforma de la Ley Orgánica, la conocida Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, ha intentado dar respuesta al menos parcialmente.

3.  APÉNDICE JURISPRUDENCIAL

3.1.  Sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Constitucional de 5 de abril de 1984 núm. 50/1984 de 5 de abril (recurso núm. 493/1983)

Sobre la distinción entre jurisdicción ordinaria y jurisdicción constitucional, el Tribunal Constitucional se pronuncia en el fundamento tercero del modo siguiente:


«TERCERO. La distinción entre la jurisdicción constitucional y la ordinaria no puede ser establecida, como a veces se hace, refiriendo la primera al "plano de la constitucionalidad" y la jurisdicción ordinaria al de la "simple legalidad", pues la unidad del ordenamiento y la supremacía de la Constitución no toleran la consideración de ambos planos como si fueran mundos distintos e incomunicables. Ni la jurisdicción ordinaria puede, al interpretar y aplicar la Ley, olvidar la existencia de la Constitución, ni puede prescindir la jurisdicción constitucional del análisis crítico de la aplicación que la jurisdicción ordinaria hace de la Ley cuando tal análisis es necesario para determinar si se ha vulnerado o no alguno de los derechos fundamentales o libertades públicas cuya salvaguardia le esté encomendada.

La pretensión apoyada en la presunta vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva puede exigir así que este Tribunal analice y pondere, como en muchas ocasiones ha hecho, la interpretación y aplicación de las normas procesales que los órganos del Poder Judicial han efectuado en un caso concreto, pues ese derecho ha de entenderse vulnerado cuando indebidamente se impide el acceso a los Tribunales o se anulan o reducen las posibilidades de defensa. Es difícilmente imaginable, sin embargo, un supuesto en el que, a partir exclusivamente de una pretensión de este género, deba este Tribunal enjuiciar la aplicación de las normas legales sustantivas llevadas a cabo por la jurisdicción ordinaria y de la que, por hipótesis, no se sigue ningún daño para ningún otro derecho fundamental.

En el presente caso, la petición de que se actualizase el monto originario de la deuda fue ya hecha ante los órganos de la jurisdicción contencioso-administrativa y rechazada por éstos precisamente en razón de consideraciones procesales (las de que tal pretensión se formuló en el escrito de conclusiones y no, como es preceptivo, en el de demanda) respecto de cuya corrección legal y constitucional no manifiesta el recurrente reserva alguna. Es evidente, por tanto, que al reproducir aquí tal pretensión, se identifica como violación del derecho a la tutela judicial efectiva, no la transgresión de una norma procesal o la aplicación de una norma procesal contraria la Constitución, sino la inaplicación o aplicación defectuosa de las normas sustantivas que, a juicio del recurrente, deberían haber servido para determinar el quantum de la deuda. Basta con ello para evidenciar que no ha existido tal violación y que, en consecuencia, la demanda de amparo ha de ser desestimada.»



3.2.  Auto de la Sala Segunda del Tribunal Supremo de 17 de febrero de 2004

Sobre la distinción entre los tipos de responsabilidad en que pueden incurrir los Magistrados del Tribunal Constitucional con ocasión de archivar una denuncia por prevaricación presentada contra Magistrados del Tribunal Constitucional, se afirma lo siguiente:

«El núcleo de la acción típica (prevaricación judicial) lo constituye, pues, la injusticia de la perspectiva de la legalidad, por su apartamiento del ordenamiento jurídico; por constituir, en suma, lo que se ha venido a denominar un torcimiento del Derecho. La injusticia de la resolución por ello, solamente podrá apreciarse cuando el criterio adoptado por el Juez o Tribunal sea abiertamente contrario a cualquiera de las posibles interpretaciones usuales y admisibles en Derecho. En cualquier caso, para la existencia de estos delitos no basta una mera ilegalidad, producto normalmente de una interpretación errónea, equivocada o discutible de la norma jurídica; pues, como ha dicho reiteradamente este Tribunal, para ello es necesario que la ilegalidad sea tan grosera y evidente que releve por sí misma la injusticia, el abuso y el plus de antijuridicidad de la decisión judicial. Los diferentes delitos de prevaricación exigen, como elemento objetivo de la acción típica, la absoluta notoriedad de la injusticia. En suma, estos delitos suponen una aplicación arbitraria del Derecho, es decir, que la norma jurídica haya sido aplicada tergiversando -de modo evidente- su contenido, su significado y su sentido propios.»







Artículo 2 




1. El Tribunal Constitucional conocerá en los casos y en la forma que esta Ley determina:

a) Del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad contra leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de ley.

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades públicos relacionados en el art. 53.2 CE.

c) De los conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y las Comunidades autónomas o de los de éstas entre sí.

d) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado.

d bis) De los conflictos en defensa de la autonomía local.

e) De la declaración sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales.

f) De las impugnaciones previstas en el núm. 2 art. 161 CE.

g) De la verificación de los nombramientos de los Magistrados del Tribunal Constitucional, para juzgar si los mismos reúnen los requisitos requeridos por la Constitución y la presente Ley.

h) De las demás materias que le atribuyen la Constitución y las leyes orgánicas.

2. El Tribunal Constitucional podrá dictar reglamentos sobre su propio funcionamiento y organización, así como sobre el régimen de su personal y servicios, dentro del ámbito de la presente Ley. Estos reglamentos, que deberán ser aprobados por el Tribunal en Pleno, se publicarán en el Boletín Oficial del Estado, autorizados por su Presidente.



1.  COMENTARIO DOCTRINAL

Desde la entrada en vigor de la LOTC, este artículo sólo ha sufrido una modificación legislativa y ello tuvo lugar con motivo de la Ley Orgánica 7/1999, de 21 de abril, que introdujo el apartado d) bis en cuya virtud se ampliaron las competencias del Tribunal Constitucional a los conflictos en defensa de la autonomía local. El legislador orgánico se ocupa en este precepto de dos materias íntimamente relacionadas con la definición y delimitación del ámbito de actuación del Tribunal Constitucional: por un lado, en su apartado primero nos define y precisa, si bien de manera no exhaustiva, como tendremos ocasión de examinar a continuación, cuales son las atribuciones que tiene encomendadas el Tribunal Constitucional como órgano jurisdiccional encargado en exclusiva del ejercicio de la jurisdicción constitucional, y por otro, en su apartado segundo regula la potestad reglamentaria que se le concede al propio Tribunal en materias muy concretas como son su funcionamiento y organización.

El conjunto de materias de las que el Tribunal Constitucional se ocupa por mandato del apartado primero del art. 2, integran la denominada jurisdicción constitucional, jurisdicción que se ha configurado en nuestra LOTC de acuerdo con las pautas clásicas de un sistema de jurisdicción concentrada y especializada, frente a aquel que marca la jurisdicción constitucional difusa o compartida con otras jurisdicciones, caracterizada éste segundo sistema por abogar que sean los jueces ordinarios quienes también deban conocer de las cuestiones que el primer sistema, el que nuestro texto constitucional sanciona, otorga al Tribunal Constitucional. Ahora nos limitaremos a apuntar que el término jurisdicción constitucional hace referencia a la potestad de carácter jurisdiccional reconocida por la Constitución a nuestro Tribunal Constitucional al margen del Poder Judicial, siendo históricamente reconocido que es en el Tribunal Constitucional austríaco (Constitución de 1920) donde se sitúa la primera jurisdicción constitucional real, aunque formalmente ese honor le corresponda a Checoslovaquia, que la vio nacer seis meses antes. Desde entonces ha sido una constante en la historia de la jurisdicción constitucional el temor a que el control de regularidad constitucional que se lleva a cabo en el seno de la misma se transforme en un control de oportunidad política, imponiendo al legislador una racionalidad controlable jurisdiccionalmente en la preparación y adopción de su decisión, similar a la que rige en el procedimiento administrativo. Como con claridad expuso Francisco TOMÁS Y VALIENTE en el voto particular a la STC 53/1985: «La jurisdicción constitucional es negativa, puede formular exclusiones o vetos sobre los textos a ella sometidos; lo que no puede decirle al legislador es lo que debe añadir a las leyes para que sean constitucionales. Si actúa así, y así ha actuado en este caso este Tribunal, se convierte en un legislador positivo». Lo que no significa que se deba visionar la jurisdicción constitucional como un mecanismo encargado tan sólo de introducir coherencia en la vida jurídica del Estado, como se observa al examinar las diferentes materias y cuestiones que el legislador ha asignado a su conocimiento en el primer apartado de este art. 2.

Finalmente queremos terminar este breve apunte indicando que la jurisdicción constitucional, tal y como hoy la entendemos en nuestro sistema, arranca ciertamente de las previsiones constitucionales expuestas en el Título IX de la Carta Magna, pero su configuración legal fue encomendada al legislador orgánico, constituyendo un elemento relevante que tuvo su primera expresión en la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional. Como señala la Exposición de motivos de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo, que vino a modificarla pero sólo en algunos aspectos puntuales, la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre «ha constituido el instrumento indispensable para la realización de las tareas a cargo del Tribunal Constitucional y los procedimientos en ella previstos han arraigado en la vida y la conciencia jurídica españolas».

La enumeración que contiene este primer apartado del art. 2 es la muestra más clara de la progresiva ampliación en sus esferas de competencias que ha venido sufriendo la jurisdicción constitucional de modo global desde hace más de medio siglo, ya que, como es sabido, con anterioridad la denominada jurisdicción constitucional se encontraba limitada al control de constitucionalidad, algo que hoy en día no deja de ser uno de los componentes que la integran. En definitiva la jurisdicción constitucional ha ido ampliando sus horizontes, enriqueciendo su contenido, sin rechazar su ensanchamiento, y así nos encontramos con que el propio apartado h) niega que las competencias jurisdiccionales de las que es titular el Tribunal Constitucional puedan ser cercadas mediante una lista cerrada, negando un numerus clausus en las materias que pueda conocer nuestro Tribunal Constitucional. Ahora bien, parece razonable que solamente tenga sentido esta ampliación de materias en tanto en cuanto mediante su atribución se favorezca su función de custodia de la Constitución, defensora de sus principios, valores (democracia, la forma parlamentaria de gobierno, la división de poderes, etc.) e instituciones fundados en los mismos, defensa que deberá ejercerse tanto frente a alteraciones del ordenamiento jurídico como por el funcionamiento de una institución o entidad pública. En efecto, el Tribunal Constitucional es el órgano a quien corresponda dirimir no sólo la constitucionalidad de una ley, sino de un tratado internacional o que tenga encomendado dirimir los conflictos que puedan surgir entre las diversas Administraciones e Instituciones públicas que configuran el Estado español o la defensa de la vigencia en sus ciudadanos de aquellos valores más profundamente enraizados en el texto constitucional, por que tanto como es aceptado que la jurisdicción constitucional tiene su origen en su condición de instrumento de defensa de la Constitución, lo es que un texto constitucional -y por tanto también el nuestro- es algo más que su expresión formal: es la expresión jurídica de un sistema de valores a los que se pretende dar un contenido histórico y político.

Recordemos cuáles son las competencias que el art. 161.1 de la Constitución dispone que comprende la jurisdicción constitucional: a) La inconstitucionalidad de las Leyes y Disposiciones Normativas con fuerza de Ley, bien por la vía del recurso directo, interpuesto por el Presidente del Gobierno, el Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, o los órganos colegiados ejecutivos de las Comunidades Autónomas, y, en su caso, las Asambleas de las mismas, o bien por la vía de la cuestión de inconstitucionalidad, prevenida en el art. 163 de la Constitución, cuando un órgano judicial considere en algún proceso que una norma con rango de Ley, aplicable al caso, de cuya validez dependa el fallo, pueda ser contrario a la Constitución. b) El amparo de los Derechos y Libertades públicas para conocer del recurso por violación de los Derechos referidos en el art. 53.2 de la Constitución, que prevé que cualquier ciudadano pueda recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el art. 14 de la Sección I, Capítulo II, Título I, del Texto Constitucional. c) Los conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas, o los que se susciten entre diversas Comunidades Autónomas entre sí. También el art. 161.1 d) de la Constitución establece una cláusula abierta, en virtud de la cual se permita que el Tribunal Constitucional sea competente para conocer de las demás materias que le atribuya la Constitución, o las Leyes Orgánicas, y, dentro de este ámbito, hay que consagrar los llamados conflictos entre órganos constitucionales (arts. 73 y 75 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional).

Del texto constitucional resultan sobresalientes en lo que ahora nos interesa las siguientes notas: 1. En materia de control de leyes se sigue el sistema austríaco con un recurso directo ante el Tribunal Constitucional como ya hemos tenido la ocasión de señalar con anterioridad; 2. Sobre competencias en materias electorales y frente al sistema francés, la reforma operada por la Ley Orgánica 5/1985 Electoral General contempla en el art. 49 la posibilidad de interponer un recurso de amparo contra resoluciones judiciales dictadas sobre proclamación de candidaturas; 3. Entre las personas legitimadas para promover su funcionamiento figura el Ministerio Fiscal, pero sólo en lo relativo al recurso de amparo, frente al sistema de 1931.

Antes de conocer siquiera concisamente las competencias que tiene concedidas el Tribunal Constitucional, cabe advertir que las mismas implican no sólo un control jurisdiccional, al modo de la revisión judicial americana (el monopolio de rechazo de la ley es hoy la única diferencia sustancial entre el modelo europeo y el modelo norteamericano de justicia constitucional, modelos muy aproximados en todo lo demás), sino que también conllevan la resolución de los conflictos entre los órganos superiores del Estado, así como los conflictos entre el Estado y las Comunidades Autónomas, o los que tenga lugar entre éstas, estando las competencias preordenadas a permitir al Tribunal cumplir su papel de vigilante y encargado de hacer cumplir a los órganos del Estado y a los ciudadanos el orden fundamental de los valores ínsitos en la Constitución. Con ello queremos significar que la jurisdicción constitucional es un intento de someter la acción política y los órganos del Estado a la disciplina constitucional, dependiendo su funcionalidad de la cooperación de la ciudadanía y de los órganos del Estado en el serio planteamiento de los diversos contenidos competenciales asumibles por el Tribunal. Veamos ahora sus notas diferenciadoras más relevantes que hemos sintetizado del modo siguiente:

I. Del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad contra leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de ley.

He aquí la función primaria de la justicia constitucional, el control de la regularidad constitucional de la ley. Lo primero que debe apuntarse es que el control de constitucionalidad sólo se concibe desde la definición previa de la Constitución como ley suprema, política y científicamente. Sólo es lícito sostener la existencia de una justicia constitucional cuando la Constitución se entiende como realidad normativa y no como una mera configuración nominal y semántica. En el campo histórico algunos autores han querido ver antecedentes del control de constitucionalidad en determinados institutos medievales aragoneses (el Justicia mayor de Aragón, surge con las Cortes de Ejea de 1265) y castellanos, aunque lo cierto es que la justicia constitucional no deja de ser un fenómeno moderno que nace y adquiere su sentido cuando se dota a la constitución de un contenido superior.

Sobre la relevancia que el propio Tribunal constitucional otorga a la cuestión de inconstitucionalidad como uno de los medios principales de ejercer su función revisora nos remitiremos a lo que ya se declaraba en la clásica STC 17/1981 en que se afirmó «... corresponde en primer lugar a los jueces y Tribunales, que han de negar validez a las normas reglamentarias que sean contrarias a la Constitución, inaplicándolas, y están facultados para inaplicar también las normas legales que adolezcan del mismo defecto cuando sean anteriores a la Constitución. La supremacía de ésta obliga también a los jueces y Tribunales a examinar, de oficio o a instancia de parte, la posible inconstitucionalidad de las Leyes en las que, en cada caso concreto, hayan de apoyar sus fallos, pero, en defensa, como antes se dice, de la dignidad de la Ley emanada de la representación popular, el juicio adverso a que tal examen pueda eventualmente conducirlos, no los faculta para dejar sin más de aplicarlas, sino sólo para cuestionarlas ante este Tribunal. La depuración continua del ordenamiento desde el punto de vista de la constitucionalidad de las Leyes..., es así el resultado de una colaboración necesaria entre los órganos del poder judicial y el Tribunal Constitucional...».

II. Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades públicos relacionados en el art. 53.2 CE.

En el sistema español de justicia constitucional ocupa una posición relevante el hecho de que nuestro Tribunal Constitucional (como el alemán y, en cierta medida, el austríaco) también tiene atribuido el amparo y la protección de los derechos y libertades consideradas fundamentales, si bien es cierto que esta atribución opera con un carácter subsidiario con relación a la jurisdicción ordinaria (arts. 24.1, 53.1 y 53.2 CE) que es la que se ocupa en primer término de la tutela de los derechos fundamentales. Ahora bien, este carácter secundario no interfiere ni decrece la función de amparo del Tribunal Constitucional, que no por ello deja de seguir siendo titular de la supremacía interpretativa que le confiere el art. 1 de su ley reguladora. En palabras de Aragón Reyes, existe una auténtica supremacía orgánica del Tribunal Constitucional, en cuanto que puede anular decisiones de los Jueces y Tribunales ordinarios que no se ve menoscada por la primaria posición que en la defensa de los derechos y libertades fundamentales les ha sido asignada a estos.

III. De los conflictos constitucionales: conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades autónomas o de los de éstas entre sí, entre los órganos constitucionales del Estado, y los acontecidos en defensa de la autonomía local.

Solamente queremos apuntar aquí que tras la entrada en vigor de la LOTC, cuando el Tribunal Constitucional empieza a conocer de dos tipos de conflictos: de un lado los habidos entre el Estado y las Comunidades Autónomas, o entre éstas entre sí, con arreglo a lo previsto en el texto constitucional en su art. 161.1, y de otro, los que tuvieren lugar entre órganos constitucionales del Estado, siendo estos últimos procesos que fueron creados por la propia LOTC, encontrándose el apoyo normativo constitucional de esta ampliación de las competencias del Tribunal Constitucional en la cláusula residual o numerus apertus contenida en la letra d) del citado art. 161.1 mismo precepto constitucional (161.1), precepto que como es sabido faculta al Tribunal Constitucional para conocer las demás materias que le atribuyan la Constitución o las leyes orgánicas.

Este mismo apartado d) constituye a su vez el fundamento que ha permitido otorgar al Tribunal Constitucional el conocimiento de un tercer tipo de conflictos entre Administraciones públicas. Nos estamos refiriendo a los que puedan originarse cuando se haya producido, o se denuncie que se ha producido una lesión de la autonomía local y que fue introducido en el precepto por la LO 77/1999 que diseñó un nuevo conflicto que permitió al Tribunal dar una respuesta en aquellos supuestos en que sea una Ley del Estado o del legislador autonómico la que lesione el principio de autonomía local que la Constitución garantiza y protege.

En general, podría afirmarse que la labor que el Tribunal desarrolla al resolver este tipo de conflictos parece ciertamente alejada de lo que propiamente puede considerarse que son sus funciones jurisdiccionales más genuinas. Ahora bien, en nuestro sistema hoy es aceptado que la jurisdicción de conflictos no es sino una consecuencia ineludible de la supralegalidad constitucional, siendo indudable la naturaleza jurisdiccional que en estos casos desarrolla el Tribunal motivados en gran parte al haber quedado abiertos por el legislador constitucional elementos esenciales de la organización territorial del estado, y esto es precisamente lo que ha provocado que significados constitucionalistas afirmen que lo que conocemos como el estado de las autonomías se ha gestado a fuerza de sentencias del Tribunal Constitucional, sobre todo cuando en más de una ocasión el Tribunal Constitucional ha estimado la oportunidad de resolver conflictos no sólo en atención a la interpretación de elementos normativos.

Ahora nos limitaremos a apuntar, dado que será objeto de estudio en los artículos correspondientes, que el conflicto se suscita ante el Tribunal Constitucional de acuerdo con lo establecido en el art. 59 LOTC sobre las competencias o atribuciones asignadas directamente por la Constitución, los Estatutos de Autonomía o las Leyes orgánicas u ordinarias dictadas para delimitar los ámbitos propios del Estado y de las Comunidades Autónomas, mientras que respecto a los conflictos ente el Estado y las Comunidades Autónomas, o entre éstas entre sí, el art. 61.1 dispone que pueden dar lugar a los conflictos de competencia «las disposiciones, resoluciones y actos emanados de los órganos del Estado o de los órganos de las Comunidades Autónomas». En cuyo caso nos encontramos ante un conflicto positivo mientras que se tratará de un «conflicto negativo» cuando ninguno de los órganos implicados, bien de la Administración del Estado, bien de la Comunidad Autónoma, se consideran competentes en el asunto de que se trate. Pueden ser objeto de conflicto positivo tanto las disposiciones con rango de ley como las de rango inferior. Lo que ocurre es que a tenor de lo dispuesto en el art. 67 LOTC, cuando la competencia controvertida hubiera sido atribuida por una Ley o norma con rango de Ley, el conflicto de competencias se tramitará desde su inicio, en su caso, desde que en defensa de la competencia ejercida se invocare la existencia de una norma legal habilitante, en la forma prevista para el recurso de inconstitucionalidad.

1.1.  La potestad reglamentaria del Tribunal Constitucional

Tradicionalmente se ha venido asociando la autonomía de los órganos constitucionales con el ejercicio de una competencia reglamentaria de carácter meramente administrativa y auxiliar que venga a reforzar dicha autonomía y que encontraría su justificación en la misma. No se trataría tanto de hacer depender la independencia de estos órganos, entre los cuales se encuentra el Tribunal Constitucional, de la existencia de una autonomía reglamentaria que les permita organizarse y actuar, administrativa y presupuestariamente, del modo que estimen más adecuado para el ejercicio de las competencias que el legislador les asignó, como de reconocer que la concesión de un potestad reglamentaria no deja de resultar beneficiosa en determinados ámbitos de su funcionamiento. Como tampoco resulta de menor intensidad dicha potestad por el hecho de que no se cuente con el respaldo del texto constitucional que es lo que ocurre en el caso del Tribunal Constitucional, a diferencia de otros órganos constitucionales, situados también en la cúspide de la estructura del Estado como son las Cortes Generales.

Desde el Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 14 de julio de 1980, por el que se fijó la fecha en que comenzó a ejercer sus competencias el Tribunal Constitucional, se han dictado por éste, nada menos que 66 Acuerdos en el ejercicio de las facultades reglamentarias que le confiere el apartado segundo del art. 2 de la LOTC, la gran mayoría han sido dictados por el Pleno del Tribunal y sólo los de menor relevancia por el Presidente del Tribunal. A la hora de examinar estas disposiciones, resulta de especial significación el Acuerdo del Pleno del Tribunal Constitucional de 15 de enero de 1981, por el que se aprueba el Reglamento de Organización y Personal, que estuvo en vigor hasta el pleno aprobó el nuevo Acuerdo de 5 de julio de 1990, el cual, a su vez, se ha visto modificado esencialmente con posterioridad por los sucesivos Acuerdos de 5 de octubre de 1994, 8 de septiembre de 1999 y el Acuerdo de 19 de diciembre de 2002. A estas disposiciones deben añadirse otros acuerdos menores visto el ámbito material que constituye su objeto y que poseen distinta naturaleza, como el Acuerdo de 15 de junio de 1982, por el que se acuerdan las normas que han de regir el funcionamiento del Tribunal durante el período de vacaciones, o los de naturaleza cuasi procesal como Acuerdo de 14 de julio de 1982 por el que se aprueban normas sobre tramitación de los Recursos Previos de Inconstitucionalidad, el Acuerdo de 20 de diciembre de 1982, por el que se aprueban normas acerca de la «Defensa por Pobre en los Procesos Constitucionales» o el más reciente Acuerdo de 18 de julio de 1996 sobre asistencia jurídica gratuita en los procesos de amparo constitucional. Otros tienen una naturaleza laboral como el Acuerdo del Presidente del Tribunal Constitucional de 20 de enero de 1992, por el que se hace pública la relación de Puestos de Trabajo en dicho Tribunal o aquellos Acuerdos por los que el Tribunal Constitucional ha convocado periódicamente becas de formación jurídica relacionadas con la doctrina constitucional. Algunos han tenido una singular trascendencia en la organización del Tribunal como es el caso del Acuerdo de 25 de abril de 1995 y el posterior Acuerdo de 13 de noviembre de 2001 por el que se disponía sobre la composición de las Salas y Secciones del Tribunal Constitucional, mientras que otros resolvían cuestiones puntuales como los acuerdos por los que se habilitan días específicos para la presentación en el Registro General del Tribunal del recurso de amparo electoral. Finalmente, el más cercano en el tiempo es el Acuerdo de 26 de marzo de 2009, que modifica parcialmente el de 21 de diciembre de 2006 por el que se regulan los ficheros automatizados de datos de carácter personal.

Como puede apreciarse, estas normas reglamentarias han ido orientadas a materias imbricadas en la organización interna del Tribunal (únicas que no reserva a Ley orgánica el art. 165 de la Constitución), como normas que han de regir su funcionamiento en tareas y quehaceres cotidianos y el de su personal y servicios, persiguiendo simplemente resolver o adentrarse en cuestiones de índole burocrático o administrativo que permitan una racionalización de dichas actividades las más de las veces, y en otras colmando lagunas de las que la propia LOTC no se ha encargado, si bien es cierto que es en el Reglamento de Organización y Personal donde realmente se han concentrado las facultades reglamentarias que concede el art. 2 de la LOTC en su apartado segundo al Tribunal. Por último queremos apuntar que las facultades reglamentarias que tiene otorgadas el Tribunal Constitucional por su Ley orgánica no se extienden al estatuto de los Magistrados que lo integran, de donde se deriva que no cabe una regulación reglamentaria de sus obligaciones y derechos o la delimitación de las condiciones por las que deban regirse el ejercicio de sus funciones y competencias, a diferencia de lo que ocurre con los Jueces y Magistrados integrantes en la jurisdicción ordinaria.

El ejercicio de la potestad reglamentaria por el Tribunal Constitucional no se encuentra exenta de control jurisdiccional, siendo precisamente la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo el órgano de naturaleza jurisdiccional que tiene atribuida la competencia para conocer, en única instancia, de los recursos que se deduzcan en relación con las disposiciones en materia de personal, administración y gestión patrimonial sujetos al Derecho público adoptados por los órganos competentes del Tribunal Constitucional [art. 58 LOPJ, puesto en relación con los arts. 7 a) y 12.1 c) de la LJCA]. En principio, esta competencia que se otorga a una Sala del Tribunal Supremo solo alcanzaría al control de la legalidad de las disposiciones que se dictasen por el Tribunal Constitucional, que no puede dejar de olvidarse, podrían incluso tener como resultado su anulación si no se adecuan a lo dispuesto en la ley. Dicho esto, en modo alguno esta competencia, entregada a un órgano perteneciente a la denominada jurisdicción ordinaria, puede extenderse a enjuiciar la constitucionalidad de una disposición dictada por el Tribunal Constitucional en las materias que le confiere el apartado segundo del precepto que estamos analizando. Queremos con ello significar que la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo nunca podrá dictar una resolución declarando que el Tribunal Constitucional ha realizado un desarrollo reglamentario contrario a la Constitución, lo que resulta coherente con el modelo de justicia constitucional diseñado por el legislador, es decir, si nos atenemos a que es el propio Tribunal Constitucional el garante máximo de la norma constitucional. Y ello a pesar de que en nuestro ordenamiento nos encontramos con un precepto que puede invitar a pensar lo contrario, como es el art. 5.1 LOPJ cuando afirma, para todos los Jueces y Tribunales, y por tanto también para el Tribunal Supremo cuando tenga lugar el ejercicio de la función jurisdiccional que estamos analizando, que «La Constitución es la norma suprema del ordenamiento jurídico, y vincula a todos los Jueces y Tribunales quienes interpretarán y aplicarán las leyes y los reglamentos según los preceptos y principios constitucionales». Aunque ello tenga lugar «conforme a la interpretación de los mismos que resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo tipo de procesos».
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